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Est-il ríen de plne honorable, de pitu popti- 
laire, de plus ntiié pour un gouvemement, qu» 
d'user de bob droits oans le bntde contribuer au 
développement de la civfUsation genérale, et de 
faciliter aínsi rétabllssement de relations inti- 
mes entables dlfí§rent8^peupleB. de ees relations 
qui favorisent également Pinduatrle. le commer- 
ce, le bien-etre detous? 

Bo98Í. Melanffes. Hisioire et Phüowphio p. 125. 



Mucho interés parece haber inspirado esta 
cuestión. El se ha revelado por una discusión 
en la que pudiera decirse que se ha agotado 
toda especie de argumentos contra el Gobier- 
no, esforzándose el talento, la erudición, la 
autoridad y hasta la pasión. Nada ha faltado: 
pero el Gobierno ha tenido, ante todo, que 
cumplir el artículo 17 de la Convención Con- 
sular vigente entre el Perú é Italia, cuyo 
sentido es claro para todo el que lo quiera y 
lo sepa comprender. El Gobierno del Perú 
y el Gobierno de Italia están acordes en el 
modo de apreciarlo, aunque, por un lamenta- 
ble estravío, se diga que los dos Gobiernos no 
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deben comprender, como lo comprenden, el 
mencionado artículo, y que, supuesta la nece- 
sidad de interpretarlo, no lo deben interpretar. 
¿Qué otra cosa puede hacerse, sin embargó, 
cuando se trata de aplicar una ley, que com- 
prenderla en cierto sentido? ¿Cuál puede ser 
este sino el que le dan las personas que están 
llamadas á aplicarla, conforme á los sanos 
principios de toda interpretación? 

El Gobierno del Perú ha resuelto que la 
jurisdicción está reservada á la bandera res- 
pecto de las faltas, de los delitos y, por con- 
siguiente de los hechos que, por otras legis- 
laciones, se llaman crímenes, cuando no está 
implicada persona estraña á la tripulación, ni 
alterado el orden público ni invocado el au- 
xilio de la autoridad. Verdad es que se atri- 
buye la resolución exclusivamente al Minis- 
tro de Relaciones Exteriores: pero esto no 
merece respuesta. 

Se dice también que no es el Gobierno ita- 
liano quien atribuye al artículo 17 de la Con- 
vención Consular el sentido que le dá la re- 
solución de 28 de Febrero sino su Agente 
■ Diplomático en Lima: pero al fin de esta pu- 
blicación se verá la nota en que el H. señor 
Garrou dice que no hace mas que trasmitir el 
pensamiento de su Gobierno, cumplir con 
sus instrucciones, corroborar lo que habia 
dicho y manifestar el perfecto acuerdo en que 
se hallan los dos Gobiernos y la complacencia 
del suyo respecto de la resolución de 28 de 
Febrero. Aunque no tuviéramos conocimien- 
to perfecto del contenido de las comunicacio- 
nes del Gobierno italiano, nos bastaría la nó- 
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ta del señor Garrou. Un Agente Diplomático 
es creido en todo lo que dice á nombre de su 
Gobierno. Así lo dicen sus credenciales y sus 
poderes. Para esg existe; y, si así no fuese, la 
institución de los Agentes Diplomáticos ca- 
recería de objeto y seria £^bsurda. Tan lamen- 
table es tener que enunciar estos conceptos 
que no insistiremos mas sobre ellos. 

Resta la cuestión general: ¿por qué se ha 
hecho extensiva á todas las demás naciones 
la estipulación del artículo 17 de la Conven- 
ción con Italia: l^ porque ella es conforme 
con los principios filosóficos^ del derecho y 
con los usos mas generalmente recibidos: 2^ 
porque, no existiendo Convenciones en con- 
trario, si no, mas bien en el mismo sentido, 
no seria posible aplicar á las demás naciones 
un tratado desigual: 3^ porque, según el prin- 
cipio de la reciprocidad declarado por el de- 
creto de 28 de Febrero, no haremos sino tra- 
tar á las demás naciones del mismo modo que 
ellas nos tratan y porque es imposible no es- 
tablecer respecto de ellas la misma regla de 
conducta que observen con nosotros: 4^ por- 
que dicha resolución encierra una restricción 
neqesaria. No correspondiendo á las autori- 
dades locales el conocimiento de los delitos 
que tengan lugar á bordo en las condiciones 
reconocidas, como se ha hecho ya en el Perú 
sin Tratados y sin reciprocidad y como está 
estipulado con algunos paises, era preciso 
restrinjir lo que se quiere llamar concesiones, 
sujetándolas á la reciprocidad, que es la ver- 
dadera salvaguardia del derecho y del honor 
en materia internacional. Así, la resolución 
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peruana es, en todo rigor, restrictiva, con el 
objeto de contribuir á que se ensanche y for- 
talezca un principio que tiende á ser un i ver- 
salmente reconocido y respetado en todas las 
naciones. Se ha cumplido, pues, un Tratado, 
se han observado los principios y usos inter^ 
nacionales y nada se ha infringido, porque el 
Reglamento Consular del Perú es un decreto 
provisional del Gobierno que no puede opo-' 
nerse á los Tratados y que, aunque hubiese 
recibido aplicación, habria sido derogado por 
el decreto supremo de 28 de Febrero, dictado 
con la misma facultad con que se dictó dicho 
Reglamento. En resumen, la cuestión no va- 
lía la pena de que se hubiesen escrito todos los 
documentos qué se leerán á continuación y 
en los cuales el Gobierno ha llevado hasta el 
exceso su deseo de manifestar al pais que ha 
obrado con rectitud. 

Dos palabras para cpncluir. Los señores 
Fiscales de la Excma. Corte Suprema le en- 
tablaron competencia al Poder Ejecutivo. Un 
miembro de la Comisión Permanente pidió 
que se le dirijiese al Gobierno una represen- 
tación por haber violado la Constitución, el 
Tratado mismo en cuestión, los Códigos y los 

Írincipios del Derecho de -Gentes. Ni la 
¡xcma. Corte Suprema ha entablado la com- 
petencia ni la H. Comisión Permanente ha 
hecho la representación. Mucho tiempo hace, 
sin embargo, que el Gobierno expidió su de- 
creto. ¿Qué significa este silencio? 
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TEADUOCION. 

Lima^ Setiemhre 8 <fo 1868. 
Excrao. Sefíor: 

La rebelión de una parte de la tripulación del b^- 

fantin italiano '^Emilio Bondanini,'^ capitán O. A. 
^astore, ocasionó el 23 de AgoBto último un conflicto 
de que resultó un marinero muerto y quedaron otros 
heridos. 

£1 capttan de puerto de las Islas de Chincha, en 
cuyas a^uas estaba anclado el buque, tomó ingeren- 
cia en el asunto, evidentemente por la conservación 
del orden, y actualmente se encuentran tres personas 
de la tripulación detenidas en aquella cárcel por dis- 
posición suya. 

Habiéndose cometido el delito á bordo y única- 
mente entre personas pertenecientes á la tripulación, 
tanto por los principios del derecho marítimo inter- 
nacional^ cuanto ^or la legislación de cada Estado, á 
la nación á quien pertenezca el buaue compete ex- 
clusivamente el juicio y castifico de los delincuentes. 
Suplico en consecuencia á Y.E. tenga á bien dis^ 
poner que los tres marineros arrestados por el capitán 
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de puerto de las Chíiichau «ean conducidos al Caljao 
y detenidos allí, á disposicíoft í^el Vice-Cónsil italia- 
no en dicho puerto, quien cuidará áo satisfacer todos 
los gastos que puedan ocurrir por la conducción y 
detención de los prisioneros. 

Tengo el honor de reiterar á V.E. la seguridad de 
alta estima y perfecta consideración con que soy de 
V.E. afectísimo y obediente servidor. 

[Firmado.]— HiPOLrro Gaeeoü. 

▲1 iKCiBO. «eflor Miaittro de R«Ucio&M Ijcteriorw. 



XUUsterio 4e Belaeloac* Bsteriores «el Fertf • 

Núm. 40. 

Limay Setiembre 25 de 1868. 

No teniendo el Gobierno, acerca de la sublevación 
ocurrida el 23 de Agosto á bordo del bergantín ita- 
liano ''Emilio Kondanini," mas datos que los que con- 
tiene la estimable nota de US. H., fecma 8 del pre- 
sente, y siendo indispensable tener á la vista todos 
,los que sean suficientes para apreciar con exactitud 
aquel suceso y sus resultados, á fin de eroedír la re-- 
solucion conveniente, me he dirigido al Gobernador 
de las Islas de Chincha, pidiéndole que me^informe, 
á vuelta de vapor, sobre los hechos ocurridos. Guando 
reciba ese informo, me será grato contestar á la esti- 
mable nota de US. H., ofreciéndole, méintras tanto, 
las seguridades de mi distinguida consideración y 
aprecio. 

[Firmado.] — J. A. Barreneohea. ♦ 

HoBoraMe seSor Eaoargado 4e Vcgodoe j C6dbu1 General de S. M. el Ber de IttUia. 
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Mlalaierio de BeladoKM ExtoriovM, 

líúm. 118. 

Limay Setiembre 25 de 1868. 

Señor Geneiml Gobernador de las IsIilb de Chincha. 

Segnn verá US. por la adjunta traducción, el En- 
cargado de Italia, pide al Gobierno que se remitan á 
disposición del Vice-Cónsul de esa Nación en el Ca- 
llao los tres marineros italianos que existian presos 
en esas Islas, á consecuencia de la sublevación ocur- 
rida á bordo del bergantin italiano "Emilio Ronda- 
nini" el 23 de Agosto último. 

Ni esa Gobernación ni el Capitán de puerto han 
dado aviso al Gobierno sobre esos acontecimientos, y 
como para resolver la petición del señor Garrou es 
indispensable tener datos circunstanciados acerca de 
ellos, me dirijo á US., suplicándole que me los remita 
á la vuelta de vapor, con bastante claridad para po- 
der apreciar el asunto en todos sus detalles. 

Conviene sobre todo que US. informe sobre el mo- 
tivo que dio origen á la intervención de las autorida- 
des locales, de que habla el sefior Encargado do Ne- 
gocios de Italia v si fa sublevación puso en peligro 
la tranquilidad del puerto. 

Dios guarde á US. — J. A. Babreneohea. 



Oóbemaeion^ Setiembre 27 de 1868. 

Informe á la brevedad posible el Capitán de pner- 
tt).— Bbingolba. 

SetSor General Gobernador de las Islas de Chincha: 

En cumplimiento del superior decreto de US. que . 
antecede, con referencia al reclamo interpuesto^p^ 
la Real Legación de Italia en el Perú, sobre i¡^^ .^?" 
cesos acaecidos á bordo de la barca italiap^ *Emuio 
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Bondanini," en la noche del 23 de» A^oeto del pre- 
sente afio, debo exponer á US. lo BÍgmente: 

Que con fecha 2é del mes citado, es decir, al dia 
siguiente del asesinato cometido á bordo de la didia 
barca, pasé al señor Gobernador de las Islas, el parte 
respectivo de los sucesos ocurridos: el cual tengo el 
honor de acompañar en copia seguida. 



COPIA. 

Séflor Gobernador de las Islas de Chincha. 

Idas. Agosto 24 de 1868. 
S. G. 

Anoche á las 11 h. P. M. fui informado, de que á 
bordo de la barca italiana "Emilio Rondanini," la 
cual se halla fondeada en la Isla del Sur, habia acon- 
tecido un pleito entre los iildividuos de la tripula- 
ción; marineros José Silva, Pedro Matcarens y esti- 
vador del buque, Eafael Contardo, quienes se amo- 
tinaron contra el primer piloto ílemijio Forelo y 
demás oficiales del buque. A I4 hora citada mandé á 
bordo un bote á cargo del contramaestre de lá Capi- 
tanía, Guillermo French, el cual regresó de su comi- 
sión á las 3 h. de la mañana de hoy y me expuso los 
hechos que llevo referidos. Así mismo me dno que se 
hallaban á bordo heridos el primer piloto Forelo, el 
marinero Silva y muerto el de igual clase Matcarens; 
y que estos individuos estaban asistidos por el médico 
de la barca italiana ^adowa.'* 

Hoy á las 7 h. A. M. me constituí á bordo de la 
barca en cuestión, después de haber dado orden ver- 
bal al médico titular de las Islas D. Miguel Ararry 
^para que practicara el debido reconocimiento, el- cual 
original acompaño á US. 

De Fas averiguaciones tomadas verbalmente por 
!J?*> resulta: que los individuos Silva, Contárdo y 
Matcai^iig se habían amotinado y este último hirió 
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al piloto en la cabeza, después de este atentado Mi^ 
carens se arrojó al agua en circnngtancias qiie Ucgriba 
al buque el capitán á las 7 h. 30 m. de la noches pop» 
en la tarde del 23 se habia encontrado aus^^t^ 

£1 marinero Matcarens fué traido á bordo por él- 
guna embarcación del buque ú otra que se hallaba^ 
su. costado, E)ste individuo, aunque criminal, parece 

2ue antes de arrojarse el mar no estaba herido; pew 
los pocos momentos del suceso se encuentra om^ 
varias puñaladas j muerto. Al primer piloto no «e 
ha sido posible interrogarlo por el estado en q&e^ 
encuentra á consecuencia de su herida. Los demis 
. individuos de la tripulación niegan su partici{»c»iii 
en el hecho que voy refiriendo, sin embargo, he ooii- 
ducido al cuartel á los marineros Silva y Contarda, 
origen del motín; y cuyos sujetos quedan á dispq»- 
cion de US. 

No he procedido contra el resto de la tripulación 
por falta de datos positivos que me guiaran en tas. 
delicado asunto y al mismo tiempo para evitar hacer 
sufrir algún inocente. 

El cadáver de Matcarens ha sido enterrado hoy á 
las Q h. de la tarde; y he ordenado al capitán que 
mañana presente las cuentas de ese marinero, con» 
también el inventario de las prendas que ten^a á su 
bordo. También he hecho responsable al capítai;i d^ 
todos los individuos que ertén en su buque hasta 
mañana á las 6 h. A. ÍL en que deben comparecer 
ante US. 

Que comunico á US. para los fines que haya lugac 

Dios guarde á US. 

[Firmado.]— Guillermo Black. > 

Estos son, señor Gobernador, los hechos ocurridos; 
pero como en la comunicación de Su Señoría el señor 
Ministro de Belaciones Exteriores se me culpa de tm 
haber dado aviso al Supremo Gobierno con oport»- 
nidad: debo alegar que desde que pasé el parte cita- 
do, á esa Gobernación, habia cumplido con mi deber. 

Como en la nota del señor Ministro, se piden datos 
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eireniMtanciadoB de lo ocurrido, creo convenieüte 
exponer algunos detdlee. 

Guando el día 23 de Agosto me constituí á bordo, 
me informé que el capitán O. A. Pastore no se en- 
contraba en el buque ^ cuando aconteció el motin. 
^ Skite fué ocasionado por IÓb marineros chilenos Silva 
y Contardo y por el de igual clase, Malayo, Matea- 
reos. £stos tres individuos trataron de penetrar en 
la cámara, y habiendo contenido su insolencia el pri- 
mer piloto Kemijio Forelo, insistieron los marineros 
y ^ negaron pasar al rancho de proa. Forelo trató 
de emplear la fuerza' ayudado por el contramaestre y 
cocinero, que son italianos; entonces fué cuando Mat- 
earens dio un fuerte golpe en la cabeza al piloto, de 
cuya resulta cayó éste sin conocimiento sobre la cu- 
bierta: inmediatamente después Matcarens se arrojó 
al agua y note US. que este individuo cuando prac- 
ticó esa operación se hallaba sin h\Bridas. El cocinero 
Mrió con un cuchillo á Silva en el brazo, obligándolo 
A descender á su camarote: después de cuya operación 
j en momentos que llegaba el capitán á bordóse han 
embarcado en el bote del ^)uque ú otro, en persecu- 
ción de Matcarens, el cual nadaba alejándose del bu- 
. que. Matcarens ha sido tomado en el mar y entonces 
-o á bordo fué asesinado de un modo horrible, con 
cinco puñaladas todas mortales y graves contusiones 
hechas á palos, y todo esto practicado por la espalda. 

£n este desgraciado, aunque delincuente, los cóm- 

{>lices ó asesinos, como son los individuos delatripu- 
acion de la barca italiana **Emilio Rondanini" no 
debieron vengarse de un modo tan aleve. 

Aquí conclniria sefíor Gobernador mi informe, si 
las apreciaciones contenidas en la nota de la Legación 
de Italia, no entrafiaran para mi, acusaciones por las 
cuales se me culpa de haberme estralimitado en el 
cumplimiento de mis obligaciones como capitán de 
puerto. * 

Las ordenanzas de marina, reglamentos y leyes 
vigentes de la República prescriben á los capitanes ' 
de los puertos: la vigilancia, policía y conservación 
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del orden, tanto en el fundeadero como á bordo de 
loB bnqnea mercantes nacionales j oxtrangeros ^ne 
86 hallen surtos en éh En esta virtnd he procedido 
en nso de mis atribuciones aprehendiendo a los que 
originaron el motin, para por este medio poder des- 
cnbrír á los culpables. Así me lo ordenaban las leyes 
patrias, la soberania nacionU j^ hasta los principios 
mas triviales del derecho marítimo internacional. JPor 
otra parte, no comprendo como podia dejar impunes, 
atentados como el presente, materia de este informe, 
pues al hacerlo asi sería sentar como base un princi- 
pio altamente desmoralizador y destructor de la so- 
ciedad . 

Se alega por la Legación de Italia la inviolabilidad 
déla bandera. Esto es innegable á bordo del buque 
de guerra que la enarbola, porque la nave £c consi- 
dera como parte integrante del territorio de la Nación 
á que pertenece. Este principio también es admitido 
cnando los buques mercantes se hallan en alta mar; 
pero en el caso presente, callan;'y la nación en cuyos 
puertos se hallen anclados buques mercantes, tiene 
perfecto derecho para practicar la visita en guarda 
de los intereses fiscales; y con mucha mas razón para 
perseguir y extraer á los criminales y asesinos. 

Es cuanto tengo que exponer en cumplimiento de 
mi deber. 

Islas de Chincha, Setiembre 29 de 1868. 
S. G. G. 

Guillermo Black. 



Setiembre 7 de 1868. 

Seíior Ministro de Estado en el despacho de Relacio- 
nes Exteríores. 

Al minucioso informe dado por el capitán del 
puerto, que tengo el honor de remitir adjunto á este 
oficio nada tiene que agregar esta gobernación; él su- 
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ministra datos suficientes para qae US, apreciando 
los hechos que tuvieron lagar á bordo de la ^'Emilia 
Bondanini'^Ios tome en consideración y resuelva lo 
que crea conveniente. 

Solo haré presente á US. ^ue aun no había llegado 
á estas Islas, cuando tres individuos déla tripulación 
del citado buque, se encontraban detenidos y puestos 
á disposición del juez d^ paz, mi único empeño 
desde mi llegada ha sido, la conclusión del sumarlo^ 
en el menor tiempo posible, á fin de que el juez de 
primera instancia de la provincia de lea, siguiese 
dictando las providencias del caso, lo que he consé^ 
guido mediante mis esfuerzos, y dichos presos, con 
lecha 18 del presente mes, han sido remitidos á di«- 
posicion del mencionado juez. 

Aunque es cierto que el asunto ó materia de'este 
oficio, se relaciona con subditos italianos; no lo es 
menos qne los hechos consumados á bordo de la 
"Emilio Kondanini," son por su naturaleza de aque- 
llos que estando sujetos ala acción de los Tribunales 
de Justicia, por delitos cometidos en el territorio de 
esta jurisdicción, mis atribuciones estaban reducidas 
á proporcionar facilidad al juez para el esclarecimien- 
to de hechos que han dado lugar al juicio criminal 
que se sigue sobre el desgraciado acontecimiento que 
ec verificó á boVdo del citado buque. 

Eepito, pues, á US. que habiendo llegado á estas 
Islas, cuando ya mi antecesor habia ordenado la pro- 
secución del sumario, me limité á dar parte al señor 
Ministro de Justicia con fecha 8 del presente, del re- 
tardo que sufrían las causas criminales, por la insu- 
ficiencia de estos habitantes para el desempeño del 
delicado cargo de juez de paz; y para robustecer mi 
aserto le hice presente las dificultades que actualmen- 
te existían, en el sumario seguido á los tripulantes 
del expresado buque. Esta ha sido, señor Minirtro, la 
razón que he tenido, para no poner en conocimiento 
de US. un hecho que no tenia relación con los asun- 
tos que corren á cargo de ese Ministerio. . 
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. Tengo el honor de dejar gatisfechoe los deseos de 
XTS. manifestados en su nota de 25 que contesto. 

Dios guarde á US. — Maiíuel Beingolka. 



TRADUCCIÓN. 
Iie^aeioM de ItaOla en el Per^ 

Lima^ Noviembre 2S de 1868. 

Excmo. sefíor: 
El perjuicio que por la demora experimental)an los 
intereses del armador y del cargador, han obligado 
al capitán del baque italiano "Emilio Eondanini" á 
partir para su destino, dejando en poder de la ma- 
gistratura territorial aquellas personas de su equipa- 
je que la autoridad de las Islas de Chincha se creyó 
facultada á hacer arrestar. 

Queda así resuelta de hecho, pero contra el dere- 
cho, una de las dos cuestiones á que aludia la nota 
que tuve el honor de dirigir á V.E., el 8 de Setiem- 
bre último. 

Subsiste, pues, la cuestión de derecho; y como esto 
T^roviene de la inobservancia de los principios de de- 
recho'público que regulan la disciplina interior de 
los buques y la jurisdicción relativa, sin perjuicio de 
las otras cuestiones á que puede dar lugar el caso del 
^'Emilio Eondanini," esto es, el arresto indebido de 
ima parte de su equipaje, que ha sido violentamente 
Büstraida á la jurisdicción deque depende, me esne- 
nesario, si es la intención del Gobierno del Feiró 
conformase al uso general, suplicar á V.E. que reca- 
be disposiciones conducentes á qué las autorídadies 
respectivas, reconozcan la autoridad consular italiana 
como la única competente para juzgar de las tras- 
gresiones, de cualquiera naturaleza, gue puedan 
ocurrir á bordo de buques italianos, limitando la de 
aquellas solamente, á aquellas medidas que -se refie- 
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ren al orden público de los lugares donde ejerce do- 
minio (imperci) la República. 

Dígnese V.É., señor Ministro, aceptar las expre- 
siones de la alta estimación y aprecio con que tengo 
el honor de repetirme. 

De Vuestra Excelencia, muy atento y seguro ser- 
vidor. 

[Firmado.] — Hipólito Gabbou. 

M SkCD»! eeSor '¡^fnistró ^ BeladoneB Kxterioree del Pcrti. 

Zima, j^^(yoiembreM de 1868. 

Vista al señor Fiscal de la Corlé Suprema de 
Justicia. 

Basbeneohi!á. 

Excmo. señor: 

De los informes producidos en este expediente, re- 
sulta lo que sigue: 

Al anochecer del 23 de Agosto de 1868, se hallaba 
anclada en las aguas de las Islas del Sur de Chincha, 
la barca italiana ^'Emilio Bondanini," destinada á 
cargar guano, y no estaba á bordo su capitán C. A. 
Fastore, cuando tres de sus marineros, los chilenos, 
José Silva, Eafael Contardo y el Malayo Pedro Mat- 
carens, habian tratado de penetrar en la cámara. Lo 
impidió el primer piloto Kemíjio Forelo, anudado 
del contramaestre y del cocinero. A 1& resistencia 
siguió ja lucha; el cocinero hirió con una cuchilla á 
Suva en el braz<», obligándolo á descender á su ca- 
marote; y el marinero Matcarens, derrivó al piloto 
dándole un golpe en la cabeza, y después abandonó 
el buque, arrojándose á nado en las aguas de la Isla. 
En esas circunstancias, y á eso de las siete y media, 
llegó el capitán; se destacó un bote del costado de la 
barca en persecución de Matcarens; alcanzado, se le 
condujo á bordo, y allí, al tomarlo, fué muerto por 
las espaldas con cinco nufíaladas todas mortales, y 
con graves contusiones nechas'á palos. Mediante las 
órdenes del capitán del puerto, se reconoció y sepul- 
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tó en la Isla el cadáver del marinero Matcarens; se 
hallan detenidos Silva y Con tardo, 7 se Bi^ne la cor- 
respondiente causa por el crimen de homicidio cali- 
ficado, aparece segnn el cuerpo del delito. 

La aprehensión de los marineros 7 el enjuiciamien- 
to pendiente ante el Juez de primera instancia terri- 
torial, han dado ocasión á que el Honorable Encar- 
gado de Negocios de Italia, formule una reclamación 
contraria á Ta jurisdicción nacional; 7 pida, "que se 
^^reconozca al Consulado Italiano como la única au- 
"toridad competente para juzgar de las tragresiones, 
"de cualquiera naturaleza, que puedan ocurriif, á hor- 
ado de los buques italianos; 7 se prescriba á las aúto- 
"ridades peruanas, se limiten Folamente á aquellas 
"medidas que se refieran al orden público, en lois 
"lugares donde impera la República." 

Como el caso á que se refieie el H. Encargado de 
Negocios, es el de la barca "Kondanini," surta en las 
aguas de la Isla del Sur de Chincha, es manifiesto 
que no pretende esclusivamente jurisdicción peruana 
para cuando las naves mercantes de Italia naveguen 
en alta mar, libre patrimonio del género humano, 
donde permanecen, salvo algunas excepciones, suje- 
tas á la jurisdicción de aquel Keyno; sino precisa- 
mente cuando se hallen en las aguas del Perú, 7 lo 
que sorprende mas todavía, cualquiera que sea la 
naturaleza de las i/rasgresiones que se cometan á 
lardo. 

Conforme á los principios fundamentales 7 absolu- 
tos del Derecho de Gentes, se comprenden en el ter- 
ritorio de la Nación Peruana, 7 están poseídos 7 sos- 
tenidos por ella, 7 reconocidos por las demás poten- 
cias, el suelo que habita, Us ríos 7 los lagos interio- 
res 7 centiguos, 7 el mar que bafia sus costas, hasta 
cierta distancia. Su soberanía nacipnal se extiende á 
todo el territorio y á todos los que en él se encuen- 
tran. Si su jurisdicción soberana alcanza á todos los 
miembros de la asociación civil, sin que el imperio ' 
esté circunscrito al territorio, comprende á los ez-^ 
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tráng^roB, mientras se hallan en las tierras ó en las 
aguas de la Bep6blica . 

Arreglado á estos principios el artículo 4^ del tí- 
tulo preliminar del código civil, dispone que ks leyes 
de policía y de -se^urid^d obligan á todos los habi- 
tantes del JPerú; sin lo cual no podría t^ampeco exis- 
tir como existe para los extranjeros, paés quedaría 
á merced de otros extranjeros é inmunes, U.gi^rantia 
q^e go2ran de todos los derechos concernientes á la 

Xridad de su persona y de sus bienes, y á la libre 
iñistracion de esto, según el artículo 33 del pro- 
pio código. 

Aunque por la ficción de territorMidad se hallen 
generalmente exceptuados de la jurisdicción local las 
naves de guerra de otra potencia y los agentes diplo- 
máticos, su casa y comitiva;) son meras excepciones 
del principió universal, fundadas en representar és- 
tos al Soberano, en ser aquellas un cuerpo organiza* 
do de BU poder público, j en otras graves razones de 
respeto y alta conveniencia internacional, para llenar 
los importantes fines del servicio del Estado al que 
únicamente se consagran. 

Los buques mercantes extranjeros y las personas 
que navegan en ellos, no p\ieden ni deben sustraerse 
de la jurisdicción del pais en cuyas aguas se encuen- 
tran; porque, su interés es privado, y porque como 
dice Wheaton, refiriéndose á una resolución de la 
Corté Suprema Federal, "peligraría el buen orden 
"de la sociedad y la dignidad del Gobierno; sin que 
"el soberano extranjero tenga interés para semejante 
"exención de la regla general, en favor de sus súb- 
"ditós ó de sir propiedad." 

Lo que está reconocido por todos los pueblos civi- 
lizados como de Derecho de Gentes universal es 
quet' "todos los delitos cometidos en el territorio de 
"un Estado, ó eik lugares comprendidos en el terri- 
"tório, caen bajo la ley penal, y están sujetos á la 
"jurisdicción del Estado." Los jueces de Inglaterra, 
no vacilan en conocer de los crímenes y delitos co- 
metidos á bordo de los buques extranjeros, sean 6 no 
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de.la misma tripulación los delincuentes. El Gobier- 
no Kuflo. en ISÍé, cuyos Tribunales luzgaban á un 
marinero inglés, por naber muerto al timonel de un 
buque también inglés, cuando estaba en el puerto 
de Kiga, propuso al Gobierno de la Gran BretaSa, 
cptregarle el culpable, pero bajo condición de reci- 
procidad; el Gobierno de Inglaterra no admitió la 
pnDpQsicion; y su subdito fué castigado en Busia. 

Es verdad que se adoptó en Francia desde 1806, y 
qté se ha. generalizado formalmente después de 1830 
entre muchas potencias, la excepción de reservar á 
la Jurisdicción dolos Cónsules, el conocimiento de 
Zo^ infracciones de la dUciplina interior de sus bu- 
ques mercantes, cometidos por individuos de la tri- 
pulación, siempre que no se haya comprometido la 
tranquilidad del puerto donde se halla el buque, pe- 
ro est^ excepción, por su naturaleza y objeto, por las 
razones en que se funda, y por la mas autorizada de- 
claración de la jurisprudencia francesa, no puede 
interpretarse para sustraer de la jurisdicción local los 
crímenes comunes que debe castigar. 

Siguiendo la doctrina francesa, Italia y el Perú, 
pactarop con el Imperio esta excepción verificándolo 
aquella en el artículo 89 de la Convención Consular 
de 4 de Febrero de 1862, reproducido en los artícu- 
los 12 y 13 de la de 26 Julio, de 1862; y realizándolo, 
este. en el artículo 34 de la que se celebró en 9 de 
Marzo de 1861. 

£1 Perú y la Italia lo estipularon, también, en el 
artículo 17 de la Convención canjeada en 28 de Oc- 
tubre de 1864. En nin/^una se habla de crímenes, 
sino delájpoKoía interior de los buques y de las 
eontroveratas ó diferencias existentes entre los ca- 
pitanes, oficiales y marineros; y en todas se establece 
por el contrario, que las autoridades locales inter- 
Tondi^án ó conocerán cuando á bordo de los buques 
oonrrm desórdenes que perturben la tranquilidad 6 
el orden, público en tierra 6 en el puerto. Uuanto se 

Suede decir demás fündamentid, para que no quedé 
uda alguna, si fuese posible que la huDiese, en los 
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limites de ladÍBciplisa 7 policía interior de un baqfae 
mercante, qae son los únicos de la jurisdicción con- 
sular; se encierra en una de las consideraciones que 
tuvo la Corte de Casación del mismo Imperio mn- 
ees, para declarar en 25 de Febrero de 1859, que Ja- 
Hi, 29 del buque americano "Tempest," y culpable 
de asesinato en la persona del marinero O'Bríen, es- 
taba sujeto no á la jurisdicción Consular sino á 
la jurisdicciou francesa. ^^Todo Estado, dijo, es- 
^^tá interesado en la represión de los crímenes y 
^^delitos que se cometen en los puertos de su ter- 
"ritorio, a bordo de los buques mercantes extraa- 
"jeros aunque no intervengan otros individuos que 
^ios de la tripulación; ya sea que el hecho pueda 
^^por su naturaleza comprometer la tranquilidad del 
"puerto, ó sea cuando el hecho constituye un crimen 
"de derecho común, cuya gravedad no permite á 
"ninguna Nación dejarlo impune, sin atentar contra 
"los derechos de soberanía jurisdiccional y territorial 
"porque el crimen es por si mismo la violación mas 
"manifiesta como la mas flagrante de las leyes que 
"cada Nación está encargada de hacer respetar en 
"todas las partes de su territorio." 

El homicidio en la persona del marinero Matea* 
rens, ^ue aparece á bordo de la barca italiana "Eon- 
danini," muerto á puñaladas por la espalda y des- 

Íues que navegando como bueno en las aguas del 
^erú, fué perseguido y llevado á la barca, este cri- 
men se halla previsto en el inciso 29 artículo 232 del 
Código Penal, y es de tal naturaleza grave <jue no 
solo compete su conocimiento á la jurisdicción pe- 
ruana, respecto de los marineros que han quedado 
detenidos^ sino que podrá pedirse la extradiccion del 
reo si resultase serlo alguno de los individuos que se 
han ido en aquel buque. 

El Fiscal no halla pues atendible la solicitud del 
H. Encargado de Negocios de Italia, ni conforme al 
derecho convencional, ni al Derecho de Gentes ni 
al derecho patrio. — Lima, á 22 de Enero de 1869. 

XJbet-l. 
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Excmo. señor: 

Una rifía que tuvo lugar á bordo de la barca ita- 
liana mercante "Emilio Eondanini" t^iirta en las 
aguas de las Islas de Chincha el 23 de Aguato último, 
entre individuos de la tripulación y qno dio por re- 
sultado heridas graves y aun la muerte de uno de 
^llos, ha motivado una reclamación del Honorable se- 
ñor Encargado de Negocios de Italia, para que las 
autoridades del pais no conozcan del hecho en cues- 
tión. Pedidos los informes necesarios, y oido al señor 
Fiscal de la Excma. Corte Suprema, ha opinado este 
funcionario por el mandamiento de la jurisdicción 
nacional. Como en este asunto se ventila una graví- 
sima cuestión internacional, creo que ha llegado el 
caso de q\ie V.E. fije el sentido de la Convención 
vigente entre el Perú é Italia, y las reglas que deben 
servir, de norma á las autoridades del pais, no solo 
en el presente caso, sino en todas las cuestiones idén- 
ticas, que se puedan presentar. 

La insuficiencia y la falta de fijeza del Derecho 
Internacional, se hacen sentir sobre todo, en las cues- 
tiones de Derecho Marítimo. El progreso de la cien- 
cia es lento y solo en largos períodos llegan las Na- 
ciones á formular principios fijos que sirvan de nor- 
ma al mundo civilizado. Muy á menudo se divide 
éste en dos escuelas que profesan principios contra- 
rios. Por eso se multiplican los Tratados y las Con- 
venciones, á fin de dar autoridad y sanción á los 
principios del Derecho Natural. La cuestión presen- 
te como toda cuestión jurídica, debe ser resuelta ante 
todo conforme á la letra de la ley que es el Tratado 
vigente entre las dos Naciones; después atendiendo al 
espíritu de los contratantes, á las costumbres y en 
fin á los principios del Derecho. 

Es evidente que según la Convención Consular vi- 
gente entre el Perú é Italia, todo delito cometido á 
bordo de un buque mercante italiano, por personas 
de la tripulación contra otras de ella misma, con tal 
de que no 'se haya turbado la traquilidad del puerto, 
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es jn&tificable Aaicamente por lae aatoridades italia- 
nae. 

Sin embargo, el aelior Fkcal de la Ezema. Corte 
Suprema, ha opinado de distinta manera. La alta 
posición de este fiincionario, la dreonstancia de ha- 
ber opinado en favor déla jnríadiocion nacional, eon- 
forme á las ideas dominantes en el pus, y la recono- 
cida ilustración del señor Ureta, me obligan á exa- 
minar detenidamente la cuestión. El razonamiento 
del sefior Fiscal se puede resumir asL El territorio 
de un Estado comprende no solamente el suelo, sino 
también el mar que baña sus costas. Sobre él se ex- 
tiende la soberanía del Estado, y las leyes de polida 
y seguridad obligan no solo á los nacionales, sino 
también á los extrangeros. La ficción de la exterrito- 
rialidad no comprende á los buques mercantes, y por 
consiguiente todos los deUtos cometidos en el terri- 
torio de un Estado, aun á bordo de dichos buques, 
quedan sujetos á la jurisdicción de éi. El señor Mscaí 
cree que la Convención entre el Perú é Itaüa, for- 
mulada conforme á la doctrina que sobre el particu- 
lar se profesa en Prancia, no habla de crímenes, si no 
únicamente de las faltas ó desórdenes que no altera 
Ih tranquilidad del puerto. En apoyo de su opinión 
el señor Fiscal cita la opinión de Wheaton, la doctri- 
na de los Tribunales ingleses, y el caso del buque 
americano Tempesta juzgado en Frauda.. 

En todo rigor los principios verdaderos son siem- 
pre absolutos y sin excepción: pero es preciso no solo 
comprenderlos bien si no, ademas, no darles un al- 
cance mayor del que deben tener. Por otro lado, es 
predso tener en cuenta la armonía de los diferentes 
prindpios que rijen en la humanidad, y no abusar 
eomo se hace á menudo de la palabra, principios ab- 
solutos. Cuando varias r^las suelen hallarse en con- 
tradicdon, hay «iempre un principio superior que las 
domina, y <}ue reviste un carácter mas absoluto que 
«lias* El pnndpio de la jurisdicción nacional sobre 
];odo el tedprítono, asi como el de la exterritorialidad^ 
lio son ilimitados; y la aparente, contradicción en que 
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fiüt^^n eñCOtittárffe; séliálla stibordinadá á xm pr!fl^ 
cipío mas abfltolxito, el dé qne la jurisdicción crimíntí 
tío titoe otro oibféto que restablecer el órdeñ turbado 
por \úé delitos. Esté principio limita el déla exteiri- 
torialidád, y él séflála también el alcance de la jnris- 
diclcioii territorial. Un buque mercante extrangéro, 
sino jgoea dé la misma exterritorialidad de un buque 
de guerra, no se .encuentra, bajo el aspecto de laju- 
risaiécion, en las mismas condiciones que los particu- 
lares, ó que. los buques mercantes nacionales, ¿a 
tripulación de un navio, (dice Heffter § 78 lib. 1^) 
fotm^ una sociedad especial que goza de la protec- 
ción del Estado, á que pertenece, y que continúa 
regida por sus leyes aún durante su periñanencia en 
aguas extrangeras." Mas aun, los hijos de los nació* 
nales nacidos á bordo de un navio son mirados como 
subditos del Estado á <]^ue éste pertenece. Así, aún 
cuando las leyes-de policía y de seguridad obligan en 
todo el territorio, tanto á los nacionales como á los 
extrange^os, las meras faltas de policía, cometidt^ á 
bordo de un buque mercante extranjero, no son jus- 
tificables, sino por las autoridades del país á que el 
buque pertenece, según la opinión del mismo sefíor 
Fiscal, conforme en esto con los principios, los Tra- 
tados, las prácticas y en fin, el berecno Universal. 
Las cuestiones soore enganche de marineros y 
otras idénticas^ no son juzgadas por las autoridades ' 
nacionales. Los desertores de un buque mercante son 
siempre entregados, de modo que la extradición tiene 
en el mar un alcance mucho mayor que en tierra. 
Hé aquí pues, limitado el principio de la jurisdicción 
y reconocido cierto carácter de exterritorialidad á los 
btiques mercantes extrangeros. Efectivamente no se 
puede considerar á un buque mercante, ni á su tri- 
pirlacion, en lo que tiene relación con la policía y la 
seguridad como á las personas aisladas, que viajanó 
permanecen en -páSs extrangei^o, y que, por esta ra^oii^ 
se hallan completamente sometidas alas leyes ir^áláÉ' 
atltóridádefe €él-pa!d' dóridé se' encuéntHrf: Atiiifa[ue 
uú buque' mércítisteíi'opu^é'Bér aálMládo á un bu¿ 
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que de guerra^ annque no expresa el poder del Esta- 
tado á que pertenece, ni es continuación de su terri- 
torio y no goza, por consiguiente, de todos los privi- 
legios de la exterritorialidad, es evidente que encierra 
una reunión de personas, organizada y dSrijida, con- 
forme á las leyes de dicho Estado, que la tripulación 
está enrolada bajo la autoridad y^ vijilancia del país 
á que pertenece el buque, que el jefe de éste se halla 
pÚDÜcamente reconocido y autorizado, como tal é 
investido de cierto poder que se deduce de la natu- 
raleza de las cosas, y que es indispensable para la 
existencia misma del navio, y para que éste pueda 
llenar su fin. Existe, pues, [como dice Ortolan lit929 
cap. 10] una situación intermediaria, que si no es la 
de los buques de guerra, tampoco es la de les simples 
particulares, y que deja su respectiva parte de atri- 
buciones á dos soberanías diferentes: por una parte 
la de las aguas territoriales en que ^e encuentra el 
navio, y por otra, la del Estado á que pertenece. De 
aquí resulta que si los buques mercantes están someti- 
dos á las leyes y á las autoridades locales, es solo en 
parte, según los objetos de que se trata, bajo ciertas 
restricciones esenciales, y con ciertas condiciones se- 
cundarias. Así como no se puede decir que todos los 
hechos que pasen á bordo de .un buque mercante de- 
ben ser tenidos como si se hubiesen realizado en el 
territorio del Estado á que pertenece, así tampoco se 
puede asegurar que todos ellos se hallen sujetos á la 
jurisdicción del país, en cuyas aguas se encuentra 
dicho buque. En resumen, los buques mercantes go- 
zan para ciertos hechos del beneficio de la exterrito- 
riaiidad, y para otros no. Esta distinción no puede 
tener lu^ar, para el caso de que se trata, si no su- 
biendo al origen, y al objeto de la jurisdicción en ma- 
teria penal. Siempre que el orden del país seo turba- 
do, sus autoridades deben restablecerlo: cuando no lo 
sea las autoridades locales, no deben impedir su ju- 
risdicción. 

Estos son los principios generales, cuya aplicación, 
presenta á menudo contradicciones y dificultades. 
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Para evitarlas 6 resolverlas, se dan leyes y se cele- 
bran Tratados, así como sucede con todos los princi- 
pios del Derecho Natural. Esas reglas se van gene- 
ralizando- en el mundo. Francia comenzó á difinirlas 
de un modo preciso en 1806, y no ciertamente bajo 
un poder débil ni incapaz; Basta observar que impe- 
raba entonces Napoleón I, celoso como el que mas de 
la dignidad del gran pueblo ^ue gobernaba, y orga- 
nizador de lamas sabia administración de los tiempos 
modernos. Es muy conocida la resolución del Consejo 
de Estado francés, dictada el 20 de Noviembre de di- 
cho afio, definiendo, de acuerdo con la opinión del 
gran Juez Ministro de Justicia, los límites de la ju- 
risdicción territorial y la de los cónsules de los Esta- 
dos Unidos de América, á propósito de lo acaecido 
en los puertos de Marsella y de Amberes, en los bu- 
ques mercantes "Neveton" y "Sally." Aunque se 
trataba de heridas graves se declaró que la jurisdie- 
cion territorial no estaba expedita, "respecto de los 
delitos cometidos á bordo del buque neutral, por 
hombres de la tripulación neutral, contra hombres 
de la misma tripulación;" se declaró que la jurisdic- 
ción de los Estados Unidos debia ser respetada, pues- 
to que la cuestión era de disciplina inferior de un 
buque, en la que no debia ingerirse la autoridad lo- 
cal, á no ser que se reclamase su intervención, ó que 
se turbase la tranquilidad del puerto. Esta distinción, 
apuntada por el gran Juez, se declaró que era con- 
forme á los usos, y la única regla que debia seguirse 
en la materia. En consecuencia, se acojió la reclama- 
ción de los Estados Unidos y se prohibió á los Tribu- 
nales franceses el conocimiento de los dos asuntos 
pendientes. Esta decisión, lejos de ser aislada ha 
servido de base á la legislación y á la política inter- 
nacional de la Francia. La ordenanza de 29 de Oc- 
tubre de 1833, sobre las funciones de los cónsules, 
en sus relaciones con la marina mercante, dice, en su 
art. 23 tít. 3. ^ , lo sígnente: — "Cuando se hayan co- 
metido á bordo de un buque francés en rada ó en el 
puerto, vias de hecho, delitos 6 crímenes por un 
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hovfihre 4^ la trípuladon, a>ntra otro Ad U vmm%^ 
4¿ otro buque fri^uces, el cóq^uI r^cUpiará oualquie* 
ift tentativa que pueda bacj&rse por la jautorídad lo- 
c^y para conocer de elloe, paívo el caso de que por 
^$OB acontecimientos se haya comprometido la tran- 
quilidad del puerto. Invocará la reciprocidad de los 
principios reconocidos en l^raacia á este respecto por 
el acto de 20 de Nobiembre de 1806 y daró los pasos 
necesarios para obtener que se le remita el reconocí* 
miento del asunto, á fin de que sea ulteriormente 

Í'uzgado conforme á Las leyes francesas." Todos los 
Tratados de Comercio y de Navegación, ó Conven- 
ciones Consulares que la Francia ha celebrado des* 
pues, contienen la misma doctrina. Tales son por 
ejemplo el celebrado con Busia el 16 de Julio de 
1867, la Convención Consular con el Brasil de 6 de 
Marzo de 1861, la Convención Consular con Espafia 
de 7 de Marzo de 1852, las Convenciones Consulares 
con Italia de 1852 y de 1862. Por último el artículo 
34 del Tratado vigente entre el Perú y Francia dice 
lo siguiente: — ''Las autoridades locales conocerán de 
"los desórdenes que ocurran á bordo de un buque 
"francés, surto en un puerto del Perú, 6 á bordo de 
"un buque peruano, surto en un puerto de Francia, 
"si toma par1;e en dichos desórdenes alguna persona 
"del pais, que no pertenezcavá la tripulación ó alguu 
"pasagero de cualquiera otra Kacion, ó si en fin, 
"perturba ó amenazan la tranquilidad del puerto." 
Esta es, pues, la doctrina francesa reconocida y 
aplicada en la- Convención Consular, que existe en- 
tre el Perú é Italia: pero el sefior Fiscal le dá una 
interpretación que á mi juicio no es posible aceptar. 
En su concepto, ncf hablándose de crímenes, sino 
únicamente de la policía-interior de los baques, y de 
las controvercias o diferencias entre oficiales y mari- 
neros, lo demás queda bajo la jurisdicción de la au- 
toridad local. Sin embargo, la resolución del Consejo 
de Estado, y la ordenanza Consular de Francia, ha- 
blan de crimenes. Ademas, lo que dice testualmento 
el artículo 27 de la Convención Perú-Italiana es que: 
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-*^^Las autoridades locales, no podrán intervienir^ á 
^^nenos que oeürran á bordo d«loB mencionados bu^ 
^'qiies, desórdenes qne perturben la tranquilidad 6 el 
'wden público, en tierra 6 en el puerto: interren- 
'^rán también cuando se haya ingerido en aquellas 
'.^disenciones, alguna persona del lugar y qne no per- 
"tenezca á la tripulación." — Están determinados 
pues los casos en que pueden intervenir las autorida- 
des locales. Solo cuando ellos se presenten, puede 
haber intervención; y, par^ que no quede duda algu- 
na, el mencionado artículo iT continúa así: — "En los 
"demás casos, las autoridades territoriales se limita- 
"rán á auxiliar eficazmente á los Agentes Consula- 
"res, si éstos las requieren, para hacer arrestar 6 de- 
"tener en la cárcel, á cualmiíera individuo pertene- 
"ciente ala tripulación." El texto de la Convención 
no puede pues, ser mas terminante, solo que ha adop- 
tado una forma negativa qjue, por su naturaleza, se 
presta á interpretaciones diversas. El espíritu de los 
contratantes y la jurisprudencia internacional, adop- 
tada por ellos y por la Francia, cuyas leyes y trata- 
dos les han servido de base, no pueden estar mas ma- 
nifiestos. La razón filosófica que ha inspirado la es- 
tipulación, está conforme con los principios funda- 
mentales del Derecho Penal, y con la conveniencia 
pública. La justicia penal no existe sino para resta- 
blecer el orden; y como la represión de un delito co- 
metido á bordo de un buque italiano, entre italianos, 
no le puede intervenir al Perú, sino cuando se altere 
la tranquilidad del puerto, ó se interese un derecho 
estrafio, es claro que la estipulación de que se trata, 
comprendida en el sentido que le dá la Legación ita- 
liana, es conforme con la razón y con la justicia. 

El sefíor Fiscal cree, sin embargo, que según la 
jurisdicción francesa, las autoridades locales deben 
conocer, en todo caso, de los crímenes cometidos á 
bordo de buques extrangeros y cita, dfa apoyo de su 
opinión, el caso del buque americano "Tempest" 
juzgado en Francia el 25 de Febrero de 1859: pero 
el acápite citado por el sefíor Fiscal, á propósito del 
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mencionado asunto, no puedo constituir una regla: 
19 por haber sido tomado aisladamente: 2^ porque él 
no importa otra cosa, que uno de los considerandos 
de k resolución, y es preciso aprecirlos todos entre 
sí, y en su relación con la sentencia. La Corte de Ca- 
sación reconoce la doctrina establecida por el Conse- 
jo de Estado en 1806 y, ademas, tiene en cuenta, 
para declarar la competencia de los Tribunales fran- 
ceses, muchas otras consideraciones. Efectivamente, 
en el caso del Tempesta el puerto del Havre, se habia 
conmovido profundamente por el asesinato cometido 
en la persona de O'Brien, y las heridas inferidas á 
Weiss. "La conmoción popular," dice la sentencia: 
"producida por el acontecimiento, fué de tal natura- 
"leza, que la autoridad local, se vi6 en la necesidad 
"de intervenir, con energia y organizar un servicio 
"de policía especial para hacer cesar los diversos in- 
"cidentes á que dio lugar el hecho, sobre todo con 
"motivo del entierro de O'Brien." Mas aún, la sen- 
tencia dice también que, " Jally, acusado del asesinato 
"y segundo de dicho buque, se entregó en manos de 
"la autoridad francesa, para sustraerse á las represa-, 
"lias con que era amenazado, á consecuencia de la 
"excitación que su crimen habia sublevado entre las 
"tripulaciones de los numerosos buques anclados en 
"puerto*" También habla la sentencia, de haberse 
reclamado la intervención de la autoridad local. Hé 
aquí pues, un conjunto de circunstancias que, en el 
caso del Teinpest^ justificaron la intervención de las 
autoridades francesas. Verdad es que en la mencio- 
nada sentencia,. se habla de crímenes cuya reprensión 
interesa á t9da8 las naciones y de jurisdicción sobre 
todas las partes del territorio, pues se agrega. — "Siem- 
"pre que el interés del Estado de que el puerto hace 
"parte se encontrase comprometido ó de que haya 
"peligro parji el buen orden y la dignidad del (ío- 
"biemo." De ftianera que, según lá sentencia, cuando 
el interés del Estado, el orden y la dignidad del Go- 
bierno, no están comprometidos, no deben intervenir 
las autoridades locales. Según esto, para que el caso 
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del Tem^est pudiera comprobar la doctrina del señor 
Fiscal, seria Becesario que en él no se hubiese alte- 
rado la tranquilidad del puerto, ni reclamádose la 
intervención de la autoridad local, fundamentos prin- 
cipales de la sentencia de la Corte de Casación de 
Francia. 

Otro hecho que confirma la doctrina que contiene 
esta oposición es referido por Mr. Helio que, á la 
importancia que le dá su puesto de Vocal de la Corte 
de Casación de Francia, reúne la de una alta ilus- 
tración. 

Hé aquí sus propias palabras: 

"En 1837 el buque Sueco Forsantíining se halla- 
ba en el Loira en la rada de Peimbeeuf; á bordo se 
cometió un crimen de envenenamiento por un hom- 
bre de la tripulación sobre otros de ella misma. Yo 
tenia-entónces el honor de dirijir la administración 
de Justicia en la Corte de Rennesjy teniendo duda 
sobre la competencia, en razón de que el buque era 
mercante, de que estaba anclado en aguas francesas y 
de que nohabia reciprocidad entre Francia y Suecia, 
consulté al gobierno. La respuesta, concertada entre 
el Guarda-Sellos y el Ministro de Negocios extran- 
geros, que lo era entonces el señor conde Mole, fué 
que con venia remitir al acusado á la policía de su 
buque." 

En Eusia se han aplicado á veces los principios 
que expone el señor Fiscal: pero en o,tras ocasiones 
el Imperio Moscovita ha celebrado convenciones en 
sentido contrario. Es cierto que los tribunales britá- 
nicos han aplicado generalnjeiite la doctrina de la 
absoluta jurisdicción territorial. Por regla general la 
Francia y la Gran Bretaña han profesado siempre 
doctrinas contrarias en materia del Derecho maríti- 
mo. Es sabido, adetoas, que este último poder ha 
pretendido ejercer cierta especie de jurisdicción en los 
buques mercantes aun en alta mar y que su severidad 
se ha aplicado generalmente á los buques de los Es- 
tados Unidos, no solo por razones políticas y comer- 
ciales sino también con motivo de la persecución 
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coercida por el gobierno inglés eontra Ift tnrbit de ne- 
gros. Y BÍn embar^, hay nn hecho muy notaUe 
ai^aeoido en territorio británico en el cual no preva- 
leció la doctrina de la absoluta jurisdicción territorial, 
— ^el del bnqne mercante am^cano Oreólo. Zarpó 
este buque de Eichmond en el Estado de Yirg^inia 
para el die Nueva Orleans, llevando ciento veinticinco 
esclavos. En los estrechos entre Florida y las islas de 
Bahama los negros se sublevaron, mataron ásu amo, 
hirieron á varias personas de la tripulación, pusieron 
preso al capitán, se apoderaron del buque y lo lleva- 
ron á Nassau [territorio inglés]. El gobierno arrestó 
á diez y nueve de los esclavos culpaUes y puso á los 
otros en libertad. Las negociaciones que hubo sobre 
él particular no produjeron ningún resultado y el 
asunto fué sometido á una comisión mixta; pero no 
habiendo podido conformarse los comisionados ingle- 
ses y los americanos, eVtercero dirimente decidió al 
fin que se concediese plena indemnización por el valor 
de los esclavos del Creóle. Hé aquí, pues, desconoci- 
do el principio de la absoluta jurisdicción territorial 
sobre loe buques mercantes, porque, aunque el delito 
fué cometido en alta mar. Ja existencia de esclavos, 
que no habria sido tolerada en tierra, se decidió como 
legal y no susceptible de intervención por las autori- 
dades locales. El mismo Wheaton ha modificado la 
opinión que emitió en su Tratado 3^ que copió el se- 
ñor Fiscal. Ocupándose de la cuestión, en la revista 
francesa y extrangera, el ilustre publicista cree que 
el principio formulado por él es susceptible de algu- 
nas excepciones y dicelo siguiente: — "Oreemos queá 
"este respecto la legislación y la presidencia francesas 
"han establecido las verdaderas distinciones que de- 
"ben ser reconocidas por todas las naciones como las 
"mas conformes al pnncipio del" derecho de Gentes 
"Universal." Y no podia ser de otra manera, porque 
esta legislación y esta jurisprudencia son también las 
de los Estados TÍ nidos. Es terminante el art. 8.** de 
la Oon vención Oonsular entre este país y la Francia 
(12 de Agosto de 1863.) "Los Oónsules Generales, 
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^^I^etivos estarán exclusivameiite enoargados delór- 
^^Ben inteiior á bordo de los buques mercantes de^Mi 
^^OAcion 7 jelloB solos oonvenceran de todas las dife- 
Mi^ncias que se susciten en el mar ó en los puertos 
^^entre eLcapitan, los oficiales y los hombres inscritos 
^^0u xol de la tripulación sin exc^pciony Luego se 
dice ^ue particularmente en lo relativo al arreglo á 
salarios: pero no destruye el principio general. Des- 
pués Be estatuye que las autoridades locales deberán 
prestar su ayuda a los cónsules para la prisión de las 

futes de la tripulación y se dice o^e serán detenidos 
puestos en libertad por la simple petición del 
Cónsul. 

Esta es, pues, la Legislación de Francia y de los 
Estados Unidos. La jurisprudencia práctica está de 
acuerdo con ella. En 1856 un cónsul americano pre- 
tendió sustraer á la jurisdicción francesa el conoci- 
miento de un caso que tuvo lugar en un puerto francos, 
pero en que se trataba de personas no inscritas en el 
rol de la tripulación. Sin embargo, el Procurador 
imperial opinó por la declinatoria de jurisdicción: 
pero el Ministro de Belaciones Exteriores de Francia, 
consultado por el Guarda-Sellos, dijo: — "La Oonven- 
"cion de 1853 no ha tenido en mira extender lajuris- 
"diccion consular á los delitos ó á las diferencias en 
"que pudieran hallarse interesadas personas no ins- 
"Critas en el rol de la tripulación." De manera que, 
ajuicio del gobierno francés, si se hubiese tratado 
únicamente de las personas que lo estaban, la juris- 
dicción nacional no se habria encontrado expedita. 
Con motivo de un caso que tuvo lugar en Marsella en 
1856 en el que las autoridades locales fueron á bordo 
del buque americano Atalanta^ donde se habian co- 
metido algunos delitos, extrajeron algunos presos y 
los llevaron á tierra, dijo Mr. Masson Ministro de los 
Estados Unidos en Francia, — "Es el primer demplo 
"de que un buque que lleva la bandera de los Estados 
"Unidos, estando en puerto francés, ó un buque fran- 
"cés en puerto de los Estados Unidos, haya sido, 
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^^despues del Tratado, visitado por los oficiales de 
"policía sin la autoridad del Cónsul." El Fiscal ge- 
neral de la Union opinó como el Ministro. Efectiva- 
mente, en los Estados unidos es doctrina corriente 
que los delitos cometidos á bordo de un buque mer- 
cante extrangero entre gentes de la tripulación, con 
tal de que no se haya turbado la tranquilidad del 
puerto, solo son justiciables por las autoridades del 
país á que pertenece el buque. 

Esta doctrina es, por otro lado, la mas conveniente 
y la de mas fácil ejecución. En virtud de lo expuesto 
tengo el honor de proponer áV. E. 1,^ <jue declare 
que, conforme al art."17 de la Convención vigente 
entre el Perú é Italia, las autoridades locales no son 
competentes para conocer de los delitos que tengan 
•lugar abordo de los buques mercantes italianos entre 
gentes de la tripulación cuando no se haya alterado 
la tranquilidad del puerto; y vice-versa respecto de 
los buques peruanos en aguas italianas: 2.° que el 
mismo principio debe seguirse con los demás buques 
mercantes cxtrangeros, siempre que las naciones á 
pertenecen lo observen con el Perú; y 3.^ q^ue en el 
caso de la barca italiana Emilio Ronda/nim^ tratán- 
dose de hechos ocurridos exclusivamente entre gentes 
de la tripulación y no habiéndose alterado la tranqui- 
lidad del puerto, las autoridades nacionales no son 
oompetentes para conocer de él; y por consiguiente 
que los presos deben ser puestos a disposición del 
Consulado General de S. M. el Key de Italia..— Lima, 
23 de Febrero de 1869. 

Tengo el honor de suscribirme de V. E. muy aten- 
to y muy obediente servidor. — J. A. Babeeneohea. 



Limay Febrero 28 de ia69. 

, Vista la exposición anterior,-^acéptanse sus con- 
;Clu9iones, de conformidad con el voto del Consejo de 
Hinistros, — dense las órdenes necesarias para su cum- 
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Ílimiento. Rejístrese, comuniqúese y publíquesie.-^ 
lúbrica de S. E.— Babeeneghea. 



Lima^ Marzo 2 de 1869. 

Seílor Ministro de Estado en el despacho de Justioía. 
Con motivo de una reclamación del señor Encar- 

fado de Negocios de Italia, ha declarado S, E. el 
^residente, con fecha 28 de Febrero último, que no 
se halla expedita la jurisdicción nacional para cono- 
cer en el enjuiciamiento de los marineros del buque 
italiano Emilio Bondanini que, á consecuencia de 
ún asesinato cometido contra un individuo de la tri- 
pulación de ese buque, en las islas de Chincha en 23 
de Agosto del afío pasado, fueron remitidos por el 
gobernador á disposición del juez de primera instan- 
cia de lea. 

Hecha esta declaración que fija el sentido de la es- 
tipulación respectiva de nuestra convención consular 
con Italia, solo falta realizar la petición hecha por el 
señor Garrou para que los expresados marineros sean 
remitidos al Callao y Be mantengan detenidos allí á 
disposición del Vice-cónsul de Italia, quien cuidará 
de abonar los gastos que se hagan en la conducción 
y detención de los prisioneros. A fin de lograr ese 
objeto, suplico á US. que se sirva librar las órdenes 
necesarias á las autoridades que deben intervenir en 
el cumplimiento de esta disposición. 
Dios guarde á US. 

[Firmado.] — J. A. Barsbneohea. 



Lima^ Marzo 2 de 1869. 

La reclamación que US* H. entabló con motivo de 
los sucesos ocurridos en la barca italiana EymLiq 
Bondanini surta en las aguas de las islas de Chincha 
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hi^fidiOf éHttadiada detetiidamenter por ú &tíbiBtúól 
porqué ella encerrai)a u&a grave cofestiotí de Déi^e^ 
cho Internacional, cuya resolacion debía fijar los 

Sríncipios qne en lo snceBÍToiían de guiar la conducta 
e las autoridades nacionales sobre puntos que se 
S restan aun en el mundo civilizado a apreciaciones 
iversas y contradictorias. 

8. E. el Pre&idente de la Eepública, fiel observador 
da los principios de justicia y de los pactos interna- 
cionales, ha resuelto que debe admitirse como funda- 
da la reclamaeion de US. H. y ha dispuesto en con-^ 
secuencia que los detenidos de la Mndlió JRondanini 
sean conducidos al Oallao y puestos inmediatamente 
á disposipon del Vice-cónsul italiano en ese puerto,* 
como lo ha solicitado US* H. Ha fijado ademas, las 
reglas que deben observarse en casos de idéntica na- 
turaleza, como lo verá US. H. por el documento que 
ten^o el honor de remitirle. 

Aprovecho esta oportunidad para renovar á US. 
H. las seguridades de mi mas aistinguida conside- 
ración. 

[Firmado.] — J. A. JBaiibeneohba. 

SOBorable caballero Hipólito Oonrotí— Encttrgado de Negocios y Cdnsnl General de 
Italia. 



Sepubüca Perucma — Fiscalía de la Corte Sv^ema 
Idma á 15 de Marzo de 1869. 

Señor Ministro de Estado en el despacho de Justicia, 
Culto y Beneficencia. 

S.M. 

Tengo el honor de poner en manos de U. S. la ad- 
junta petición fiscal, para que el Gobierno se digne 
reconsiderar la resolución suprema de 28 de Febrero, 
en que se aceptan las declaraciones presentadas por 
el sefior Ministro de Beladones Exteriores^en el caso 
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déla ^^Bondaiiini" 6 aseeinirto del marínoro Hatea- 
teas. 

Considerando gravemente comprometidas la jnris- 
dioeion nacional y la independencia del poder judi- 
ciisd, espero que U. 8, me permitirá que llame su 
atención á este delicado asunto^ ^ue si en parte cor- 
responde al Ministerio de Eelaciones Exteriores, es 
también inseparable, por su natm*aleza^ del despa- 
cho de U. S. / 

Dios guarde á ü. 8. 

Manuel Tobibio XJbeta. 

Zim(^^ Marzo 19 de 1869. 

Eecibida hoy á las once del dia, pase al sefior Mi- 
nistro de Belaciones Exteriores, por cuyo despacho 
se acordó la suprema resolución de 28 Febrero últi- 
mo, y avísese en contestación 

La-^Rosa. 
Excmo. señor: 

El Fiscal dice: que si es muy honroso defender los 
derechos de soberanía jurisdiccional y territorial de 
la Bepública, á la vez que la independencia del po- 
der judicial garantida por el artículo 43 de la Cons- 
titución; es sobre manera aflictivo desempeñar estos 
deberes reclamando de la suprema resolución que, 
en 28 de Febrero último y de conformidad con la 
extensa y meditada exposición del distinguido señor 
Ministro de Relaciones Exteriores, ha dado V. E. 
en ejercicio del poder permanente, encalcado del 
cumplimiento de las leyes y de la integridad de los 
derechos esenciales del Estado. 

Pensaba el Fiscal que en su dictamen del 22 de 
Enero último, habia manifestado que no era confor- 
me á la Convención Consular de 28 de Octubre de 
1864, ni al Derecho de Gentes^ ni á las leyes patrias 
la reclamación quo dirrjió el K. señor Encargado de 
Italia BolicitandO'—^^que se reconozca al consulado 
^'italiano como la única auto{idad competente para 
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^'juzgar de las transgresiones, de (moílquiera na4m^a' 
^Heza que puedan ocurrir á bordo de los buques ita- 
"llanos." tero se habia equivocado. 

En la suprema resolución de 28 de Febrero, publi- 
cada en El Peruano del 6 del presente Marzo, se ha 
servido V. E. aceptar las tres conclusiones del seflor 
Ministro de Relaciones Exteriores. Según ellas, que- 
da: declarado 

19 Que conforme al artículo 17 de dicha Conven- 
ción consular, las autoridades locales no son compe- 
, tentes para conocer de los delitos que tengan lugar á 
bordo de los buques mercantes italianos, entre gen- 
tes de la tripulación, cuando no se haya alterado la 
tranquilidad <del puerto: 

29 Que el mismo principio se seguirá con los de- 
más buques mercantes extrangeros, siempre que las 
naciones á que pertenezcan lo observen con el Perú, 

y 

39 [En ejecución de la declaración 1^] Que las 
autoridades nacionales no. son competentes para co- 
nocer del juicio criminal que está sustanciándose, 
por el homicidio calificado que se perpetró con cinco 

Sufíaladas por la espalda, en la persona de Pedro 
[atcarens, marinero de la barca "Emilio Rondani- 
ni," el 23 de Agosto de 1868, cuando se hallaba an- 
clada en las aguas peruanas de las Islas de Chincha; 
y que por consiguiente los presos deben ser puestos 
a disposición del consulado general de S. M. el rey 
de Italia. 

Sin embargo, el Fiscal abriga todavía la esperanza 
de que V. E. se dignará reconsiderar esta resolución 
por tratarse de asuntos de gravísima importancia 
nacional, y no ser desatendibles las razones que se 
aniplian en esta solicitud. 

El Fiscal no ha pedido ni pide la interpretación 
del citado artículo 17; al contrario, ha pedido y pide 
se guarde su texto literal. 

Los principios de la jurisdicción peruana en toda 
la extencion del territorio del Estado y sobre cuan- 
tos individuos naturales 6 extrangeros, vecinos ó 
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transeúntes, cometan crímenes en él, son y no pue- 
den dejar de ser principios universales de todas las 
naciones civilizadas. Tan constituyentes de la sobe- 
ranía nacional son estos principios, que M. Foelix, 
en su "Tratado del conflicto dé las leyco de diferen- 
tes naciones, en materia de derecho privado," núme- 
ro 537, dice: ^'El poder soberano del Estado tiene 
"necesariameute el derecho de repriraii la violación 
"de sus leyes, so pena de deja/r de ser soberano: no 
"hay para que distinguir si el criminal 6 la víctima 
"sean siibditos del mismo Estado, ó extrangeros que 
"pasan; la violación de la ley local existe." 

Al sentenciarse el caso de un buque norte-ameri- 
cano apresado, confiscado y convertido en buque de 
guerra de San Sebastian de Espalla; decía, pronun- 
ciando sus conclusiones el Presidente de la Corte 
Suprema de los Estados Unidos, Marchall: "que la 
"jurisdicción de los tribunales de justicia era una 
"rama de las que posei^. la nación como poder sobe- 
"rano é independiente" — "Esta jurisdicción no pue- 
"de ser limitada sino por el consentimiento de la na- 
"cion misma." 

La igualdad perfecta de las naciones, su indepen- 
dencia absoluta como soberanas, y el común interés 
que las empeña en relaciones y buenos oficios mutuo», 
todo esto, dice Wheaton entre muchos publicistas 
respetables, "es lo que ha dado lugar á casos excep- 
"cionales en que se supone que eL soberano territo- 
"riál renuncia á una porción de su jurisdicción ex- 
"clusiva. 

Así se vé claramente que, tanto la jurisdicción del 
cónsul sobre violaciones en el territorio extranjero 
en que reside, como la ficción de la e^UrritoTiaUdad 
en todos los casos admitidos, no son pri/ncipios^ sino 
meras y limitadas excepciones de los principios fun- 
damentales y preexistentes de soberanía jurisdiccio- 
nal y territorial. 

Cuando tales excepciones constan de un pacto ín- 
ta'nacional, no se puede sin renunciar una porción 
de esta soberanía, reconocer como un derecho á otro 
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Estado, mas de lo que expresamente se le ha conce- 
dido en el pacto. Todo lo que en este no aparezca, 
pertenece, porque le ha quedado como propio, á la 
soberanía del territoíio. 

En la convención Perú-Italiana no se encuentra 
concedido á los Cónsules de Italia, ni tampoco re- 
nunciada por el Perú, la jurisdicción nacional para 
que conozcan de los delitos y crímenes que se come- 
tan á bordo de los buques mercantes, anclados en las 
aguas pertenecientes al territorio de la República. — 
Luego no se debe reconocer en el Consulado "la fa- 
"cultad de administrar justicia en materia criminal 
"que, por leyes expresas, corresponde escluswamen' 
"^ á los juzgados y tribunales de la República." 

Por no haberse copiado de la exposición del señor 
Ministro de Relaciones Exteriores la parte que del 
artículo 17 de la Convención Perú- Italiana, expresa 
cuales son las facultades acordadas á los Cónsules, 
será permitido al Fiscal transcribir lo que se refiere 
á estos, así como también á las autoridades locales 
cuyas atribuciones permanentes no se restrinjen sino 
con relación á las atribuciones concedidas á los pri- 
meros. 

"Los Cónsules generales, [dice el artículo 17] — 
"Cónsules, vicecónsules y delegados ó agentes con- 
"salar^, conocerán esclusivamente del orden ópo- 
*^Ucía interior de los buques mercantes de sus res- 
f^pectivaB naciones, y resolverán las contrc^versias ó 
"difereneias existentes, entre los capitanes, oficiales 
"y marineros, especialmente cuando se refieren á sos 
"contratos." 

^^Lae autoridades locales no podrán intervenir, á 
^ménosque ocurran á bordo de los mencionados bu- 
sques, desórdenes que perturben la tranquilidad ó el 
*|púb!ioo ©n tierra 6 en el puerto: intervendrán tam- 
bién cuando se h^ya ingerido en aquellas disencio- 
^'nes al^na i>er8ona del lugar, ó que no perten^zqa 
*%latnpnJttcion." 

^^£n log demás casos, las autoridades tqrritpri^leci 
^'flelimitaiio ¿ auxiliar e&^^mmte á lo3 Ag^nte^ 
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^^OonBulareB, 8i estos la requieren para hacer arrestar 
^'ó detener en la cárcel á cualquier individuo perte- 
^'neciénte á la tripulación. 

Puede el Consulado, se^un este artículo, conocer 
del orden interior ó policiia interior de los buques 
mercantes: puede resolver controversias 6 diferen- 
cias entre las gentes de la tripulación, especialmente 
sobre sus contratos y salarios; pero no puede, porque 
no se le ha concedido, conocer de delitos y crímenes 
como el de asesinatos por la espalda con cinco puña- 
ladas. 

Si las autoridades locales no deben intervenir, es 
y se entiende claramente en aquellos casos adjudica- 
aos en la cláusula anterior á la autoridad consular. 

Posible seria tal vez alucinarse de pronto leyendo 
aisladamente, como si fuesen únicas, las dos últimas 
cláusulas restrictivas de la autoridad local: porque 
su forma negativa, si no hubiese mas que esas cláu- 
sulas, podría quizá dar motivo á presumir que signi- 
ficaban una prohibición absoluta. Por esto ha sido 
necesario copiar también la cláusula anterior en que, 
designadas expresamente las facultades consulares, 
se advierte que, en solo garantía de esas facultades y 
para que no sean perturbadas, se ha restringido, en 
cuanto se refiera á ellas, la potestad local. 

Ademas, entre el matador y la víctima que muere, 
no queda posible ninguna controversia ni aiferencia: 
jcómo se explicaría entonces la facultad consular de 
resolver diferencias y cqntroversias entre el capitán, 
los oficiales y marineros^ 

Las palabras: orden ópolioía interior del htqvs; 
y las otras, especialmenie de contratos y salariosy re- 
vela que las facultades concedidas se limitan á Lo 
eeonómioo, administrativo, correccioinal y dviL 

En la duda, sí la hubiese, seríf^ foisoso estar por 
el prificipio de soberanía jurisdiccional que es propio 
y pemnanesíte, y bo por la «Kcepeion qu» solo ak¿n- 
2a á lo que ooóste lifibeeae ooncedida jde aquiella so- 
Ixarania. 

Paca .^ufi aea mas palpable iqiie ap se ha oonoddjdo 
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al consulado la facultad de conocer en los ca809 d^ 
aB€BÍDato8, véase la ordenanza consular de la Ee-- 
pública de 14 de Diciembre de 1863, firmada siete 
meses después de celebrarse la Convención consular, 
y diez meses antes de su ratificación. 

Por el artículo 54; los cónsulesiintervienen y arre- 
glan, del mejor modo posible, las diferencias entre los 
individuos de la tripulación de los buques mercantes: 
por el S5 reprimen las faltas de policía interÍ0r^ que 
se cometieron á bordo de dichos buques; pero si su 
autoridad no bastase y las faltas amenazasen la segu* 
ridad del buque 6 la vida de vndividuos de la tri- 
pulación, solicitara el auxilio de las autoridades lo- 
cales á quienes corresponde desde entonces el castigo 
de los ofensores. 

lío admite, pues, el Perú para sus cónsules otra 
jurisdicción, que para diferencias civiles, y para penas 
correccionales por faltas de policía interior. Mas, 
desde que la vida está amenazada, y con mayor ra- 
zón cuando se ha consumado un' asesinato con cinco 
Sufíaladas por la espalda, en cuyo caso tras la pérdi- 
a de la vida.de la víctima, hay otra vida amenazada 
por la terrible pena que^ fulmina el inc. 29 ant. 232 
del Código Penal; ya entonces no basta la jurisdicción 
sobre faltas, porque los crímenes Requieren otra clase 
de autoridad, y esa autoridad es la del lugar donde 
se comete el crimen, ¿Seria dable dudar que el Perú, 
que no quiere para sus cónsules jurisdicción penal eii 
los crímenes, haya podido tener intención de conce- 
derla tácitamente á los cónsules extrangeros, sin 
guardar siquiera las reglas de reciprocidad? El Perú 
que acata la soberanía agen a, ¿habrá descuidado la 
propia hasta el abandono? 

Hny mas: la Kepública está en posesión del dere- 
cho de soberanía jurisdiccional y territorial, en los 
casos de crímenes cometidos á bordo de los buques 
extrageros mercantes, anclados en aguas peruanas. 
¿Cómo puede privársele de esta posesión, ni resolver- 
se gubernativamente contra la soberanía nacional, 
aun suponiendo que hubiese dudas ó necesidad de 
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interpretación, si no se ha dado ninguna ley, ni di- 
rectamente, ni celebrando con la aprobación consti- 
tucional del Congreso (art. 59 inc. 16), nna Oonven- 
cion explicatoria; asi como se hizo en 4 de Julio de 
1867, después de oir á este ministerio, para aclarar 
la inteligencia del art. 12 del tratado con Estados 
Unidos, relativo alas mercaderías que podian desem- 
barcar y vender los baques balleneros? 

Por tener con el imperio francés, tanto el Perú 
como la Italia, una estipulación casi idéntica á la del 
art. 17 de la Convención Perú-Italiana, ha sido con- 
veniente examinar la cLoctrina francesa desde el voto 
que dio el Consejo de Estado en 20 de Noviembre de 
1806, á fin de conocer con mas claridad: 1^ si están 
inclnidos los delitos y los crímenes^ eü la clausula 
desórdenes que ocwrran á hordo^ entre la^ gentes de 
la misma tripulación del buque mercante, cuyo co- 
nocimiento es de la jurisdicción consular; y 2^ cuales 
sean los desórdenes que perturben la tranquilidad ó 
el orden jfmblico en tierra ó en el puerto^ pues en- 
tonces deben intervenir las autoridades locales. 

El fiscal, ha sostenido y sostiene: 

19 Que no siendo sinónimos los desórdenes ó los 
úrimenes^ no debe ni puede interpretarse crímenes 
donde dice desórdenes^ los cuales se refieren á la dis- 
ciplina interior del bnque: 

2.° Que los crímenes perturban esencialmente el 
orden público del puerto; y corresponde su conoci-, 
miento á la autoridad local, aun cuando se hubiesen 
cometido á bordo del buque mercante solo por su 
tripulación, según lo declaró en 25 de Febrero de 
1859 la Corte Suprema del mismo imperio francés, 
que es el órgano mas autorizado desu'jurisprndencia: 

39 Que también así lo han entendido y practicado, 
entre otras potencias, los Estados Unidos, la Ingla- 
terra y la Éusia que desconocen jurisdicción penal 
en los cónsules; y 

49 Que, como decia Wheaton, refiriéndose á una 
decisión de la Corte Suprema federal, peligraría el 
buen orden de la sociedad y la dignidad del gobier- 
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no, 8in ventaJA para los intereses del soberano extrañ* 
gero, en el caso de que se adoptase por regla que loB 
baqnes mercantes quedaban sustraídos de la jnris- 
dicdou del país en cüvas aguas estaban. 

De la exposición del señor Ministro de Belaciones 
Exteriores, resulta: 

!.• Que los ürvnfheinM están inclusos en los desórde- 
nes^ supuesto que fueron casos de delitos, en los que 
emitió su parecer el Oensejo de Estado en 1806; eran 
delito y crímenes, de los que se mandaba conocer á 
los cónsules por la ordenanza de 29 de Octubre de 
1833, y fué de envenenamiento el casó del buque 
sueco "Forsattniüg", en que inhibió el magistrado 
teirritorial M. Helio en 1887 después de haber con- 
sultado al gobierno francés. 

29 Queriendo el objeto de la justicia penal resta- 
blecer el orden, el cual no-se perturba en el puerto 
sino ,á bordo con los delitos cometidos en el interior 
del buque, no puede interesar al Pera la jurisdicción 
disputada, sino al Estado del Cónsul, cuyas funciones 
no debe impedir la autoridad local mientras no sea 
^sitiyekmQnte.periurbado el arden del país ^ y que no 
es tampoco aplicable el caso del buque "Tempest" 
resuelto por la Corte do Casación de Francia; jorque 
el acápite citado por el Fiscal se ha tomado aislada- 
mente; porque ese acápite es apenas un considerando^ 
entre otros cuyo conjuntóos menester apreciar; por- 
que los principales fundamentos de esa sentencia son 
la grave alteración de la tranquilidad en el puerto y 
la intervención pedida á las autoridades locales; por- 
que si es verdad que esa sentencia habla de crímenes, 
y de jurisdicción %í^re todas las partes dd territorio. 
allí se agrega la frase — ^'Siempre que el interés deí 
Estado de que el puerto hace parte, se encuentre 
eompK)metido, ó de que haya peligro para el bueti 
orden y dignidad del ffobierno"; por manera que, la 
Corte ae Casación y el Consejo de Estado están de 
acuerdo en que si faltan en el crimen, como han fal- 
tado en el caso de la Rondcmini^ las circunstancias 
de perturbación del órdeü en el puerto, y la petición 
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de anxilio á la añtorMad local, esta no debe interve- 
nir, líi el Fiscal t)nede comprobar bu doctrina con la 
' sentencia de la Corte de Casación. 

3.** Qne todos los tratados y convenciones de 
Francia y los casos ocnrridos qne cita, prueban y 
contienen la jurisdicción consular: que Kusia ha sido 
Variable, pero que también ha celebrado convencío- 
nes en sentido contrario: que Inglaterra ha sido an- 
tagonista, y ha tenido otios intereses; sin embargo de 
lo cual en el caso del CreoUe no prevaleció la doctri- 
na de la jurisdicción territorial: que es terminante 
el art. 8.9 de la Convención entre Francia y los Esta- 
dos Unidos, confirmado con los dos casos que se re- 
fieren; y que allí, en los Estados Unidos, es también, 
como en Francia, doctrina corriente que los delitos 
cometidos á bordo de un buque mercante extrangero, 
entre gentes déla tripulación, no son justiciables por 
las autoridades locales sino cuando se baya turbado la 
tranquilidad del puerto; y 

4 9 Que los buques mercantes extranjeros, si no 
gozan de todos los privilegios de la exterritorialidad^ 
su situación es intermediaria, como dice Ortolan: 
que si están sometidos á las leyes y á las autoridades 
del puerto, es solo en parte, según los objetos, bajo 
de restricciones esenciales y con ciertas condiciones; 
y que no es atendible la opinión de Wheaton citada 
por el Fiscal ,.porque jaquel ilustre publicista la mo- 
dificó posteriormente, en la Revista francesa y ex- 
trañara. 

Solo una cosa falta en la esmerada exposición del 
eefior Ministro de Relaciones Exteriores: no ee dice 
que exista tratado alguno entre las potendas civili- 
zadas, en qne se hubiese estipulado precisamente que 
los cónsules tendrían jurisdicción penal, ó que las 
autoridades territoriales no ejercerian su jurísdiceion 
nacional en los casos de crímenes cometidos á bordo 
de los buques mercantes extrangeros. Pero no se ci* 
taron porque no los hay, sino para los Estados ber» 
beriscos ú otros semejantes. 

Sobre argumentos é inducciones, cualquiera que 
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sea su mérito, no se pnedQ establecer la trasmisión 
de una parte de la jurisdicción nacional á los cónsu- 
les extrañare ros. Las convenciones consulares tienen 
por objeto, determinar con claridad j precisión las 
facultades que los cónsules pueden ejercer. — El art. 
24 del último tratado entre el Perú y Oerdefía, decia: 
— "Las altas partes contratantes convienen en esti- 
"pular, tan pronto como les convenga, una convención 
^^consular, en la cual se decla/ren especialmente las 
^^facultades é inmunidades de los cónsules .... de 
"cada una de dichas partes contratantes en el terri- 
*'torio de la otra." Celebrada esa Convención, en 
euyo art. 17 se concede á los cónsules la facultad de 
conocer de los desórdcTies que ocu/rran en el interior 
del buque, no hay razón alguna que permita atri- 
buirles la facultad de conocer de los crímenes que Se 
cometan. 

Del derecho francés no se deduce ni aun la inter- 
pretación que se emplea para hacerlos sinónimos. El 
art. l.<* del Código Penal del imperio, distingue y 
clasifica los crímenes^ los delitos y las contra/vencio- 
nes. La infracción que las leyes castigan con pena 
aflictiva ó infamante es un crí^nen: la infracción que 
castigan con penas correccionales, es un delito\ y la 
infracción que castigan con penas de policía es una 
cont/ra/oenoion. El parecer del Consejo de Estado del 
afío de 1806 no habló de crímenes: solo se refirió á 
los delitos en uno de sus considerandos; y no á toda 
clase de delitos, sino á aquellos que puedan caber en 
la disciplina interior de un buque. Es además nota- 
ble, y concluyenJ;e, que no haya llegado á introdu- 
cirse en ninguna convención posterior á esa fecha ni 
aun los delitos que el Consejo de Estado consideró 
comprensibles en la jurisdicción consular. 

Aunque en el art. 22 de la ordenanza de 1833 se 
mandaba á los cónsules franceses que, eu los casos de 
delitos y crímenes, reclamasen contra toda interven- 
ción de la autoridad local: era previniéndoles en el 
mismo art. que invocasen ]a Tec%procidad* Sin está, 
y tto habiéndose celebrado tratados que autorizan esa 
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jurisdicción penal, ha quedado el art. 22 deesa orde- 
nanza reducido á una tentativa oficial para adquirir 
lo que no se ha conseguido. * 

rero bg ha olvido decir que en esa misma orde- 
nanza está el artículo 19 que, expresando su verda- 
dero carácter, manifiesta que si se hizo diligencia en 
busca de mayores facultades para los cónsules, fué 
respetando entre tanto como se respeta hasta ahora, 
la autoridad local, y sujetándose los cónsules á lo 
que con ella estuviese pactado ó en uso. En este ar- 
ticulo se manda: que los cónsules ejerzan la policía 
sobre los buques mercantes de Fíancia, en todos los 
puertos de su distrito consular: en todo lo quepueda 
condla/pse con los derechos de la autoridad local, y 
dirijióndose según los Tratados, Oonvenciones y usos 
ó el principio de reciprocidad. El Fiscal no pide mas 
para el Perú. 

El estado de la jurisdicción de los cónsules france- 
ses, en materia criminal, no ha mejorado después: al 
contrario, según dice Mr. Dalloz en su repertorio: 
"Derogados absolutamente por la ley de 28 de Ma- 
"yo de 1836 los artículos del antiguo edicto de 1778 
"que arreglaban la instrucción y el juicio en los 

"asuntos criminales se concluye: que para todos 

"los consulados que no sean los de la costas de Le- 
^^vante y Berheria, no hay ya reglamento de compe- 
"tencia y de jurisdicción en materia criminal; y que 
^^lo8 cónsules deben limitarse á lasfuneumes de poli- 
^^cía, y conformarse pa/ra las represiones á los usos 
"y tratados que existan.V 

Así como Francia daba sus ordenanzas consulares 
en 1833, reconociendo v sosteniendo los principios 
universales en el artículo 17, y proyectando aunque 
en vano ensanchar la autoridad de sus consulesa tí- 
tulo de reciprocidad, en el artículo 22; así también 
daban las suyas los Estados Unidos ne América, In- 
glaterra, Dinamarca y mas detenidamente el Brasil, 
en cuyo reglamento de 1888, artículo 41, se explica 
como deben los cónsules, al arribo de los buques 
mercantes, remitir á disposición de los tribunales de 
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eu soberano, los cnlpables de evUevacmiy de h&fmói- 
dioj de aaesmoM j de otros crtmeiies «emejantes, 
cometidos en alta mar durante la navegación por 
algnn marinero ú otro individuo pasajero; j se pro- 
fiiffne de esta manera: ^'Mas en el caso de qne estos 
^adüos se hayan cometido á bordo de los buques, 
^^ después de su entrada en vm, puerto endi/ranjero^ loS 
^^cónsules no se mezóla/rán de ningún modo^ ddando 
"á las partes que ocurran ante los trümnmes del , 
^^pais. 

Verdad es que hay un hecho contrario á estos 
principios: el magistrado francés M. Helio se abstu- 
vo, en» 1887, de conocer de un envenenamiento co- 
metido á bordo del buque Sueco ^^Forsattning" en la 
rada de Paimbceuf, y se abstuvo, porque consultó á 
•u gobierno, siendo Ministro de Negocios Extrange- 
ros el conde MoUé, y éste le contestó qus convenia 
remitir al reo á la policía de un buque. Mas este he- 
cho, que no se fundó en el reconocimiento dé otra 
jurisdicción, ni en razón alguna de derecho, sino en 
que convenia\ que no provino de una resolución ge- 
neral, ni de una sentencia en que se hubiese aplica- 
do la ley 6 guardado la costumbre; este hecho prue- 
ba, en sí mismo, que el principio de jurisdicción ter- 
ritorial quedó inqplume: que se dejó de usar una fa- 
cultad, porque así convenía por causas que no no& 
importa averiguar; pero que no se abdicóla jurisdic- 
ción nacional. 

Kingun antecedente hay en la jurisprudencia fran- 
cesa que permita á los cónsules, ni impida á los jue- 
ces t^ritoriales, conocer de los crímenes cometidos á 
bordo de los buques mercantes extranjeros. Cuales»- 
qoiera que hayan sido las tendencias gubernativas 
para ensanchar la autoridad ' consular, preciso es re- 
conocer leal é injenuamente que las miras del Oonse- 
lo de Estado de 1806 se encerraron en los limites de 
a convenienoi a común y de las neeesidades de la 
navegación. Aunque habló de delitos, nunca de 
erifnenes^ solo quiso y dijo que se comprendiesen los 
delitos referentes á la düeipUna mtertor del boque. 
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Las orden^nsafi iraneesfl», tanto oomo las generales 
de marina del Perú, y de todas las potencias mariti- 
~ más, todas enumeran, distinguen y clasifican los ac- 
tos de Itk policía interior de los bnqnes; y allí nada 
se encuentra qneno sea económico, administrativo y 
correccional, xf o hav crifnénesy hay si desórdenes de 
diferentes clases, y de mas ó menos gravedad, pero 
todos ellos son relativos á la disciplina y á la aami- 
nisúraoion. Para é&tos, en cnya represión inmediata 
se interesa el orden del bnqtie, la seguridad del via- 
je y la conservación de todos los valores qné repre- 
senta, debe en efecto, ser mantenida y protejida la 
antoridad consnlar. Para los crímenesy jamás, sin 
mengua de la soberanía nacional y decadencia de la 
misma marina extranjera. 

En un decreto de 24 de Marzo de 1852, desde él 
artículo 60 al 25, se ha hecho en Francia la nomen* 
datura de los dditos especiales de la marina mercan- 
te: ninguno es cri/me^rves^ son delitos^ sujetos apenas 
correccionales. Respecto de ellos decia el consejero 
Fouchér en su exposición de 25 de Febrero de 1859, 
defendiendouante la Oorte de Casación la jurisdicción 
consular: ^4a nomenclatura de estos dchtos especiá- 
bales, puede servir de gaia para determinar cuales son 
"los actos que se refieren á la disciplina y á la ad- 
^^ministracion del buque^" en los cuáles, no en los 
orímenesy puede el cónsul ejercer su autoridad cuan- 
do no se haya comprometido el orden ó la tranquila 
dad del puerto. {Sobre qué fundamento, pues, de la 
jurisdicción franceea, ya que no en la Convención 
consular, podrá apoyarse la idea de considerar pro* 
pió del Consulado y ajeno del Juez del pais, el cono- 
cimiento del asesinato en un preso, á puñaladas por 
la espalda? 

Tratándose de crímenes^ y especialmente de un 
asesinato "que si es un inmenso mal moral, es mate- 
rial á la par, y para el que como en ninguno, está pa- 
Íente la ie^lmidad de la fuerza social como protec- 
ora de la igualdad de derecho entre hombre y hom- 
bre y protectora del orden político en que se mueve 



Digiti 



zedby Google 



— 44 — 

la humanidad," nn asesinato en el hombre que, poco 
antes, nada fugitivo en nnestras agaas & vista de na- 
cionales y extranjeros, qne allí es aprehendido por 
la fuerza privada y llevado á bordo para ser muerto 
á palos y puñaladas por la espalda, después que se 
ostentaba el vigor de la disciplina del buque con la 
omnipotente voluntad del capitán, cuya expresión 
esperaban temblando unos pocos, y gozosos de ven- 
ganza los otros; un asesinato, maninesto con el ca- 
dáver ensangrentado que la autoridad local recojo, 
lleva y entierra delante de una población espantada 
del crimen y de la insolen tQ^ audacia con que se que- 
brantan solemnemente las leyes del pais, protectoras 
de la vida humana, y bajo cuya protección se hallan 
los naturales y han venido expresamente garantidos 
los estrafios; .... difícil es concebir qne se cuestione 
si el crimen será por su propia naturaleza capaz de 
perturbar el orden ó la tranquilidad del puerto, ó en 
otros términos — si estará cogiprometido algun_ínte- 
rés del Estado. 

Si la perturbación del orden, para que el crimen 
fuera justificable por la autoridad local, consistiese 
esclusivamente en la materia é irregular agitación 
de las gentQ3 de un lugar, crímenes serían los tem- 
' blores, y garantía del criminal la clandestinidad de 
un asesinato, ó el silencio con qne sé ejecutase en al- 
gún lugar- verdadero 6 falsamente privilegiado. ¡Qué 
mal obró Napoleón I cuando al embajador turco que 
qneria hacer extran^ular en su palacio á uno de sus 
nacionales, mandó decirle que lo ha/ria personalmen- 
te responsable de este acto odioso! Bolgon glosando 
el articulo 7 del código francées de instrucción cri- 
minal, que permite el enjuiciamiento del francés 
culpable de un crvmen cometido en pais extranjero 
contra otro francés, si vuelve al imperio sm Jiaber 
sido juzgado en él luga/r donde delinquió, dice: "El 
"orden público no ha sido herido en Francia, porque 
^'el crimen, aun que contra un francés, se ejecutó en 
"pais extranjero; es el orden establecido en ese pail 
^^el que ha sido turbado. . . . Allí ha podido ser caa- 
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"tigado el francés culpable; porque todo individua 
"que entra en pais extrangero se somete á las leyes 
"concernientes al orden y á la seguridad del pais, de 
"la misma manera ^ue en un extranjero se somete á 
"las leyes de Francia. Pero, si la negligencia de los 
"magistrados del p^is, donde el crimen se cometió, 
"ha dejado al criminal impune, la sociedad francesa 
"debe acojer la querella que rompa el silencio." 

Nadie duda del derecho de castigar á todo extran- 
jero que, cometiendo algún crimen en el pais donde 
se halla, ha violado las* leyes que él tenia deber de 
respetar. [Martens Derecho de Gentes moderno §. 
100]. Exponiendo ante la Corte de Casación el citado 
consejero M. Foucher, cuales son los casos ea que es- 
tá espedita la jurisdicción territorial contra los indi- 
viduos de la tripulación de un buque mercante, dice 
que uno es, cuando "se trata cte crímenes de derecho 
^'cofjiun cuya gravedad no permite á ninguna, nación 
"dejar impunes sin comprometer sus derechos de so- 
^^heranía jurisdiccionaí y territorial/ porque estos 
^^crvnienes constituyen^ por si mismos^ ta violación 
^^m^s manifiesta como la mas flagrante de las leyes 
"que cada nación está encargada de hacer respetar 
"en todas las partes de su territorio." Tan exacta es 
esta verdad, que la Corte de Casación la reprodujo 
literalmente por uno de los considerandos en su sen- 
tencia de 25 de Febrero de 1859, al resolver el caso 
del buque Tempest, 

El mérito sobresaliente de esta sentencia suprema, 
la primera después del parecer del consejo de Estado 
dé 1806, es haber sido aestinada, ñor la expresa soli- 
citud del consejero expositor y del procurador gene- 
ral del imperio, á fijar clara y exactamente el prin- 
cipio de jurisdicción territorial; libre de los embara- 
zos que cansaban las diversas circunstancias particu- 
lares, manantial de disputas desde que el consejo de 
Estado hizo las distinciones de 1806. De modo que, 
ahora, á los objetos que en menoscabo de la jurisdic- 
ción peruanat» deducen de la diversidad de circuns- 
tancias, el Fiscal responde con las palabras previso- 
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ra8 del procurador general M. Dapin. £ste ilustre 
magÍBtrado divisó por su antigua experencia, qae 
alguna vez con argumentos relativos á las circuns- 
tancias del hecho, quería oscurecerse el soberano 
Srincipio de la jurisdicción territorial; y por eso, 
espues de sus conclusiones agregó: "El procurador 
"general piensa que la Corte, para motivar su deci- 
"sion, se fundará en las circunstancias de este hecho; 
"mas también advierte que la Corteña querrá hacer 
"dé estas cirowistanoias particulares una condición 
^^cUmasiado absoluta^ á fin 'de no comprometer el 
^^principio de la jurisdicción territorial que^ en 
^^otras circunstancias imprevistas^ será necesario 
^^aplicar.^^ 

Con efecto, se dice hoy: que en el caso actual de 
la "Ilondanini,"*no concurren las circunstancias de 
gran conmoción en e4 puerto y de invocación á la 
autoridad local, que concurrieron en el caso del Tem- 
pest: y que, siendo fundamentales de la sentencia de 
la Corte de Oasacion aquellas circunstancias decisi- 
vas déla jurisdicción territorial de Francia, no podia 
esta sentencia servir de apoyo á la jurisdicción terri- 
torial del Perú. — Ya se sabe que, deliberadamente, 
no se quiso hacer depender de esas particulares cir- 
cunstancias el principio de jurisdicción territorial: 
véase como se realizó esa independencia. 

£1 consejo de Estado del afio 1806 después de es- 
tablecer el principio de la jurisdicción territorial so- 
bre los buques mercantes, de la cual no podían sus- 
traerse en todo le qtte tocase á los intereses de Esta- 
do; puso por excepción que, cuando los delitos fue- 
sen cometidos entre personas de la misma tripula- 
ción, entonces conocería la autoridad consular, siem- 
pre que [y estas eran otras excepciones de la excep- 
eion] no 90 hubiese pedido socorro á la autoridad 
local, ó que no se hubiese ^comprometido la tranqui- 
lidad del puwto. 

£1 motivo de la exaepeio& en favor de los cónsn- 
lis, era: qae miéotras no oonrriesen las ^tras GÍrcaiia- 
tancias exoepcionalda, &y(»rablesá la.aatocidad local» 
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el hecho debiasei'consideAdo como que correspon- 
día Bolamente á la diacijfUina interior del huque. 
Cuando sobrevenía alguna de esas circunstancias, 
se reintegraba la jurisdicción territorial. Mas como 
de estas dos circunstancias^ la una — intervención 
auxiliar de la autoridad local— era material y de- 
terminada, sin que pudiese dudarse si llegaba ó no 
á acontecer; fuedaba la otra, dando origen á di- 
versas cuestiones, por ser compleja, genérica, é in- 
determinada. 

De muchas maneras podían, pues, [las violaciones 
de la ley á bordo de un buque, comprometer la tran- 
quilidad del puerto 6 los intereses del Estado. jQué 
regla se debía seguir para conocerlas en todos los 
casos dudosos? 

Con este propósito el consejero Mr. Foucher ex- 
puso que esta cuestión, examinada por publicistas y 
jurisconsultos, y presentada muchas veces ante los 
Tribunales, era WjpHmera vez que venia á la Corte 
de Casación, y elía iba á determinar toda la exten- 
sión que encerraba él parecer del Consejo de Estado 
de 1806. 

Entre el consejero Mr. Foucher y el procurador 
general M, Dupin recordaron \o^ ¡prinoi^ioa de sobe- 
ranía iurisdiccíonal y territorial: las reglas y límites 
de la exterritorialidad como excepciones de aquellos 
principios: la naturaleza de los buques mercantes: los 
- principios de la jurisdicción nacional en cuanto á los 
crímenes: el mantenimiento de estos principios en los 
Estados Unidos^ en Inglaterra y en Rusia; y des- 

{)ues de todo esto, que es general é independiente de 
d^ peculiares circunstancias del caso del Tempest 
que examinaron á parte, concluyeron por decir, que 
no había nulidad y que la jurisdicción territorial era 
la comnetente. 

La Uorte de/Jasacíon precisando mas la fórmala 
e^u^d|tda por el consegi^o M. Foucher, acerca del 
pTrnaipio ahscimto de juriediociím territorial en loe 
crimines de á bordo, consignó en el considerando 3.^ 
el siguiente principio genjoral: '^que los buques mer- 
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• 

^^eantes gue entran en un puerto eitrangero^ no |^o- 
"drian sm, peligro del huen orden y d%gnidad del 
^^Oohiemo del Estado de que el puerto hace parte, 
"sustraerse de la jurisdicción territorial, todas las 
"veces que el interés del dicho Estado se halle com- 
"prometido;" y dedicó el considerando 4? á declarar, 
según los principios, y en cumplimiento del 39 ante- 
rior, que los crímenes comprometían d interés del 
Estado, Kesolvió pues la cuestión de principios sobre 
jurisdicción territorial con relación a los crímenes. 
"El Estado dijo, está interesado en la represión de 
"los crímenes y delitos que se cometen en los puertos 
"de su territorio, á bordo de los buques mercantes 
"extrangeros, aunque no intervengan otros indivi- 
"duos' que los de la tripulación: ya sea que el hecho 
"pueda por su naturaleza comprometer la tranquili- 
"dad del puerto ó sea cuando el hecho constituya un 
^^crimen de derecho común, cuya gravedad no per- 
"mite á ninguna Nación dejar impune, sin atentar 
^^contra sus derechos de soberanía jurisdiccional y 
^^territorial f porque el crimen es, por sí mismo, la 
"violación mas manifiesta como la mas flagrante de 
"las leyes que cada Nación está encargada de hacer 
^^resveta/p en todas las f artes de su territorio, ^^ 

En el considerando 59 definió la condición privada 
de los buques mercantes; en favor de los cuales no 
tenia su soberano ningún interés en reclamar de la 
aplicación de los antedichos • principios, salvo los 
tratados especiales; y declaró que la tripulación de 
tales buques, ^^nopodia tener derecho á otra protección 
^^ que la que podian invocar las personas privadas?'^ 

En el considerando 69 dejo establecido que, "á ex- 
"cepcion de lo que concierne á la disciplina y admi- 
'^mstracion interior de á bordo, en lo que no puede 
"injerirse la autoridad local, y para lo que hay lugar 
"á respetar los derechos recíprocos consagrados por 
"el uso general de las diversas naciones; los buques 
"mercantes quedaban suietos á la iurisdiccion terri- 
"toiial." 

En el 79 considerando, que es el último de los des- 
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tinados á los puntos de Derecho marítimo reaníó 
generalmente y por adición confirmatoria á lo ya 
declarado, los casos en que se ejercía la jurisdicción 
local: ''Debe ser así sobre todo, dijo, cuando la inter- 
*'vencion de la autoridad local ha sido reclamada, 6 
"que el crimen ó el delito imputado al extrangero, 
"sean de tal naturaleza, que comprometan la tranqui- 
"lidad pública del puerto donde se encuentra el bu- 
**que á cuyo bordo se ha cometido el crimen ó delito." 

Cambiando de forma en los siguientes consideran- 
dos, atendió, en cuanto al hecho, que Fally era cul- 
pable de asesinato á bordo del buque Tenvpest: que" 
se había entregado á las autoridades del país, y que 
había causado una grave emoción en el puerto. 

Terminó declarando, por estos motivos, qup no 
habia nulidad en el auto en que se habia reconocido 
competente la jurisdicción francesa. 

Después de esta sentencia de 1859, en que la Corte 
Suprema y los mas altos magistrados del Imperio, 
únicos órganos autorizados de la jurisprudencia fran-, 
cesa, dejaron examinado, discutido y i;psuelto todo lo 
que durante 53 afioshabia sido, materia de contro- 
versias y pretensiones; no era- admisible, ni aun la 
duda, respecto de la jurisdicción territorial sobre bu- 
ques mercantes extrangeros, y menos sobre crímenes 
cometidos á su bordo, cuyo punto se decidió con la 
convicción dogmática y firmeza incontrastable que 
expresan las palabras no pueden quedar impunes^ 
sin atentarse contra los derechos de soherania juris- 
diccional y territorial. 

Si el Fiscal no copió en su respuesta de 22.de Ene- 
ro mas que el considerando 49 de esta sentencia, fué 
porque en él está completo el principio de la jurisdic- 
ción local en los crhnenes por ser crtmeneSy indepen- 
dientemente de otras circunstancias. El caso de la 
JRondanini es de un asesinato; y no era menester mas 
que de la íntegra declaración comprensiva del prin- 
cipio que examina. Hizo lo que hacen todos los es- 
critores, inclusive el üusi/re publicista Wheaton, quien 
de cada sentencia de la 0#rte Suprema de los Estados 



Digiti 



zedby Google 



— 50 ~ 

Vniclos, toma la peqaefia clausula en que seencierrak 
él principio ó r^la á qne se bontrae. 

Algo omitió ciertamente el Fiscaí; pero no fué en 
dafío de la verdad ni por dar mas fuerza á su razona- 
miento. — Al contrario, omitió el considerando 3~ que 
le es favorable, por no considerarlo entonces necesa- 
rio. Ahora es indispensable, y ya se ha copiado; pues 
no de otra manera puede responder al argumento qae 
SG le ha hecho, como si hubiese suprimido al final del 
considerando 4- una clausula que solo está en el 3.°, 
y que de hallarse en el otro, produciría un contra- 
sentido. 

Habiéndose establecido en el 3^ considerando: que 
un buque extrangero no podrá sustraerse de la juris- 
diccit^n territorial de un Estado, sin peligro del buen 
orden y de la dignidad del gobierno^ sierripre que el 
interés del astado se halle coTnpromeiddo^ fué consi- 
guiente declarar en el 4^: que el crimen de defecho 
oomun, comprometía d, interés del Estado^ y dejaba 
expedita la jurisdicción territorial ; porque el cri- 
men es, en si mismo, \9¡, violación mas manifiesta como 
la mas flagrante de las leyes que cada nacían está 
eirica/rgada de hacer respetar en todas las pa/rtes de 
mi territorio. 

Aunoue esto es recto y lógico, y es claro de toda 
claridaa, se argumenta en la exposición del señor Mi- 
nistro de Relaciones Exteriores, diciendo: que el Fis- 
cd habia tomado aisladamente el (5onsiderando 4^; y 
- qtie en la sentencia, aunque se hablaba de jurisdic- 
ción solre todas laspa/rtes dd territorio (últimas pa- 
labras del 49 considerando) se agregaba: siempre ^iie 
d interés dd Estado se halle coiwprometido [clausula 
del considerando 39]: y que en su virtud, no compró- 
m^tíéndose el interéá del Estado sino cuando nay 
p^rttrrbacion de la tranquilidad del puerto ó petición 
dB' auxilio á la autoridad del país, resultaba que la 
sentencia no comprobaba la dodiriná del Fiscal. 

]9[«!é'eBte argumento contra la jurisdicción nacional, 
n^'püíede snbwstir; porque el ttonsiderandó 49 en que 
eéwfñtegra la declaración del principio áe jurisdíc- 
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cion nacional sobre los crímenes^ no tiene alegación 
ninguna: porque lo que es antecedente no se puede 
agregar a lo que es consiguiente; y porque, aecla- 
rándose de un modo absoluto en el considerjando 49, 
que el crimen com/promete él interés del Estado^ no 
cabe, por '.luposible, la agregación de la clausula 
neiírvpre que el interés del Estada esté comprometido. 

La sentencia de la Córfee Suprema de Francia prue- 
ba de un modo claro, expreso, preciso y terminante 
que á la jurisdicción nacional que el Fiscal sostiene, 
compete el conocimiento áel cAmen de asesinato co- 
metido en el buque JRonda/niniy que si por parte del 
Perú se dejara impune este crimen, se atentaria con- 
tra la soberanía jurisdiccional y territorial de la 
nación. 

En ninguno de los tratados y convenciones que se 
recuerdan en la exposición del señor Ministro, en 
ninguno aparece que se haya concedido á los cónsules 
jurisdicción sobre crímenes y delitos cometidos á bor- 
do de los buques de su bandera, ni que se haya esti- 
pulado prohibición alguna para que en esos crímenes 
y delitos no se ejercite la jurisdicción que ala nación 
corresponde, sobre naturales y extrangeros que de- 
lincan en su territorio . En todos, inclusive jel tratado 
del Perú con Francia y' las dos convenciones celebra- 
das entre Francia é Italia [sin comprender la Oon- 
vencion entra los Estados Unidos y Francia, de:, que 
sé hablará por separado], en todos se >enciie0ta?an so- 
bre el particular únicamente tres puntos e8encial^s: 

1.^ La policía del puerto, carga y descaí^ de 
buques, conducción y seguridad de mercaderías, 
quedan sujetas á las leyes y reglamentos del país: 
-2.^ La policía interior de los buques y el arralo 
ó conocimiento de diferencias, desavenencias y con- 
troversias entre el capitán, oficiales y marineros,: es« 
peciatfnente^ sobre contratos y Hilarios, corresponde 
«Adilnsivameiite i los respectivos -cónsules: 

3.^ iT^^^^ém;^ (texto -del tealado fránoo-peñíaiio, 
^üe es igual en las demás convenciones, con^iferon* 
éia de pocas palabras que no alteran lo príncipaL) 
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^^No obstofUej las antorídades locales conocerán de 
"los desórdenes que ocurran á bordo del boque; 

"Si se reclama sa asistencia (de las autoridades 
"locales; • 

"Si toma parte en dichos desórdenes alguna perso- 
"na del pais que no pertenezca á la tripulación ó al- 
"gnn pasagero de cualquiera otra nación; 

"O si en fin, perturban ó amenazan la tranquilidad 
"del puerto." 

Sin necesidad de análisis, la lectura de estas esti- 
pulaciones deja el convencimiento intimo de que la 
jurisdicción territorial, sobre los crímenes que se co- 
metan á bordo, no ba sido trasmitida á la nación del 
buque, ni en parte alguna al consulado de ella. En 
imposible hipótesis de que indirecta y tácitamente 
pudiera concederse un >a tributo de la soberanía na- 
cional ¿de cuál de estas estipulaciones podria dedu- 
cirse? 

A Isi policía delpiterto, sujeta ala autoridad local, 
corresponde por el contrario todo lo que generalmen- 
te se refiere á la seguridad y garantias personales. 

En Ia policía interior de los buques y en las dife- 
rencias^ desavenencias y controversias especialmente 
sobre contratos y salarios, no se incluyen por su pro- 
pia naturaleza mas hechos que aquellos en que se 
ejercita una autoridad correccional, civil, económica 
ó administrativa, propia de los cónsules. 

La parte tercera que en el art. 3é del tratado fran- 
co-peruano empieza con las palabras: J^o obsúai^te las 
autoridades locales conocerán de los desórdenes que 
ocurran &., manifiesta que sin embargo de pertene- 
cer esclusivamente al consulado las antedichas mate- 
rias, eso no obstará para que la autoridad local co- 
nozca de esas mismas, en todos los casos en que ocur- 
ran desórdenes tales, que den lugar á que sobreven- 
gan las demás circunstancias que alli se indican. 

Para ensanchar la autoridad consülcur, se raciocinA 
asi: si en los desói^denes no sobrevienen las circuns- 
tan previstas, que den intervención á la autoridad 
local, debe entenderse que esos desórdenes quedan al 
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conocimiento del consulado, y como pueden ser crí-' 
ínenes ó delitos esos desórdenes^ resnlta qne el cónsul 
conoce de delitos j de crímenes. En tan avanzada 
interpretación solo es exacta la primera parte: los 
desórdenes tocan al consulado. Y así debia de ser, 
porque en las diferencias y desavenencias y en los 
objetos de Ib, policía interior^ esclusivos del consula- 
do, hay desorden^ esto es, confusión^ desconcierto^ 
^alta de órden^ demasía ó exceso. 

La misma redacción de todas las convenciones com 
sulares, explica la imposibilidad de interpretar los^- 
sórdenes por crímenes: en todas se habla de los 
desórdenes que ocurren^ porque la confusión, el ex- 
ceso, la demasía, son accidentes que pueden acaecer 
con frecuencia: los crímenes no ocurren^ se cometen ¡ 
son graves violaciones de la ley que se reputan vo- 
luntaria y maliciosamente comstidas^ mientras no se 
pruebe lo contrarió. Decir que el crimen cae bajo la 
autoridad consular, porque el desorden puede llegar 
á ser crimen^ es pasar de la potencia al acto. En todo 
crimen hay desorden, pero en todo desorden no hay 
crimen. 

La Oou vención estipula que en los desórdenes en 
general, intervenga la autoridad del puerto, cuando 
se comprometa la tranquilidad pública, porque esa 
perturbación altera el orden moral, legal y material 
del lugar que el Estado tiene interés en conservar 
para común beneficio de naturales y extrangeros: un 
grave escándalo entre ebrios, sin ser criminal, puede 
comprometer la quietud del puerto y dar motivo á 
la acción de la autoridad local. El crimen interesa 
siempre al Estado. Por eso la autoridad local juzga- 
rá de todo crimen, y también de los desórdenes, cuan- 
do comprometan la tranquilidad del puerto. 

Por lo mismo que Francia en el artículo 22 de sus _ 
ordenanzas de 1833 mandaba á sus cónsules adquirir 
autoridad penal á título de reciprocidad ¿por qué no 
se consigno en algunas de sus convenciones esa pre- 
tendida jurisdicción consular? ¿por qué se daba al 
mismo tiempo, en ordenanzas de otras potencias, ia 
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iüfttniccíon de deber abstenerse, los cónsnles, en easo 
de erímenes? 

Los beehos qnc han ocnrrido y se citan en la expo- 
sición del señor Ministro de Kelaciones Exteriores^ 
no conducen á probar que para los crímenes de á 
bordo se haya escluido la jurisdicción territorial. 

En. el hecho del CreoUe no se resolvió un conflicjUv 
de jurisdicción, sino una cuestión de responsabilidad 
civil por hechos que pasaron en alta mar: los hechoa 
y los intereses estaban sujetos esclusivamente ala 
jurisdicción de los Estados unidos, cuya bandera He- 
Taba el buqué, sobre la cual no tuvieron facultad de-' 
disponer lab autoridades territoriales in^i^lc^as. 

Én la contestación del Ministro de IN^egocios Ex- 
trangeros en favor de la jurisdicción territorial á& 
Francia, para que conociese de la queja de un piloto 
francés que no pertenecia á la tripulación del buque* 
americano, cuyo capitán cometió actos de brutaliaad 
con aquel, no se declaró ni pretendió establecer nin- 
guna regla contraria á la jurisdicción nacional que se 
sostenía: se dijo: "que la convención de 1853 no nabia 
tenido ninguna mira de extenderjla jurisdicción con- 
sular á delitos en que se interesaban personas estra- 
fias á la tripulación:" se refirió un hecho negativo: 
pero no se afirmó que debian los cónsules conocer do 
los delitos entre individuos de la tripulación, no son 
delitos: y mucho menos de crímenes que ni se coYi-^ 
funden ni equivocan en el lenguaje francés. Tan pe- 
ligroso es deducir proposiciones afirmativas del seo- 
tiao contrario de las n^ativas, y mas en conflicto de 
decisiones de diversos Estados que en el Derecho in- 
ternacional privado se prohibe expresamente emplear 
este raciocinio. 

De la reclamación del Ministro norte-americano, 
por h(iber sido visitado el hvqv^ Atalanta^ por los 
ofidaies de lapolima sin la autoridad del cónsul^ no 
se colige que en los Estados Unidos sea doctrina cor- 
riente, que los crímenes de á bordo no sean justicia- 
bles por las autoridades territoriales: lo que se deduce 
es, que para la visita que hizo la policía francesa. 
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debió.haberBÍdoayÍBado el cónsul amerícai^Q, j q^ 

lo fué. / ^^ 

El'art. 8? de la Convencjou consular de 1853 ^pti:^ 
los Estados Unidos y la Francia aunque invocado é¿ 
la exposición del señor Ministro de Relacione^ E^í^r 
ñores como terminante á favor de la jurisdicción oópr 
Bular, en la parte que se copia hasta l^s palabras ^¿«i 
excepción^ leyendo lo que sigue, produce un efe¿te 
totalmente contrario. Las palabras sin exee^cion^ tif- 
madas del texto inglés [Without exception] y puestas 
como si fuesen finjues de la claúaula, impresionan de 
manera que, de pronto, se crqe que los cónsules co- 
nocen de cuanto suceda á bordo 8Ín excepción algunas 
Pero ni estas palabras se refieren mas que á las per- 
sonas que, en el rol de la tripulación, se hayan iú^ 
crito con cualquier título [como dice el texto francéjá 
áquelque titre que ce soif]] ni en la Convención a© 
restringe siquiera la autoridad territorial como eá 
las otras convenciones, á nú conocer de los desórdenes^ 
sino cuando convprometan la tranquilidad deipuérr 
to. En lugar de tal clausula, se halla la muy signifi- 
cativa siguiente: "las autoridades locales noj podrán 
^^mezdarse de ningún modo en esas diferencias?^ 
Asi es que, en la Convención entre Francia y los 
Estados Unidos, no se encuentra nada que pueda dar 
motivo ni pretexto para cuestionar la naturaleza, de 
los desórdenes^ ni si está, ó nó compro^netida la tranr- 
quilidad del ptiei'to. La autoridad de los cónsules» 
queda limitada á^í>;iocí;' de las diferencias que se 
susciten á bordo entre las gentes de la tripulaciotip 
particularmente para el arreglo de salarios y ejecu^ 
cion de sus contratos; y la autoridad territorial a<y 
tiene mas restricción que la ^de no mezclarse en esa^ 
d/iferencias. 

El texto del art. 8.** es: "Los cónsules generales^ 
cónsules, vice-cónsules ó agentes consulares respeci- 
tivos, se encargarán esclusivamente del orden interioir 
á hordo de los buques mercantes de su nación, y^ co- 
nocerán solo de todas las diferencias que se susciten^ 
en el mar ó en los puertos, entre el capitán, los ofi- 
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dales 7 los hombres itiaoritos en d rol de la tripnla- 
cioD con cualquier título que ^ea ó sin excepción, 
' particularmente para el arreglo de salarios y ejecu- 
ción de BUS compromisos reciprocamente consentidos: 
las autoridades locales no podrán mezclarse de nin- 
gún modo, en esas diferencias^ y deberán prestar 
eficaz apoyo á los cónsules, cuando lo requieran, para 
arrestar ó conducir á prisión á los individuos inscri- 
tos en el rol de la tripulación, con cualquiera título 
que sea." Sigue la formula dé pedir el apoyo de la 
autoridad y Ta libertad de los djBtenidos, y concluye 
por la obligación consular de pagar los gastos. 

En vista de este artículo se notará con cuanta ra- 
zón el consejero Eoucher, dijo en su exposición á la 
Corte JSuprema de Francia: "Este art. 8.^ lejos de 
destruir los principios que hemos sentado, viene á 
confirmarlos, porque resulta que la acción consular, 
se concentra en todo lo que con(íierne á las funciones 
de administraq¡pn interior de los huqvsSy ejecución 
de Qpntratas y arresto de desertores; sin que esa ac- 
ción pueda extenderse hasta reclamar en provecho de 
la nación cuya bandera lleva el buque, la represión 
de crímenes y delitos, cuando la tranquilidad del 
puerto esté comprometida, ni cuando se trate de crí- 
menes de derecho común, cuya gravedad no permite 
á ninguna jiacion dejar impunes. ..." 

lío se equivocó tampoco el Procurador General M. 
Dupin, cuando dijo en su dictamen de 1859: "La 
Convención celebrada en 1853, entre Francia y los 
.Estados Unidos, no menoscaba los derechos de la 
justicia territorial: allí no se exceptúa sino los casos 
que interesan á la disciplina interior de los buques, 
si hay crimen ó delito^ ó si el orden público del 
puerto se perturba, ó si ha debido intervenir la au- 
toridad local para el mantenimiento de la tranquili- 
dad general, la jurisdicción territorial, se ejerce en 
toda su plenitiid,^^ 

Y no es una novedad en los Estados Unidos,^ que 
se haya conservado en su mayor plenitud la juris- 
dicción territorial. La misma conducta observó en la 
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otra Convención de 14 de Noviembre de 17T8, cnyo 
art. 10 decia: "Si hubiesen cometido algún crimen ó 
infracción de la tranauilidád pública, serán fusticia- 
hle^por los jueces detpaisJ^ En los Estados Unidos, 
como en Inglaterra, es un principio, que "los críme- 
nes y delitos, no pueden ser castigados en otra par- 
te que en el lugar donde se han cometido/' (M.^Sory 
|§ 620 y 622.) Xeal á este principio el Gabinete de 
San J[araes, no por antagonismo ni por otras miras, 
rehusó en 1844, por solo no establecer una regla de 
reciprocidad, el juzgamiento que del inglés culpable 
en Kiga, á bordo de un buque también inglés, je 
ofrecia la Eusia, sin embargo de ser observante del 
itiismo principio, 

•Si TVneaton escribió en 1845, para "La Revista 
del Derecho Francés y extrangero," manifestando 
que el principio general que él habia formulado, era 
susceptible de algunas excepciones^ y recomendando 
la jurisprudencia francesa; también publicó en fran- 
cés, á los dos años, [15 de Abril de 1847] la cuarta 
edición de su obra. "Elementos de derecho interna- 
cional;" y en ella dijo: "La jurisprudencia marítima 
reconocida en Francia, respecto á los buques mercan- 
tes extrangeros que entran en los puertos franceses, 
no parece acordarse con los principios establecidos, 
en la resolución de la Corte Suprema de los Estados 
Unidos, que acabamos de citar, ó para hablar mas 
correctamente, la legislación francesa exceptuando 
estos buques del ejercicio de la jurisdicción del pais, 
les acuerda mas grandes inmunidades, que las exigi- 
das por los principios del derecho internacional. Sin 
embargo, como depende de la voluntad de cada na- 
ción, poner las condiciones que juzgue convenientes 
f)ara admitir buques extrangeros, ella puede ir tan 
éjoscomo quiera &." (Parte 2^ capítulo 2.® § 9.) 
No hay sin embargo contradicion fundamental, 
"En el primer caso, se referia al principio demasiado 
absoluto, de no" exceptuar de la autoridad territorial; 
ni aun la policía interior de los buques mercantes, 
solo sí, aquello que se le concediere por convenció- 



Digiti 



zedby Google 



— sa- 
nes: prififsipio qua no ha aostepido ni enimci^dQ el 
Fificaly piles lo que afirmó en su díctámeQ de 22 de 
Enero ultimo, fué: que los buques mercantes extran- 
jeros y las personas que en ellos navegan, no pueden 
ni deben mistra^ru de la jurisdicción dd pate oviydÁ 
aguas ocupan; porque [y para esto el Fiscal cita á 
Ty heaton, y au referencia á una resolución de la Cor- 
te Suprema de Iob Estados Unidos] "peligraria eí 
buen orden de la sociedad y la dignidad del Gobíer- 
ns, sin que en tú.^uUrciccion tenga interés el sol^o- 
rano extranjero." ta crítica últimamente citada,, qii|^ 
'Wheatonhi2o de, los temperamentos admitidos óa 
Francia, fué aducida s^ria y oficialmente ante la mis- 
Corte de Casación en 1859. La paueba de qne aj^o 
ma habia que reüprmar, es la circular que se dirinó 
después dé celebrada la Convención con los Estados 
unidos; y mjaa que todo, la sentencia de 1859, en qu.e 
queda definido en cuanto á los buques mercantes: 
que exceptuando la disciplina y administ7'aGÍpn in- 
terior^ salvo las convenciones, en lo demás quedan 
sujetos á la jurisdicción territorial; y que la jurisdic- 
ción ponal corresponde al soberano del territorio, sí 
se comete á bordea algún crimen de derecho común, 
ó si se compromete de otro modo la tranquilidad del , 
puerto. . 

Las demás funciones. á bordo de los buques mer- 
cantes, se explican por la soberanía que en su domi- 
cilio inviolable ejerce el jefe de la familia, sin que la 
libre y respetable autoridad doméstica ni la inviola- 
bilidad del hogar, constituyan independencia de la 
autoridad nacional. 

Sí el Fiscal se equivoca defendiendo la jurisdicción 
nacional, quedarále al menos el honor de haber cum- 
plido su deber, equivocándose con las Supremas Cor- 
tes de Francia y de los Estados Unidos, y con las 
grandes potencias marítimas que sostienen el princi- 
pio dé la jurisdicción territorial, para los crtmenee 
del derecho común cometidos á bordo de los buques 
mercantes extranjeros, durante su permanencia en 
el puerto. 
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Oon las declaraciones aceptadas, en el prese&tv. 
caso, de un atroz asesinato á bordo de la ^'Rón^anir 
ni," no tan solo peligra la jarisdiccion nacional; pcn 
ligra también la indenendencia del Poder Judicial 
garantida por el artículo 48 de la Constitución, ape^ 
sar de ser este Poder el único á quien competo (por 
él artículo 12é, la administración de justicia, de W 
bérse establecido aquella independeaicia y de hallar* 
se ozonizadas estas funciones, conforme al artículo 
4.** del C6d¡go do Enjuiciamientos Civil y I del tí- 
tulo Prdiminar del Reglamento de Tribunales. 

Consta del expediente, que por el mencionado ase- 
sinato, se está siguiendo, con dos reos presentes, un 
juidó críminal ante im juzgado de 1^ instancia. 

Si el juez es incompetente, debe declararlo el mis* 
mo, 6 la Iltma. Corte Superior de esta capital de 
quien depende, y á quien corresponde conocer y de- 
cidir en grado de apelación [atribución 2^ articulo 
36 del Reglamento de Tribunales], cuántas veces se 
controvierta la jurisdicción penal (artículo 104, 142 y. 
150 del Códiffo de Edjuiciamientos Penal). 

De las resoluciones que^sobre jurisdicción pronun- 
cie el Tribunal Superior, solamente puede juzgar, en 
recurso extraordinario, la Excma. Corte Suprema 
(attículos 147, 161 y siguientes del Código de Enjui- 
damientos Penal y atribuciones 7^ articulo 18 del 
Ralamente de Tribunales). 

En todos los grados y recursos hay un fnncionario 
del ministerio público, que si es defensor de la ju^is- 
don, debe sin embargo declinarla cuando la halle in- 
compente, pues que ante todo vigila el cumplimien* 
to de la ley. 

Aunque se suponga falta, oscuridad ó insuficien- 
cia de las leyes, nada |do esto escusa ni suspende el. 
ejercicio de la jurisdicción: debe admitirse justicia 
siguiendo las reglas prescritas en el artículo IX del 
título preliminar del Código Civil; sin perjuicio de 
dirijirse por separado la correspondiente consulta pa- 
ra que la absuelva el Poder Legislativo. 

En garantía de la recta administración de justicia 
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prohibe el articulo 129 de la Oonetitacion, que nin- 
gún poder ni autoridad puede avocarse cansas pen- 
dientes ante otro poder u otra autoridad. 

De esta organización del Poder Judicial, qne jira 
en todos sns grados dentro de su órbita constitucio- 
nal independiente; de esta organización de los proce- 
dimientos y formas judiciales con que está asegurada 
con todas las condiciones posibles del acierto, la rec- 
titud en el ejercicio de este pi^der; nada queda, si 
subsiste la tercera declaración en que el poder eje- 
outivo se avoca y falla omnipotente eljuicio; resuel- 
ve, extinguiendo líy^ competencia del juez y da fin al 
procesojcualquiera que sea el estado en que se en- 
cuentra, mandando se entreguen los enjuiciados á 
á disposición del consulado de Italia. 

Este es el hecho; pero en el orden constitucional, 
no tiene el Poder E]ecutivo, respecto de las cansas 
pendientes ante el Poder Judicial, mas injerencia ni 
atribución, que requerir á los jueces y tribunales pa- 
ra la pronta y exacta administración de justicia, 
[atribución 7a. artículo 94 de la Constitución,] 

Y si se tiene en consideración que los jueces no 

Í 'juzgan ni pueden juzgar sino por lo dispuesto en las 
eyes y conforme á ellas [artículo 120 y 127 de la 
Constitución y VIII del título preliminar d^l códi- 
;o civil:] qne sus atribuciones y el modo de' ejercer- 
as provienen solo de la ley, siendo su misión socií^l 
y constitucional aplicar la ley á los casos particula- 
res; sin lo cual no seria su poder el de hacer que á 
cada cual se dé su derecho: que la jurisdicción que 
ejercen sobre la persona de los extranjeros, y con re- 
lación á ello, tiene por bases principales — ser, por el 
artículo IV del mencionado título preliminai^, obM- 

fatorias las leyes de policía y seguridad á todos los 
abitantes de Ja Kepública, hallarse los extranjeros 
en el Perú, garantidos por el artículo 33 del código 
citado, en todos los derechos concernientes á la se- 
guridad de su persona y de sus bienes, y á la admi- 
nistración de éstos: qne sin distinciones naturales y 
estranas, la vida de todos los que ee encuentren en 
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el territorio de la Kepúbljca se halla, por el artículo 
16 de la Constitución, bajo la protección de li^ ley 
contra toda injusta agresión: qae el crimen de homi- 
cidio está previsto y castigado severamente en el ar- 
tículo 1^ sección Ya. libro....del código penal, como el 
mayor que so puede cometer contra la inviolabilidad 
de la vida humana; advertirá V. E. que no puede 
subsistir con fuerza obligatoria, la declaración pri- 
mera, admitida por el Poder Ejecutivo, en el caso 
de la "Eondanini" que es de asesinato del extranje- 
ro Mascarens, y cuyo tenor es: 

í'Las autoridades locales n6 son competentes para 
'^conocer de los delitos que tengan lugar á bordo de 
"los buques mercantes italianos, entre agentes de la 
"la tripulación, cuawdo fio se haya alterado la tranj 
"quilidad del puerto." 

En nuestra lejislacion no están clasificados distin- 
tamente los delitos y los crímens: bajo la palabra 
genérica delitos^ que es el primero de los delitos 
contraías personas j quedan comprendidos los ori- 
menes de toda clase; y en la declaración primera se 
incluye, además de todos los crímenes, precisamente 
el crimen de asesinato sobre seguro^ porque á ella ha 
dado ocasión el asesinato de Matcarens. 

Declarando que los jueces no son competentes pa- 
ra conocer de dichos delitos y crímenes^ se ha dado 
por el Poder Ejecutivo una ley restrictiva de las 
atribuciones del Poder Judicial, á pesar de que la 
potestad de dar, interpretar y modificar las leyes, es 
exclusiva y la primera del Poder Lejislativo (artícu- 
lo 39 de la Constitución). 

,Sin duda que se agrava este inesperado acontecí* 
miento, por la circunstancia de referirse al menosca- 
bo de la soberanía jurisdiccional y territorial de la 
Bepúbli«ca, y á la relajación de la garantía de segu- 
ridad personal dada á los exttanjeros que se halleit 
bajo la obediencia y protección áe las leyes en cual- 
quier punto del territorio nacional; mas, aparte de 
eetas graves circunstancias, la declaración primera 
en que se dispone de las atribuciones del Poder Ju- 



Digiti 



zedby Google 



dfoial, es, de un la4o, apropiación de antorídad ei- 
dnsiva del Poder Lejislativo, y es además absory en- 
te del Poder Judicial, cuya jurisdicción no tiene ya 
por límites la ley, sino una declaración que ha creído 
conveniente hacer el Poder Ejecutivo. 

La citada declaración es, pues, contraria á la in- 
dependencia del Poder Judicial, no meramente en 
1$, manera de aplicar la ley á los casos particulares, 
sino lo que es peor, en la extensioii de la jurisdic- 
ción nacional que es la parte esencial de la sobera- 
nía peruana, confiada en su ejercicio á solo el Poder 
Judicial, según los artículos 3 y 43 de la Constitu- 
QÍon. 

En cuanto á la inmediata aplicación que de la 
declaración primera se ha hecho gubernativamente, 
por la declaración tercera, al juicio que se sigue por 
el asesinato de Matcarens; y cén cuya aplicación se 
ha herido la jurisdicción en todos sus grados, pues se 
han aniquilado á un tiempo todas las instancias y 
recursos ordinarios y extraordinarios; resulta un 
conflicto acerca de la autoridad que sea competente 
para dar providencias, autos y decisiones dennítivas 
en un juicio pendiente ante el Poder Judicial, Este 
conflicto, si por desgracia subsistiese, debería ser re- 
suelto por el Senado, según el inciso 29 artículo 66 
de la Constitución- 

Si prevaleciese la declaración primera, como regla 
general, en que el Poder Ejecutivo determina y 

S rescribe cuáles deban ser las atribuciones del Poder 
udicial, se comprometería el orden y la indepen- 
dencia constitucional de este Poder, porque sus tíXn- 
buciiones solo pueden ser ampfiadas ó restringidas 
por la ley ^ue sancione el Poder Legislativo, oin el 
ót*den y la independencia que )a Constitución h& es- 
tablecido y mantiene, no podría ,el Poder Judicial 
d^empefiar recta y dignamente las augustas funcio- 
nes de la justicia: 
.JBl Fiscal no se inquieta. del. éxito que tendrá, la 
deelaraeion s^unda, en .qpe se ofrece á las dem¿i 
nsadones, á título de reciprocidad, no juzgar en el 
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Perú lo6 crímenes y delitos que se cometen por las 
tripulaciones en los l)uqúes mercantes extranjeros, 
i^iéntras no se altere la tranquilidad del puerto. — 
pudo establecerse esta regla contra el principio de la 
jurisdicción territorial que no sufrió detrimento fue- 
ra de los Estados Berberiscos y [otros como ellos, á 
pesar de la activa solicitud de los cónsules franceses 
que hacian el mismo ofrecimiento, con igual reci- 
procidad, conforme á la instrucción 22 de sus Orde- 
nanzas de 1833. 

Por el contrario: el principio de la jurisdicción 
territorial en casos de crímenes cometidos á bordo de 
los buques mercantes extranjeros, sostenidos por las 
potencias marítimas de Estados Unidos, Inglaterra, 
Kusia y el Brasil, ha recibido en el mismo imperio 
francés la sanción solemne de la Corte de Casación 

Íue, de conformidad con el Procurador General M. 
)upin, y con el Consejero Poucher, ha declarado, en 
la sentencia de 25 de íf'ebrero de 1859, que siendo 
principio universal que cuando se compromete el in- 
terés del Estado donde se hallan los buques mercan- 
tes extranjeros, entonces esté expedita la jurisdicción 
territorial; estaba y debía estar expedita esta juris- 
dicción, cuando se cometían crímen^es, porque el cri- 
men esj>or sí mümo la mas manifiesta y ^ogratmAe 
violación de las leyes qvs cada Estado está enca/rga- 
do d^ hacer respetar^ y porque la gra/oedéd del cri- 
men no permite á ninguna nación dejar impune^ 
^sin atentar contara sus propios derechos de soberanía. 
Si y. £. se digna acceder á la reconsideración que 
el Fiscal pide en cumplimiento de su deber, queda- 
rán mas afianzadas la jurisdicción nacional y la inde- 
pendencia del Poder Judicial. 
Lima, á 15 de Marino de 1869. 

Fbbta. 



Digiti 



ze-dby Google 



— 64 — 



Lima, Abril 8 de 1869. 

Vista la petición del Fiscal cié la Corte Snprema 
en la que solicita una reconsideración del supremo 
decreto de 28 de Febrero último; vista la Convencioa 
Consular celebrada cen el Reino de Italia; y teniendo 
en consideración, que por ese decreto se ha declarado 
que el Gobierno de la República observará, respecto 
de los buques italianos j de todos los buques extran- 
jeros, la misma conducta que los demás Gobiernos 
observen respecto de los buques peruanos: que el 
Gobierno debe respetar el principio de la. reciproci- 
dad con las demás Naciones porque sin él desapa- 
recerían las garantías de los nacionales y de Ios-ex- 
tranjeros, los derechos del Gobierno y su buena in- 
teligencia con las Naciones que mantienen relacio- 
nes con el Perú: que, ademas, en el caso del "Eipailio 
Rondanini", que ha motivado, principalmente, la 
reconsideración pedida por el Fiscal, el Gobierno ha 

{)rocedido en cumplimiento de un Tratado, que es 
ey de la República, para cuya observancia está em- 
pefíado el honor nacional; y en conformidad con los 
principios y usos internacionales; — declárase- sin lu- 
gar la reconsideración pedida por el Fiscal de la Cor- 
te Suprema del citado decreto de 28 de Febrero. — 
Comuniqúese y publíquese. — Rúbrica dtí S. E. • 
^ Barbeneohba. 



La rebelión de los marineros del bergantín italía; 
no "Emilio Rondanini" ocasionó la muerte de uno / 
de ellos y las heridas de otros: el capitán de las Islas 
de Chincha tomó presos á tres marineros y los some- 
tió á la autoridad judicial. 

El honorable señor Garrón Encargado de Nego- 
cios y Cónsul general de Italia, interpuso una recla- 
mación ante el Ministerio de Relaciones Exteriorecf 
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á fin de qnc los presos fuesen conducidos al Callao y 
puestos á disposición del vice-cónsnl italiano en eso 
pnerto. Despacho oficial defecfta 8 de Setiembre de 
1868. 

ÍEl mismo señor Garrón ocurrió nuevamente al 
Ministerio peruano dando parte de que el buque 
K<Hidanini nabia partido para su destino, é insistien- 
do, en sil anterior reclamación respecto á los marine- 
ros enjuiciados. Despacho oficial de 23 de Nomewfire 
da 1868. ^ ^ 

SI Ministerio de Negocios £:2f:trangeros tnvo á 
bieíi oir al seQor Fiscal de la Oórte Suprema, ^uien 
expidió su vista de 22 de Enero último, CQmbajbieiiido 
1^ reclamación del señor Garrón y^sosténiepdo la ju- 
risdicción nacional. 

El señor Dr. Barrenecbeá actual Ministro de Re- 
laciones Exteriores, presentó entonces á S. E, el Pre- 
sidente de la Bepública una exposición con el objeto 
de refutar la vista del señor Fiscal Ureta y pedir la 
aceptación de las siguientes conclusiones: 

Primera: " Que conforme al artículo 17 de la con- 
'^ vención vigente entré el Perú é Italia, las autoridar 
^^ des locales no ^n competentes para conocer de los 
" delitos que tengan lugar á bordo de. los buqi^e^ mer- 
'^x^ntes italianos entre gentes de la tripulación, 
^^ cuando no se haya alterado la tranquijudad del 
^^ puerto." 

¡Segunda: ^^ Que el mismo principio debe seguirse 
'^ con los demás buques mercantes extrangeros^ siem- 
^^ pre que las naciones á que pertenezcan lo obser- 
" vjen con el Perú:" y 

Tercera: ^'Queen el caso de la barca italiana ^^Eini- 
^^UoSiOBdanini," tratándose, de hechos oQtt^ridoaex- 
*' nocivamente entre gentes de }^ tripulación y. no 
^' huJbiéndose alterado la tranquilidad del pnerto, las 
'' ajajboridades nacionales no son xsompetentes para 
" Wfioc^v de él; y por consiguiente (me los presos de- 
'' h»n ser puestos a disposición del, Uonsvlado gene- 
" isal d0 &. M. el Rey d^ ItMia? — 23 de Federo de 

ia&8. 
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8. E.el Freeidentey de conformidad con el Conse- 
jo de Ministros, e;cpid¡ó la resolacion saprema de fe- 
cha 28 de Febrero próximo pasado, aceptando dichas 
conclnsiones. 

Ahora bien: como esta resolncion es de gravisimos 
y trascendentales resultados, no'solo por lo que hace 
á nuestra legislación penal, sino también por las re- 
laciones internacionales de la República; como el 
Gobierno se funda en el supuesto de que dicha reso- 
lución es conforme con el sentido j letra textual de 
la convención consular vigente entre el Perú é Italia, 

}r por último, como de un modo privado y aun por 
a prensa se me ha pedido que exponga cual es mi 
juicio, por haber sido el agente que celebró dicha 
convención; temo que mi silencio dé lugar á creer 
que las ideas vertidas en la exposición del sefior 
Barrenechea son conformes con las mias, ó que disin- 
tiendo siquiera de algunos de los principios expues- 
tos, me callo, á pesar de tratarse sobre asuntos de 
gran interés nacional. 

Estas consideraciones y el convencimiento que ten- 
go del patriotismo, luces y esclarecido criterio de los 
miembros del gabinete, á quienes sinceramente esti- 
mo y respeto, me obligan á romper elsilencio y mani- 
festar lo que pienso en el particular. 

A mi modo de ver, se ha resuelto una cuestión com- 
pleja; ó mejor dicho, se han confundido equivocada- 
mente diversas y delicadísimas cuestiones de dere- 
cho internacional moderno: 1^ ¿Hay unidad de prin- 
cipios en todas las naciones respecto al derecho ma- 
rítimo? 29|El derecho conve^rjcional ola convención 
peruano-itálica, en nuestro caso, concede á los agen- 
tes consulares facultades administrativas, de mera 
inspección, policía y disciplina interior délos buques 
mercantes; o les confiere también jurisdicción crimi- 
nal? 3^ ¿Los buques mercantes gozan del privilegio 
de exterritorialidad' y en qué sentido y circunstan- 
cias? 49 ¿La justicia penal, derecho inmanente de los 
Estados reconocidos, permite someter el extrangero ' 
culpado á la jurisdiccioR de los tribunales de su pais^. 
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ann cuando el delito se hubiese cometido en territo- 
rio extrafío? 5? ^La jurisdicción nacional, según estos 
Principios, se extiende á los reos del delito perpetra- 
o á bordo del MoncUminij estando dichos reos com- 
prendidos en el rol de la tripulación? 

Oon estas y otras cuestiones se toca mas ó menos 
directamente la resolución suprema de 28 de Febre- 
ro; pero al ocuparme de ella me concretaré solamente 
á lo que diga relación con el tratado consular de que 
fui negociador en Italia. 

En el mes de Abril de 1868 fué ajustada en Lima 
una convención consular con el antiguo reino de 
Cerdefia, pero no llegó á tener efecto porque no fué 
aprobada por el gabinete de Turin: mas tarde, en 
Enero do 1863 me autorizó el gobierno del General 
San Román para que celebrase una nueva conven- 
ción con el reino italiano que acababa de ser recono- 
cido por el Perú. 

De acuerdo con el caballero Negri, Plenipotencia- 
rio por parte de Italia, me encargué de formular el 
proyecto. Deseando, pues, llenar debidamente mis 
instrucciones, j teniendo presente que con frecuen- 
cia nombramos cónsules á personas extrangeras, mu- 
chas veces incompetentes por carecer de conocimien- 
tos especiales para el ejercicio de tan delicado cargo, 
me propuse formar una convención detallada, cui- 
dando de la claridad y precisión del lenguaje para 
evitar interpretaciones equivocadas. 

Y como el sefior Ministro Paz-Soldan <jue esten- 
dió loa plenos poderes, no me habia hecho mdicacion 
alguna respecto á la legisladon francesa ó á la de 
cualquier otro Estado, adopté naturalmente los prin- 
cipios, usos y costumbres de las naciones adelantadas, 
conforme al derecho internacional moderno: ellod 
me sirvieron para determinar las multiplicadas atri- 
buciones de los agentes consulares. 

Desde luego, por absolutos ^ue sean los principios 
de la ciencia política y administrativa, se prestan á * 
diversas modificaciones cuando se trata de su apli- 
cación inmediata; por esto hay necesidad d^ atener- 
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«^^^k-mucho» oasos, á las «onyenciones ó tratados 
eip^(nale8 ó alas practicas generalmen te recouooidas. 
. 'd^ todas las naciones conceden á los cónsales la 
misma autoridad en el ejercicio de sn cargo: unas la 
limitan á funciones administrativas, municipales, de 
estado civil, inspección ó mera policía; y otras la ex- 
tienden también á la jurisdicción civil o comercial, y 
policía correccional. 

£u las costas de África, en las esca.la8 de Oriente, 
en la China ó en todos los Estados asiáticos, los cón- 
sules europeos ejercen jurisdiecdon qívíI y criminal 
sobre los marinos y comerciantes de su país y sobre 
los naturales del lugar. Heffter Droü intemational. 
Líb. 3. pdg, 456. — Uharles Martens^ (phidde dy^loma- 
tique. Tom. l.pág.^ll. 

La Turquía, á quien se ha impuesto también el 
tratado de excepción jurisdiccional, ha reclamado 
constantemente como aquellas nacientes, pero sin re- 
sultado favorable. 

Asi, los cónsules acreditados en' Levante gozan de 
las mismas prerogativas y exensiones que los minis- 
tren diplomáticos, y no existe bajo este aspecto la 
menor diferencia entre ellos.-^ VaUaty- ChmAe des con- 
rulots. JLib, 1. ptíg. 8* — Mbreuü Mot 4e« chcmeélleries 

-Pero tratándose de lostüatados europeos y ameri- 
canofl, ó, mejor dicho, 4e iM.nact^ne» crUtíanoB don- 
de no hay temor de <jue el fanatismo y Jas jjreven- 
<Ám^ religiosas influyan (fatalmiBÉite.en el ánimo de 
laS'au.toridades locales, el derecho internacional es 
algo mas uniforme y la : júri4d¡.ccíon de los cónwiies 
mmo^ amplia. 

•En Europa y Americano gozan los cónsules délos 
mlimos privilegios que lo» verdadero» algente» diplo- 
mátíeos^ uo tienen carácter ¡represtotativo, y muchp 
menos ejercen jurisdicción criminal. 

./^;Lí>ft:gobierníOS'QU© en pequeño número, dice Oar- 
Im Ka^rlens, conofodea á «Ua^nsules jurisdicción cri- 
Mt^ por deUtQ8.o(»neftídaft abordo de navios nació- 
nafoft^mtr^^los it^ívidmeide la tripnlacionytímitan 
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60tepo<M & la júrí^dáeókn e<m^orímídjj todasíüt 
cuando la8^peIifl8 8e^D sus respeótm» leyBs* nb« ison 
aflictivas — Ghiidediplomaiique. Lih h pdgí MÍL * 

No ménoa esplícitos son Iob demás publieÍ8tas>aI 
hablar de las atribuciones judiciales de los cónsnles. 
Steck. 'JSssai pág. 5S, diceqxia los acreditados en Eu- 
ropa no tienen comunmente sino jurisdicción volun- 
taria; Boíbre sus nacionales, y «¿tti^^ ar^biimge etilos 
neffocibs lkigiosoB« . ^ 

Joi^ Maeténs 7 Pinheiro al, repetir la aeéverlh 
cíqh deSteok'agregaai que si los consitlee gosaa cte 
jurisdicción contenciosa, está limitada á los ne^eicidB 
de oomercio entreoíos nación ^es — Bñ>ié des iHen^ 
moÜe^hu lufre á chap. Bp. 88&. 

Los cifmuhs exüranaerosen ^anet%dice Mcnesni, 
tienen uli. derecho de j^risdieeion ópolitáa^'ú ^fsmko 
á tes delitos qno se eometen entre gentes de masex- 
tranjera á lK)rdo de sns buques. — Asiis d» (mnmíl 
d'JBtát du 28 Ootobre et 20 Novembre 1806.— JWrt; des 
chancelleries p. 352. 

Este escritor es contemporáneo, y publicó sa obral 
en Paris el año de 185S,dedicándola al cond^ Leai^i» 
Ministro Plenipotencinrio y Director de Con&tiiados 
en el Ministerio de Negocios Extrangeros de Francia. 

No hay duda, pues, de que aun cuando se come- 
tan delitos abordo de los buques mercantes, entre in- 
dividuos de la tripulación, los cónsules extrangseírÓB 
en Francia solo tienen derecho de mera policía,.'y de 
ningún modo jurisdicción criminal. 
' El barón deCussy, Snb-Dircctor en el Mihs&tério 
de Negocios Extrangeros y Oónsul General de 1^ día- 
se, asienta que los cónsules franceses en países ex- 
trangeros gozan del . derecho de policía é inspección 
sobre los buques mercantes. — Dict. du diplómate et 
du cónsul [Manuel Lexique"] p. 488. 

Por todo lo expuesto se ve^que las naciones coiji- 
yienen en un punto de derecho consular; esto es, en 
cuanto á las funciones administrativas en sus relacio- 
nes con la marina mercante y militar. 

Pero la inspección ó vigilancia, la policía corree* 
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cional j la acción eooBÓmioa de los cónsules, se refie- 
ren al orden interior de los bnques mercantes, y en 
este sentido está concebido el artículo 17 de la con- 
vención coneular entre el Perú 6 Italia. 

Abtioulo 17. ♦ 

En todo lo que concierne á la policia de los puer- 
tos, á la carga y descarga de los buques y á la con \ 
dnccion y seguridad de las mercaderias o efectos, se 
observarán las leyes, estatutos ó reglamentos terri-. 
tonales. 

Los cónsules generales, cónsules, vice-cónsules y 
delegados ó agentes consulares conocerán exclusiva- 
mente del orden ó policía interior de los buques mer- 
cantes de sus respectivas naciones, y resolverán las 
controversias ó diferencias existentes entre los capi- 
tanes, oficiales y marineros, especialmente cuando 
se refieren á sus contratos recíprocos ó pago de sa- 
larios. 

Las autoridades locales no podrán intervenir, á 
menos que ocurran á bordo de los mencionados bu- 

2ue8 desórdenes que perturben la tranquilidad ó el 
rdeu público en tierra ó en el puerto: intervendrán 
también cuando se haya ingerido en aquellas disen- 
ciones alguna persona del lugar ó que no pertenezca 
á la tripulación. 

En los demás casos, las autoridades territoriales 
se limitarán á auxiliar eficazmente á los agentes con- 
sulares, si éstos la requieren, para liacier arrestar ó 
detener en la cárcel á ^cualquier individuo pertene- 
ciente á la tripulación. 

Tal es el tenor literal del artículo 17; pero en la 
exposición del sefíor Ministro Bárrenechea, se han 
omitido el primero y sec^nndo acápites, referentes al 
principio general que determina la acción do los 
cónsules, haciéndose mérito solamente de los dos úl- 
timos acápites que motivan la intervención de la au- 
toridad local — De este modelas palabras aisladas ex- 
presan un sentido absoluto, mientras que si hubie- 



Digiti 



zedby Google 



— 71 — 

sen sido tomad^is en conjunto con los acápites omití- 
•dos, manifestarían su acepción relativa al príacipio 
Bnpradicho. 

^o se han observado pues, las reglas de la inter- 
pretación hermenéntiea. 

Para comprobar lo que llevo dicho, bastará un li- 
gero análisis del referido articulo. 

El primer inciso establece en principio, que la po- 
licía de los puertos, la carga, descarga, conducción y 
seguridad de ella, corresponda á la autoridad del 
país. En este principio convienen unánimemente los 
publicistas, de acuerdo con la práctica de todas las 
naciones. 

El segundo inciso prescribe que los cónsules co- 
nozcan esclusivamente del orden 6 policía interior 
de los buques, mercantes: y para complemento del 
período, se agrega — y resolverán las controversias ódi- 
ferenciits existentes entre el capitán, oficiales y ma- 
rineros, especialmente cuando se referen á sus con- 
tratos 6 pagos de sueldos. 

Diferencia significa controversia, contrariedad ú 
oposición de algunas personas entre sí; y las contra- 
riedades á oposición ae los hombres no son delitos. 

El tercer inciso declara que las autoridades locales 
no puedan intervenir {en el orden 6 policía interior de 
los buques^ en las diferencias ó controversias del ca- 
pitán ó marineros) á menos que ocurran á bordo Ue- 
sórdenes que perturben la tranquilidad u orden pú- 
blico. Esto no quiere decir que las autoridades loca-^ 
les Queden inhibidas del conocimiento de los delitos 
& crímenes, sino que aun tratándose de la facultad 
exclusiva de los cónsules en los casos indicados, el 
poder territorial puede ingerirse si se perturba la 
tranquilidad ó el orden público. 

El cuarto y último inciso previene que en los de- 
más casos {es decir fuera del de la perturbación del 
írden^ en los de policía, contratos de salarios, diferen- 
cias, controversias, que son de los que se trata), las au- 
toridades del país se limitarán á auxiliar á los agcn- 
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tea*; 0i ie«to« lud requieren par* detener 6 encarcelar á 
cualquier individuo de la tripulación. 

8-i se hubiese querido aludir únicamente ala apre- 
hensión del individuo del buque, no se habría dicho 
en los demos easody sino en el caso, en caso que^^ 

Si se hubiese querido limitar absolutamente la Ín- 
ter ^n<jioa del poder local en otros casos, fuera de los 
expresado^, no-ha%ri'a habido mecesidad de estable- 
cer por un artíotila diverso (el 8^.^) que las auto^idar ^ 
des éA fyaifl dAefán prestar asistencia y auddUo i tes 
cónsule&'para lá aprehensión y custodia de los deser- 
tores en cárceles 6 pontones. 

AjBÍ, vpués^ no fiolo no tuvimos intención al re4.AC- 
tartodo esj^ articulo, de comprender los deliteaé 
crimene» que pudieran cometerse á bordo d:e buques 
n^ercaftte», sino que discutimos con el Plenipotencia^ 
rio italiano^ la aoepcion propia y genuina de las pala- 
bras que. empleábamos, para que no se confundiese 
la acción administrativa ó de policía correccionalv 
con la jurisdicción del país sobre delitos 6- crímenes. 

En el texto general de la convención han sido de 
tal modo especificadas las atribuciones consulares, 
que peca por reglamentaría. Mas si á pesar de lo ex- 
pueatp, se pretendiese todavía dar al artículo 17, un 
sentido que no tiene> invocaré el testimonio irrecur 
sable del mismo Gobierno de Italia: esto á lo menos 
probaráJa palpable equivocación en que han iii- 
*- cut-ridp el Grabinet^e Peruano y el señor Garrou. 

Guando el Gobierno Sardo no aceptó la cofiyetí- 
cíon consular ajustada en Lima en Abril de 1858^, 
el conde de Oayonr presentó un nueyoiproyecto qiie 
aunque no llegó á ser ley en ambos Estados, fué sin 
embargo aprobado por el Gobierno del Perú. 

Hago mención de este proyecto en cuanto mani- 
fiesta la doctrina del Gabinete italiano. 

El artículo 9^ de dicho proyecto dice terminarite-^ 
mente, que él orden interno de los buques rbercantes 
y el arreglo de las cuestiones entre el capitán y te» 
"marineros acerca de sus contratas y pago de sala- 
rios, serán de la competencia de los cónsules. 
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^^!]^ I! ciedme interno deí badtimen4;i. iQerca^t9l;^ 
'^ VfldueHtaimnü deUe cuestíoni insorte fra il ca]3(itan(> 
'^ ed.í marinai circa i contratti d'arruolamento od il 
^^ pagamento di salari sará di competenza dei Ooníeo- 
"li.respettivi;'^ 

S^ trata pues de cuestiones ó debates y no de deli- 
tos. , . i ^ 
J51 artículo Q^** d^e Ja convención conaular de Jfecíia 
li dp áLbríld.e, 1;866, rigente entre Italia y EppfiüQl^a,, 
prescribe %ue íp^ cónsules conozcan de t(i8 dmnsi^né» 
que por cualquier motivo ocurran entre el capitán, 
oficialeí^ j^ .fliarineros. , 

,]^a pat^ljra disensiqnés, Siigñí^ca taipbieñ CQ^^Q \9^ 
cpñtroVei^iap .y« diferencias, aposwian ¿ cmtparteftíii^ 
de voifiQ», mj^s m.io» j>are(^res; contienda ríHd ó al- 
ieráciQn. JOjipc. de la. Academia 10. *^ Edic. , , .., 

T para que se. vea que cuando se prohibe ía In ¿¿in- 
vención de las autoridades locales, solamente se. tra- 
ta d^disensiopc^ ó actos, que se refieren á disciplina 
interior de los buques, contratos ó pago de salarios, 
copio á contínuacibn el artículo íntegro del texto 
italiano. ^ 

Articulo 9^ 

Tuttp ció che cpnieerne la pplizia di porti, íl cp,ri- 
camento e lo scaricámento delle navi, la sicur^sza 
depile raerci, beni qst effctti sará regolato sccondo í^ 
l^ggi, gíi statuti ed i regolamenkí del papse. P^rS i 
Consplij ed Agcnti cpnMari ríspettivi sarannp ex- 
clusivamente incaricatí dell' ordine interno á, bordo 
d^lle nayi; mercantili di loro nazione, e conoscera^no 
soli delU dÍ88en9Íoni che insprgesserp tra il capitana, 
gU piíciali dell eq^ui^aggip ed i marinai, p^r quaí^r 
vogiia motivoy é speciaunente in quanto concerne i]l 
soldó ed il compimento degli accordi contratti mur 
tuamente. 

JjQ autoritá locali potranno intervenire quanto i * 
düordini occorsi siano di natura a turbare la tranqui- 
llitá el' ordine pubblico a térra o nel porto; e po- 
irann<Kparimente conoscere di TALI dissensioniy (di- 

10 
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ferencias controversias) quando una persona del pae- 
86 o Btranierá delP éqnípaggio vi fossé impücata. 

" In tutti gli altri casi le autoriti prédette si limi- 
'^ teranno aprestar efficace ainto agli Agenti Consa- 
** lari qnando ne siano da essirichieste per far arres- 
** tare ed incarcelare quelli fra gli individui delF 
^ "eqnipaggio ch' essi'per qaalsiasi motivo gnndicas* 
"sero conveniente." 

Esta convención fiíé ajustada entre el reino de Cer- 
deHa y España, mas de seis afíos antes que el Gobier- 
no italiano, celebrara la que existe vigente entre Ita- 
lia y Francia. 

lío podría, pues, aceptar la primera de lasdoctrinas 
de la segundaj como se ha dicho, sino al contrario. 
El conde Cavourque intervino como Plenipotenciario 
en el tratado con Espafía, ordenó al Ministro Nigra 
que observase en París el mismo modelo: por esto 
se vé idéntica redacción en los artículos referentes á 
facultades consulares. 

No podia tampoco el Gobierno italiano profesar 
- principios opuestos, reconociendo por una parte la 
exterritorialidad délos buques' mercan tes, y por otra 
no: precisamente con el interés de llevar adelante la 
unidad itálica, ha tratado también de unificar su le- 
gislación interna y externa. 

' El artículo 13 de dicha convención consular de 26 
de Junio de 1862, celebrada entre Italia y Francia, 
dispone igualmente que los cónsules arreglen "las 
disputas ó debates" (contestations) de cualquiera na- 
turaleza que sobrevengan entre el capitán, oficiales y 
marineros &. 

Y en cuanto á la intervención de las autoridades 
•locales, es muy esplleito dicho artículo, porque des- 
pués de precisar los dos casos en que pueden inge- 
rirse, declara que "en los otros [esto es, en los refe- 
rentes á disputas rifias ó debates en que- no deben 
. entrometerse"] se limitarán á prestar su apoyo para 
detener ó apresar á los individuos de- la tripulación 
siempre que los cónsules las requieran: — * 

H6 aquí el texto completo. 
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Aeticulo 13. 

" En tout ce qui concerne la pólice des Porte, le 
" chai^ement et Je déchargement dea navircs, et la 
^' sureté des marchandises, biens et effets, on obser-' 
'ferales loie, ordonnances et reglements da pays. 
, "Les Consnlé Généraux, Consuls et Vice-Oon- 
" snls on Agente consulaires séront chargée exclnsi- 
** vement da maintien de V ordre intéríeur á bord 
" des navires marchands de leur nation; ils régleront 
" enitméraes " les contestations de tóate nature" qai 
" seraient snrvenne entie le capitaine, les officiers 
'^ da navire et les matelots, et spécialement cellos re- 
'^ tives á la soldé et á P acomplisseinents des enga- 
" gemetits réciproqnement contractés." 

** Les antorités locales ne pourront intervenir qae 
" lors qae les "dé3orde6".survenas á bord des navi- 
^' res séraient de nature á troubler la ^tranquillité et 
" V ordre pablic, á terre oa dans le port, oa qnan 
'' une personne da pays, oa nedaisant partió de 
" l'eqaipáge, s'y trouvera mélée." 

" Dans touts lea autres cas, les autorités précitées 
"se borneront á préter-tout appai aux Consals et 
" Vice-Oonsuls ou Agents Consulaires si elles en 
" sont requises par eux, pour faire arréter et condui- 
"re en prison teut individa inscrifc-sur le rSle de 
" Pequipage chaqué fois que, pour un motif quelcon- 
"que, les dicts Agents le jugeront con venable." 

Me hallaba precisamente en Italia cuando fué ce- 
lebrada otra convención consular entre el Gobierno 
deTurin y el Imperio del Brasil: siento no tener á 
la mano dficho tratado, pero si mi memoria no me 
engaña, se establece en él expresamente que los de- 
litos y crímenes cometidos á bordo de los buques 
mercantes surtos en los puertos ó mares de los res- 
pectivos Estados, serán justiciables por las autorida- 
des territoriales. 

El honorable sefior Garrou es un funcionario pro- 
bo, inteligente é iluatradcfí como Cónsul General y 
Encargado de Negocios de Italia debe conocer los 
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tratados y convencioneB eepeeiales de 8n patria v de 
ea mismo gobierno. Apelo, pnes, á la lealtad del ca- 
ballero Garrón para qne declare si es verdad que 
existe tal disposición en la convención consular ¿jtís- 
tada con el Brasil, y en este caso el gabinete pernano 
no podrá menos de reconocer su error atribnjei^do á 
nuestro tratado con Italia un sentido contrario á' loe 
principióte que ella profesa. 

El Regiamente oficial del Brasil (l83Ét) dioe en el 
artículo 11: que si un marino ú otro individuo em- 
barcado en un bnque mercante brasilero^ cometiese 
el delito de ifígurT^ceion^ homicidioy asééiruítú ú cifo 
semejante] j el capitán le hubiese arrestado pett álf á 
mar] tomaráp los cónstiles conocimiento del héchb 
solo para retener á los culpados á bordo j hacerlas 
partir con el sumario instruido por el primer buque 
que yaya al Brasil. En caso que el bnque en que esté 
preso el reo, tenga que darse ár la vela para otro des- 
tino y no hubiese navio brasilero en el puerto; los 
cónsules pedirán á las autoridades locales el permiso 
de tener al culpado en prisión hasta que se presente 
buque. 

^^ Pero en caso que esos delitos hnbiesen sido cúfné- 
** tidos á bordo de los buques después de su entrada en 
" un puerto extrangeroy no se ingerirán los cónsules 
''DÉ NINaÜNA MANERA, Sajando d las p^r- 
" tes que se entiendan ante los tribunales delpais.'* 

Esta es la doctrina corriente cuando no hay un 
tratado 6 convetiip especial que la modifique expre- 
sa y terminantemente. 

La convención consular celebrada entre Francia 7" 
Estados Unidos de América el 12 de Agosto de 1883, 
contiene igualmente en el artículo 8^ la misma doc- 
trina italiana y está redactado ese artículo eh térmi- 
nos casi idénticos á los del 13^ de la Convención fran- '^ 
co-italiana que acabo de exponer. 

El señor ministro Barrenechea toma solo una parte 
de dicho artículo, la qne t<|xtualmente es como sigue: 

"Los cónsules generales, cónsules, vicecónsules 6 
agentes consulares respectivos estarán exclusivamen- 
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te^^cargados del orden interior á bordo de los bn- 
Qj^es mercantes de su nación, y ellos solos conocerán 
^^\ÍQdta% las diferencias que se susciten en el mar ó 
en los puertos ei;itre el capitán, oficiales y los hom- 
bres inscritos en el rol déla tripulación sin excep- 

Comparado este artículo con el de la convención 
frjanc9-italiana,>las pa]abras sin excepción^ están de- 
mas: el señor Barrenechea las ha testado creyendo 
qncí se refieren á las diferencias entre el capitán y los 
empleados del buque, ó á las facultades amplias de 
los cónsules. Sobre esto hay que olíservar: I,® que el 
vocablo diferencias {di^ere/ice, unlikenes^ discrepam^) 
no comprende los delitos ó crímenes, que es de lo 
que-se trata; y 2.^ que según la construcción grama- 
tical del período citado, las palabras sin excepción^ no 
pueden referirse á diferencias ó facultades con^ula- 
r^s; sino á los hombres inscritos en el rol de la tripu- 
lación. ^ 

Y en efecto, puede acontecer quilos individuos de 
la tripulación pertenezcan á diversas naciones, y co- 
mo |a autoridad consular se ejerce sola sobre los na- 
cionales, es conveniente eliminar los embarazos del 
capitán ó del cónsul, resolviendo a prtori la cuestión 
de derecho marítimo sobre la nacionali4a4, del lf>u<][ue 
por bandera, y nó por la de los marinos inscritos en 
el rol de tripulación. 

Los motines, de los marineros contra su capitán, 
su resistimiepto á continuar el viaje, ó la deserción, 
pn^sden causar considerables ¡Jafios al comercio, y 
por el interés recíproco de. los JEstados, no se hace 
distinción de nacionalidades entre los marineros de 
nn))U(^ue. Por eí hecho de haberse eeñtráta-Jo para 
el servicio del navio, se presume que se han someti- 
do al, capitán, V de esta presunción se deduce que se 
recopozca al cónsul do la nación de dicho capitán en 
todo lo que diga relación al yi^jé emprendido Far- 
déspíS'-T^Am\4u cons. d'JS?{áí.2Ó ,ní?tí, 1806 pitado 
par.:.Qu4^^Mamel J^qiie. J)u, diplómate et du 
onscf¿lp^¿Í89. 
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La opinión de los Estados Unidos acerca del auxi- 
lio qno deben prestar las autoridades locales para eX 
arresto, detención y custodia do los desertores de los 
bnques de gnerra o mercantes, está expresada en el- 
articulo 37 del tratado qne celebró con el Perú en 
26 de Julio de 1851. En dicho artículo se previene 
que cnando los desertores reclamados pertenezcan á 
un buque mercante, se dirijan los cónsules por escrí-* 
to á la autoridad competente, manifestando el rol de 
la tripulación ú otros documentos públicos; y que 
cuando los desertores pertenezcan á un buque de 
guerra, baste la palabra de honor del comandante. 

En todo el texto del tratado no hay una sola pa- 
labra sobre delitos; y por el contrarío, cuando las 
convenciones modernas hablan del auxilio de las au- 
toridades territoriales sin darles faculta<i de exami- 
nar ó decidir acerca de "^ la condición marítima del 
perseguido; cuando basta el simple requerimiento del 
cónsul para que ordenen la detención ó prisión del 
culpado; los Estados Unidos se refieren únicamente 
á desertores y no á reos de delitos, é imponen á sus 
agentes consulares la obligación de justificar su pe- 
dido con documentos, reconociendo así la autoridad 
del poder local. 

Mas adelante hablaremos de la legislación de Es- 
tados Unidos respecto á la territorialidad de los bu- 
ques mercantes. ^ 

Sería, pues, muy estrafío que tratándose de con- 
venciones consulares, los gobiernos de Francia, Ita- 
lia, Espafía, Estados Unidos de América, el Perú y 
otros, determinaran las funciones consulares especi- 
ficando hasta las que se refieren al pago de salarios 
de un grumete, y guardasen silencio acerca de las 
que se versan sobre delitos ó crímenes. 

Pero sería mas sorprendente todavía, que con el 
propósito de conferir á los cónsules facultad de co- 
nocer de los crímenes ó delitos cometidos á bordo, 
pretendiesen designar dicha facultad con palabras de 
significación diversa como disensioneSy diferencias^ 
discusiones^ cuestimes^ controversiasy desordenes ^a. 
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La parte criminal habría sido la mas importante, y 
no era natural que qnedase silenciada. 

En la exposición ministerial se cita también el ar- 
tículo 34 del tratado vigente entre el Perú y Fran- 
cia, articulo que está redactado por el mismo estilo 
de los. que llevamos expuestos; solo si, que se hace 
uso repetido de la palabra desordeneéy en vez de dis- 
cusiones ó disputas, [contestations.] 

Pero si est^ artículo prueba alffo, es lo contrario 
de lo que deduce el Dr. Barrenecnea. En el idioma 
español la palabra desorden significa confusión^ ba* 
Tullo ^ desconcierto^ falta de regularidad ú órden^ de-, 
masíayexoesoy laberinto: nada mas; pero no delito y 
crimen — Dice, de la Academia 10^ edic. — Dice, de 
Salva 5^ edic. — Dic. de Domínguez 6^ edic. 

Al dirigir al Supremo Gobierno el texto de nues- 
tra convención, expuse en nota de 30 de Setiembre de 
1864, que los privilegios y regalías consulares que 
contenia, estaban determinados por las convenciones 
de Italia con Francia, España y el Brasil. Desde 
que la convención brasilera hace justiciables por la 
autoridad del pais, los delitos comunes perpetrados á 
bordo, habría notabilísima diferencia respecto á las 
otras que dispusiesen lo contrario. 

El mismo gabinete italiano desconoce y rechaza la, 
territorialidad de los buques que no son de guerra, 
aun cuando fi^esen vapores postales servidos por ofi- 
ciales de marina militar. 

Las tropas italianas perseguían activamente á dos 
famosos bandidos — ^lós hermanos Lagalla: después 
de muchas correrías lograron estos embarcarse en el 
-vapor "Ónix" pertenecientes á las Mensagerias im- 
periales de Francia. Luego que dicho vapor fetídeS 
en el puerto de Genova, las autoridades territoriales 
tomaron á bordo á los fugitivos que fueron juzgados 
y sentenciados á muerte. 

Francia reclamo, pero Italia mantuvo el derecho 
de jurisdicción local; y sin embargo, existia la con- . 
vención consular vigente en ambos Estados, y habia 
además la circunstancia de que el comandante y 
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oficiales del ^^Qnix" pertenecen ala marina de guer- 

T% francesa. 

La reclamación del gabinete de las Tullerias se 
apoyaba en los fueros militares ^1 bn^n^e, y ño én la 
exterritorialidad, de gne por cierto no habla la con- 
vertcion rememorada. 

Oonrengamos, pues, en q^ue ni el tratado consalar 
Perú^taíiano, ni los otros que he citadb, ' ni l$d da- 
rnos que se ajustan en el dia eón -aíregto á los pri^ei- 
f>ios qel Derecho público moderno, comprenden en 
a facultad de artreglar asuntos económicos ó de mera 
policía; interior délos buques mércales, la de cono- 
cer' de los delitos t crímenes. 

' El artículo 17 de nuestra convención precisa la 
autoridad consular en los casos referidos, peno no . 
priva al poder local de la jurisdicción, criminal, y 
mucho menos se la confiere a los oónsules. Es, pues, 
evidentemente equivocada la declaración de] érobier- 
no en cuanto á que por dicho artículo 17, no son com- 
jpetenteslas autoridades territoriales para conocer de 
los delitos perpetrados á bordo de los buques mer- 
eafntes. ' 

Desgraciadamente en ninguna de las condasiones 
snpremas se dice á quien corresponde la oompefenoia, 
aunque es verdad qué se manda poner los presos á 
dSspoÉdcion del consulado geneifal de Italia ea Lima. 
" jrero son efectivamente los cónsules como lo pre- 
tende el Honorable señor Oarrouy ¿a única atU^ríd(ui 
d quien compete juzgar las tra^€Sione9 de cualquieTá 
rMuralemf 

;Y< estando comprendidos los delitos y crímenes en 
láéítrtfsgresiones ó violaciones 4e la ley, los oónenles 
e^ren^ros van á ejei^cer jurisdicdon ciditina}>6n 
t^í(í>nopei<uano? • 

Sstás V otras cuestiones no menos graves de jdere- 
cho marítimo, envuelve la ieBcilacion suprema ^de A8 
de Febrero; y es tanto mas necesario sab^ ¿ quarate- 
netse respecto 'dé 6Uas^>dQa¿totiffi[i^ las eonemakynes 
toman poi^^base la <i0ofidioioH^ SQbsohita de írMipro- 
cMáídi' '* - :••"':•—•■ 
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Veamos, pues, cuales son los principios y la prác< 
tica de las naciones en el particalar. 

II. 

Hubo tiempo en que conf andidas las nociones de 
justicia ^ los derechos naturales de los pueblos, la 

Íurisdiccion nacional se fundaba en el resaltado de 
a fuerza. Espafia pretendió apropiarse la soberanía 
esclusi va del Istmo y de los mares de Sud- América; 
Portugal la de las Indias orientales conforme á la 
Bula de Alejandro VI; Venecia proclamó su sobera- 
nía absoluta en el Adriático, el Sultán de Turquí a la 
1)osesion del mar Negro, y Guillermo de Orange hizo 
a guerra á Francia porque negara sus derechos de 
soberanía en todos los mares del mundo. 

El célebre publicista holandés Grocio sostuvo la 
libertad de los mares y publicó su More lih&irum: el 
no menos célebre publicista inglés Shelden, apoyó 
las pretensiones de su patria y publicó también su 
Ma/re dcmav/m; pero la incertidumbre del dominio ó 
jurisdicción nacional excitó los temores de la Euro- 
pa, las buenas ideas ejercieron saludables é irresisti- 
oles influencias, jr la razón y la justicia triunfaron en 
los grandes consejos de los gobiernos cultos. 

l5esde entonces quedó reconocido como principio 
absoluto la soberanía de las naciones en sus respecti- 
vos territorios, golfos, aguas riberanas, puertos, radas, 
bahías &, 

Pero á medida que se extendieron las relaciones 
internacionales y tomaron mas ensanche los intere- 
ses del comercio, apareció la necesidad de limitar 
aquel principio ó referir al menos su aplicación en 
las aguas ó puertos, á concesiones recíprocas. 

Ulpiano había dicho — Ad av/man ^etpvhlim na- 
vvam eoíeroiúio pertinet; pero el buque es mueble, y 
las cosas muebles siguen la condición de la persona 
según el sentido jurídico — móbüia seqtmrUiMr jferso- 
nam. Las personas, pues, que pisan el territario de 
un país, quedan de hecho sujetas á la jurisdicción de 

11 
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ese pais; de aqni es que loB buques surtos en aguas ó 
puertos comprendidos en el territorio, están bajo la 
acción de las ordenanzas, leyes ó reglamentos terri- 
toriales. 

£1 respeto debido al pabellón oficial símbolo de la 
soberanía, la necesidad de garantir la independencia 
de los agentes públicos, y aun los mismos deberes de 
cortesía, dieron lugar á las excusiones y privilegios 
reconociendo en ciertos casos la ficción de eocterrito- 
rialidad. 

Para aplicar este beneficio á los buques, se ha teni- 
do en cuenta sus diversas condiciones. Un buque de 
guerra cuyo personal, desde el comandante hasta el 
ultimo empleado, forman parte de la marina militar; 
en que ese comandante es delegado directo de la au- 
toridad del soberano y tiene poder de ejercer su ju- 
risdicción, ya sea pro tejiendo á los buaues mercan- 
tes de su nación, ya sea realizando el derecho de 
guerra contra el enemigo; ese buque decimos, es muy 
diferente de la nave de comercio. 

Las personas que sirven en buques mercantes no 
pertenecen á la marina militar; y aunque el capitán 
está autorizado por el Gobierno, no es delegado suyo^ 
sino mero contratista con el armador 6 propietario 
del buque; la jurisdicción que ejerce es por lo mis- 
mo muy restringida, puesto que su cargo se refiere 
únicamente á los negocios de comercio. 

Por otra parte, no es idéntica la condición de los 
buques de guerra mercantes en alta mar, relativa- 
mente á la que tienen en aguas 6 puertos de un pais 
extraño: uno y otro están sujetos en alta mar á las 
leyes de su pais; no precisamente por el privilegio 
de exterritorialidad que supone suspensión de juris- 
dicción 6 dominio ageno, sino por derecho, aunque 
transitorio, de primer ocupante — res nullius. 

En las aguas territoriales cambia de aspecto la 
cuestión: el derecho del Estado á que pertenece el 
pabellón del buque de guerra ó mercante, está limi- 
mitado por el derecho del Estado á quien^pertenecen 
las aguas territoriales; y tan cierto es esto, que el 
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# 
buque de guerra y el de comercio están suietos á Tas 
leves generales de policía, eanitarias &. El poder lo- 
cal puede excluirlos á todos, á algunos de ellos, 6 
abrir sus puertas, bajo ciertas condiciones, obligándo- 
les al pago de derechos de ancla, fondeadero, faros, 
diques &. 

Esto no podría suceder si el soberano del puerto 
careciese dejurisdiccion exclusiva en las aguas terri- 
toriales. JEe ahsurdo que cierta extensión de terreno 
ó offtuisterritoriaies pertenezca á la veza dos sobe- 
ramio» difeerenta. 

Lue^o el carácter de exterritorialidad que se atri- 
buye d buque de guerra, no es un derecno propio, 
sino privilegio ó exension que depende del soberano 
territorial. 

Todas las naciones han convenido en conceder al 
navio de guerra ese privilegio, porque, además de 
sus condiciones especiales de que hemos hablado, 
funciona con absoluta independencia del duefio del 
territorio. 

No acontece lo mismo con el buque mercante para 
cuyo cargo tiene el capitán que entrar en relaciones 
con las autoridades del ]^aÍ8; ahora, como los efectos 
inmediatos de esas relaciones son esencialmente lo- 
cales, el buque mercante no puede gozar del derecho 
de exterritorialidad. 

Con el fin de protejer el comercio y evitar las dila- 
ciones ó embarazos á que estarían expuestos los capi- 
tanes, si tuviesen que ocurrir á las autoridades ael 
pu^to en los asuntos económicos ó de policía inte- 
rior de los buques, se ha convenido en conceder á los 
cónsules el ejercicio de las facultades á que nos he- 
mos referido. 

No obstante, para hacer uso de esas facultades de- 
ben conciliar su conducta oon^los derechos de la au' 
toridad deijpais; y rejirse por los tratados ó conven- 
ciones especiales, o por los usos y costumbres d^ ca- 
da lumr. [Orden de 29 de Octubre de 1843, articu- 
la 19 Tratado de Francia con los Estadofi Unidos de 
23dteFebrwo de 1858, articulo 8, 9 y 10. Tratado 
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con Eneia de 14 de Junio de 1857, artículo 17.) 

Guando se ajustó el tratado con Bnsia yo estaba 
en París j tuve ocasión de conocer sus pormenores. 

Así, pues, no se otorgan á los cónsules las faculta- 
des de que habla el articulo 17 de la convención pe- 
ruano-itálica, por razón de la exterritorialidad de 
los buques mercantes, como parece creerlo el doctor 
Barrenechea, sino por los ^intereses del comercio, y 
ventajas recíprocas. 

Entre reconocer una facultad como derecho pro- 
pio, y conceder su ejercicio por provecho mutuo, hay 
una mmensa distancia — El principio de la jurisdic- 
ción nacional queda, pues, salvo en nuestro caso. 

El derecho d!e gentes positivo, ó sea el derecho di- 
plomático propiamente dicho, depende en mucha 
parte de las convenciones particulares ó de las prác- 
ticas aceptadas generalmente. "Wheaton dice con es- 
te motivo, que ese derecho está ínndado en el uso de 
las naciones y en la práctica de sus deberes mutuos. 

Así, no estando comprendida entre las atribucio- 
nes que dá á los cónsules el artículo 17 de nuestra 
convención, la facultad de conocer de los delitos ó 
crímenes, el Gobierno debía atenerse para el caso 
del Bondanini, á las reglas observadas generalmente, 
por las demás naciones. 

Inglaterra, Espafia, Busia, Prusia, Italia, el Brasil 
y otros Estados rechazan terminantemente la inge- 
rencia consular en los delitos del fuero común perpe- 
trados á bordo de buques mercantes. Francia apesar 
de sus doctrinas controvertidas, procede según las 
circunstancias; es decir, sobro la base de absoluta re- 
ciprocidad. 

Las ordenanzas de 1833 están modificadas por re- 
soluciones del segundo imperio napoleónico [1852 
y [18581. El acto reglamentario de 1806, se referia 
en muchísimos puntos á los consulados de Oriente^ 
y de ninguna manera á los establecidos en el Pera 
solo después de su independencia. Además, aun cuan- 
do dichas ordenanzas estuviesen vigentes en todas, 
sus partes, no serian obligatorias para los Estados 
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^ne se resistiesen á aceptarlas: en último caso, que- 
darían subordinada^ á los convenios recíprocos cele- 
brados adhoo según lo exigieran las necesidades de 
cada pueblo. £1 sapientísimo Leibnitz dice que la 
base del derecho internacional es la ley naturaiá que 
se ha dado diversas modificaciones según los tiem- 
pos y lugares — Codexjv/ris gentium aijplomaticus— 
Prmf. 

¿Acaso teníamos necesidad de interesar la juris- 
dicción nacional á fin de obtener para nuestros bu- 
ques mercantes el privilegio de exterritorio? ¿Háse 
visto si es posible y conveniente realizar por nuestra 
.parte la condición de reciprocidad no solo en cuanto 
al poder de los cónsules, sino á^los derechos de la 
nación misma? 

Juzgo que tal vez" habría sido mas prudente limi- 
tarnos á los usos generales. Hé aquí el testimonio de 
los publicistas contemporáneos en esta materia. 

"Los privilegios y prerogativas de los cónsules en 
países cristianos^ <uce Olerq, son mas limitados que 
en Oriente y dependen de convenciones especiales, ó 
del uso; ellos varían por consiguiente hasta lo infini- 
to. Sin embargo, hajr algunos principiorf que están 
generalmente admitidos entre las naciones cristianas; 
así, en ninguna parte los cónsules t^nen jurisdicción 
criminal sohre sus nacionales [salvo una cierta auto- 
ridad de policía sobre los marinos de los buques de 
comercio,] porque no ejercen sino jurisdicción civil 
restrinjida, y bajo este punto de vista se reduce las 
mas veces á una jurisdicción voluntaria sobre sus na- 
cionales, y un simple arbitraje en los negocios liti- 
giosos, civiles ó comerciales." Ouide practique des 
consulats Liv. 1 cliap, Ipáo. 9. 

¿Cómo asevera,' pues, el honorable señor Garrón, 
que los cónsules son la única autoridad competente 
para juzgar las trasgresiones de cualquiera naturaleza? 
No puede ser mas cat^órica la doctrina general 
respecto á las atribuciones judiciales de los cónsules. 
Olerq pertenecía al Ministerio de Kelaciones Exte- 
riores dé Francia y bajo los auspicios del Ministro 
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fué publicada su obra en 1858, fecha notablemente 
posterior á las ordenanzas de 1833 y al dictamen del ^ 
Oonseío de Estado de 20 de Noviembre de 1806. 

Laferríére en su Droit PuhUc p. 369 dice termi- 
nantemente: — "Lajurísdiction des Consuls est oivile 
"mais¡non1cbiminei,le, soul dans les échelles du Levant 
"et de Barbarie, et dans la Chine, ou la difference de 
"religión á fait établir par les capitulations et les 
"traites le droit de justice criminelle en favour des 
"consuls de France," Ley de 28 de Mayo de 1836 y 
Leí/ de 8 de Julio de 1862 art. 6^ 

Se vé, pues, que la diferencia de religión en Asia 
y África na hecho establecer el derecho de justicia 
criminal á favor de los cónsules franceses. 

Por autorizada qu^ sea la aseveración del respeta- 
ble sefíor Garrón, no trepido en afirmar que en nin- 
gún Estado cristiano de Europa ó América ejercen 
los cónsules jurisdicción criminal, ni por consiguien- 
te pueden juzgar los delitos ó atentados cometidos 
en tierra ó á bordo de los buques de sus respectivas 
naciones. 

Hay cónsules en Lima que no pueden imponer si- 
quiera una simple multa pecuniaria á sus nacionales. 
Y tan cierto es lo que llevo expuesto, que apesar da 
la resolución favorable del gobierno néruano, ni el 
mismo señor Garrou, ni el vice-cónsul de Italia en 
el Callao, juzgarán á los reos del "Emilio Rondanini," 

Al citar las comunicaciones del honorable Encar- 
gado de !N'egocios de Italia, me he ateqido á la tra- 
ducción que publica el periódico eficial de Lima nú- " 
mero 53 íom. 56. Siento no haber visto el texfo ori- 

final, pero desde luego noto una especie de contra- 
iccion entre el despadio de fecha 25 de Setiembre y 
el de 23 de Noviembre del afio anterior. Hablando 
s^ señoría en el primer oficio de los marineros presos, 
dice que "tanto por los principios del derecho marí- 
"timo internacional, cuanto por la legislación de 
"cada Estado, á la nación á que pertenezca el buque, 
"compete esclusivamente el juicio y castigo de los 
"delincuentes." 
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Y refiriéndose en el segundo d^pacho á los mis- 
mos presos, pide qne el gobierno peruano declare 
que — "las autoridades del pais reconozcan la autori- 
"dad consular italiana como la única competente 
"para juzgar de las trasgresiones de cualquiera na- 
"turaleza que puedan ocurrir á bordo de los buques 
"italianos &." 

Si á la nación, cuya bandera lleva el buque "Ron- 
danini," compete esdim^amente el juicio y castigo 
de los reos, es claro que éstos senán ] uzeados y casti- 
,^ados en Italia, pero si los cónsules italianos son la 
imica autoridáa Gompetente para juzgar las trásgre- 
sienes de cualquiera naturaleza, no hay duda que di- 
chos reos deberán ser juzgados y sentenciados en el 
Perú. Los cónsules residen aquí y no en su pais. 

Como quiera que sea, no hay duda de que el ho- 
norable señor GFarrou ha fundado su reclamación, 
según sus propias palabras, en las leyes de cada Es- 
tado y en los principios del derecho marítimo inter- 
nacional. ^ 

Si por cada Estado se entiende todas las naciones, 
esta razón se halla comprendida en la otra relativa 
al derecho internacionai; pero sise ha querido hablar 
solamente del Perú y de Italia, la referencia es in- 
exacta. 

Los fiscales de la Corte Suprema piden queseabra 
competencia ar Supremo Gobierno, por la resolución 
de 28 de Febrero, en cuanto hiere la ¡nrisdiocion del 
poder judicial: esto prueba que nuestra legislación 
reconoce en^ los juzgados y tribunales peruanos el 
derecho de juzgar los delitos cometidos en el territo- 
rio de la República. 

Y por lo que hace á Italia, el solo hecho de haber 
convenido, en la convención con el Brasil, que los de- 
litos perpetrados á bordo de buques mercantes surtos 
en los respectivos puertos, fuesen justiciables «por la 
autoridad local, está probando que la legislación ita- 
liana es opuesta á la doctrina que asienta el señor 
Garroif. En las demás convenciones celebradas últi- 
mamente con España, Francia y el Perú, no se priva 
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tampoco á las autoridades territoriales del derecho de 
juzgar los delitos 6 crímenes cometidos á bordo. 

Si así fuese, seria preciso convenir en que la legis- 
lación italiana es contradictoria ó que carece de uni- 
dad de principios; pero ni aun entonces habría podido 
acogerse á ella el señor Garrou, por el misipo hecho 
de que no era uniforme. 

Los cónsules italianos no tienen, pues, jurisdicción 
criminal en el Perú, ni son autoridad competente 
para juzgar las trasgresiones de cualquiera naturale- 
za. La justicia pen^ exige algunas veces el empleo 
de la fuerza, y ningún gobierno que se respete con- 
vendria en poner la fuerza pública á disposición de 
los cónsules para la ejecución de sus sentencias. 

Verdad es que la falta de conocimiento exacto 
de los pueblos sud-americanos hace que nos juzguen 
en Europa en condiciones análogas á las Indias Orien* 
tales: el gobierno de las Tullerías ha pretendido 
alguna vez que los franceses en el Perú tuviesen 
juzgados especiales nombrados p«r su soberano, co- 
mo si nosotros estuviéramos en el caso de las tribus 
errantes del Máscate ó del Hindostán. 

Y esta tendencia no solo está revelada en los carto- 
nes diplomáticos, sino hasta en las cartillas consu- 
lares de Francia. "Los cónsules generales que tene- 
smos en el Cairo, Túnez y Trípoli [dice Martens] 
"en las capitales de diversas repúblicas de la Amé- 
"rica Meridional, así como, si no me engafío, en Can- 
"ton y Manila, llevan igualmente el título de En- 
"cargado de Negocios &." Chiide dvplomatique ¡pá- 
gina 256. 

Y como este hecho está evidentemente probado 
por la experiencia, no cabe duda que Francia nos 
coloca casi en la misma condición de los pueblos de 
Manila, Cantón y otros de Asia ó África, 

Existen sin embargo, publicistas muv distingui- 
dos que opinan porque se conceda á los cónsules 
jurisdicción civil y criminal con ciertas y determi- 
nadas restricciones; pero además de que son pocos 
y que sus opiniones particulares contradichas por la 
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práctica constante de los Estados europeos y ame- 
ricanos, no forman cuerpo de doctrina, los mismos 
autores reconocen la jtirisdiccion privativa del 80- 
ierano territorial. 

El mas distinguido escritor de derecho marítimo 
moderno, el que concede á los buques mercantes de- 
recho propio de territorialidad aun en los puertos 
extranjeros, Hantefeulli, piensa que debe darse á los 
cónsules jurisdicción civil y criminal respecto á los 
hechos de los nacionales á bordo de los buques de su 
pais, siempre que no sea turbado el orden público y 
que aquellos hechos no interesen las relaciones dd 
navio, 6 las de los marineros con la Nación donde se 
hallen, pero agrega que la jurisdiccjion pertenezca al 
cónsul y privativamente alas autoridades locales en 
los lírmtes determinados por su propio soberano. 
[Histoire du Droitmaritime internacional pag. 478.] 

Desde que el soberano del territorio es el que de- 
termina los límites de la jurisdicción que se conceda 
á los cónsules, claro es que su derecho es acatado y 
que la determinación presupone un convenio espe- 
cial. 

Siempre, pues, varaos á parar á las convenciones 6 
tratados especiales que constituyen el derech© de gen- 
tes positivo. 

Pero no habiendo un tratado internacional que 
defina y precise clara y terminantemente la esterrir 
torialidad de los buques mercantes ó la jurisdicción 
civil y criminal de los cónsules, los casos ó ejempla- 
res particulares no son de autoridad muy abonada: 
las palabras sacramentales de "principios de derecho 
marítimo," los hechos aislados y muchas veces pro- 
venientes de la debilidad de los gobiernos, de la in- 
competencia de los hombres públicos ó del temor de 
complicaciones externas, no pueden servir de regla 
para sentar un principio general. 

Ya hemos visto cual es el sentir de los mas acredi- 
tados publicistas en la materia que nos ocupa; pero 
6i todavía quedase la menor duda al muy Honorable 
señor Garrou, ocurriré á los vastos arsenales de la 
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glorioea Italia, cuyas armas*no serán por cierto recha* 
zadas por bub agentes en el Perú. 

Azuni y Lampredi, publicistas de nota en las cor- 
tes europeas y ae gran respeto en las Universidades 
italianas, niegan terminantemente la esterritoriali- 
dad de los buques mercantes y los someten á juris- 
dicción local. Él fundamento de sus doctrinas, obser- 
va Hautefeuille {Nationa neutres tom. Ipag. 296) se 
reduce á la siguiente argumentación: El navio no es 
una porción del territorio del soberano cuyo pabellón 
lleva, porque desde que ha llegado á los puertos, ra- 
das y a^uas extranjeras, está sometido á la jurisdic- 
ción del pueblo propietario local: esto sucede con 
cualquiera otra porción de territorio, porque es im- 

Sosible admitir que un mismo territorio esté sometí- 
o á dos soberanías diferentes. AbuuÍj Derecho ma- 
rítimo de la Europa^ tom. 1^ CQ(p. 3, mt. 7 y tom. 29 
ca¡p. 39 art. ^^ pwrrafo 8. Lampreáis Comercio de 
lo9 neut/ros párrafo 10. 

Del mismo modo piensan Wolff, Jenkinson, Orto- 
lan, Oaucliy y otros célebres publicistas. 

Con el interés de fundar sus conclusiones, cita el 
Dr. Barrenechea, la autoridad de Ortolan [Lib. 29 
cap. 10] para decir que — "existe una situación in- 
"termediaria que si no es la de los buques de guerra, 
"tampoco es la de los simples particulares y que deja 
"su respectiva pwrte de atribuciones á dos soberanías 
"diferentes." 

Pero de este período no se sigue que los buques de 
comercio gocen del derecho de esterritorialidad ni 
mucho menos que el autor piense en esta materia co- 
mo el sefior Barrenechea. £1 mismo Ortolan en el 
ZíJ. 29 cap. 10 tom. 1.^ de su Diplomatie sur la mer 
concede solo á los buques de guerra la esterritoriali- 
dad y niega terminantemente este privilegio á los bu- 
ques mercantes. 

Esto prueba que no bastan algunas palabras aisla- 
das de un autor para prejuzgar sus opiniones. En- 
tiendo que nuestro ilustrado Ministro no aceptará la 
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autoridad de Ortolan pam fundar la teoría de terri- 
torialidad de la marina mercante. 

Igual e<^ui vocación ha padecido su señoría al invo- 
car el testimonio de Wheaton y el hecho del buque 
americano "CreoUe" para deducir la conformidad de 
la lejislacion de Estadas Unidos y Francia, en oposi- 
ción á la Inglaterra. 

Hé aquí las palabras de Wheaton: "Los buques 
"mercantes de cualquier Estado que entren en los 
"puertos de otro Estado, no están exentos de la ju- 
"risdiccion local á menos de una Convención expresa 
*V solamente en lo que se halla establecido en ella. 
1/roit international. Lib. 1.® pag. 120. 

Así, pues, el Dr. Wheaton reconoce la autoridad 
de la jurisdicción local, y desde que exije la necesi- 
dad de un tratado previo para que pueda ser limita- 
da, es claro que no atribuye á los buques mercantes^ 
privilegio de territorialidad. 

^ El mismo publicista agrega {loo, cit.) Estos prin- 
cipios de derecho de gentes marítimo han sido reco- 
nocidos j>or la Corte Suprema de Estados Unidos 
deAm4rica^ en la cuestión -de un buque americano 
tomado y convertido en navio de guerra por orden 
de Napoleón I. Esta nave fué reclamada por el pro- 
pietario cuando llegó con pabellón francés á Fila- 
del^a. 

£1 Presidente de la Corte Mr. Marchall adujo en 
BUS conclusiones los principios siguientes: La jvH^- 
dicción de los tribunales de justicia es una rama de 
la que posee la Nadon como potencia solera/na é in- 
dependiente. La jurisdicción de la Namon en los lír 
mztes de su territorio^ es necesoAno/mente exclusiva y 
absoluta^ y no puede ser limitada sino por el consen- 
timiento de Id Ilación misma. [Loe. cit.] 

iQué respondería el Gobierno peruano si al abrir 
la competencia adujese la Corte Suprema de la Re- 
pública estos principios! 

Hemos dicho que se ha equivocado el sefior Bar- 
renechea al creer que la lejislacion de Estados üni- 



Digiti 



zedby Google 



— 92 — 

dos es igual á la francesa respecto á los baqnes icer/ 
cantes, y he aquí la prneba. 

Habla el mismo doctor Wheaton: "La jnrispru- 
"dencia marítima reconocida en Francia, por lo que 
"hace á buques mercantes extranjeros que entran en 
"puertos franceses, no parece dcorda/rse con los prin- 
"cipios establecidos por la decisión de la Corte Su- 
"prema de Estados Unidos que acabamos de citar; 6 
"para hablar mas correctamente, exceptuando la le- 
"jislacion francesa estos baques del ejercicio ^ de la 
'jurisdicción del pais, lea concedemos grandes mmu- 
^^nidades que las exigidas por los principios gene-- 
^^rales del derecho vnternoKdonal. [Droit intern. 
pág. 129. et 130.] 

El hecho del navio OreoUe de que se hace referen- 
cia, no prueba tamj^oco que los Estados Unidos re- 
conozcan la territorialidad de los buques mercantes, 
ni que en el curso de este asunto se haya procedido 
coniorme á la doctrina francesa. 

La cuestión á que ha dado origen los delitos come- 
tidos en la "Eondanini," se concreta á los buques 
mercantes surtos en las aguas de una potencia ex- 
tranjera, y el "OreoUe" fué tomado en alta mar: 
Francia é Inglaterra habían celebrado diversos tra- 
tados para arreglar el ejercicio de derecho de vi- 
sita en tiempos de guerra y de paz. Las conven- 
ciones de 1831 y 1833 determinaban los pormenores 
de la visita, pero dieron origen á desagradables emer- 
gencias, y fueron anulados mucho tiempo después: 
mas por la convención anglo-francesa de 29 de Ma- 
yo de 1845 quedó definitivamente asimilado el tráfi- 
co de negros {la traite) á la piratería. El "OreoUe" 
llevaba un cargamento de negros. 

Ahora bien, ios Estados Unidos negaron su adhe- 
sión á los principios expuestos en aquellos tratados, y 
Sor eso no estuvieron obligados á respetar la captura 
el "OreoUe." Posteriormente ^se han resistido tam- 
bién á aceptar el principio moderno de la abolición 
del corso, propuesto por Francia en el Congreso de 
la Paz. [Tratad, intern. de 16 de Julio de 1856,] 
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jY todavía se dirá qne hay identidad de doctrinas 
en Francia y Estados Unidos respecto á buques mer- 
cantes? Si los Estados Unidos conceden el privilegio, 
qne no derecho, de territorialidad á los Buqnes de co 
mercio. — iCómo se explica su tratado con Chile (16 
de Mayo de 1822) respecto á Ja visita de esos mis- 
mos buques? 

La prensa de esta capital ha publicado una reso- 
lución suprema de 80 de Setiembre de 1853, y un 
despacho del sefior Ministro Tirado mandando poner 
á disposición del Ministro Plenipotenciario de asta- 
dos Unidos, los marineros del ouque "Deffaince," 
presos por haber herido á su capitán M. Oerran. 

Prescindiré de la situación política del Perú jen 
1853, de la ingerencia del Ministro de una nación 
poderosa, y de los vehementes deseos de no tener 
cuestiones con Estados Unidos cuya amistad era de 
gran valor en esas circunstancias. 

No haré tampoco mérito de la peregrina idea de 
poner los presos á disposición de un agente diplo- 
mático habiendo cónsules de Norte-América en Li- 
ma y el Callao. 

lie limitaré únicamente á exponer que el Minis- 
terio peruano procedió mal, sacrificando la jurisdic- 
ción nacional; y que el juez del Callao procedió peor, 
obedeciendo al Gobierno para cortar ex-ahrv/pto y 
contra la ley un asunto mb-jud/i'Ce. 
-El Tratado de amistad, comercio ^y navegación 
ue los Estades Unidos habian ajustado con el Perú 
_26 de Julio de 1851] no decia una palabra sobre 
delitos comunes perpetrados á bordo, ni limitaba la 
jurisdicción del pais en el caso á que n^e refiero. 

Convengamos, pues, en que el derecho internacio- 
nal, y la práctica de las naciones cristianas, recono- 
cen y respetan la jurisdicción local, tratándose de 
buques mercantes. He citado ya la opinión de los 
mas ilustres expositores de Derecho de Gentes, pero 
no puedo menos de copiar las terminantes palabras 
del publicista Laíferriere en su Droitpublic. Liv. 1 
pág. 370. 
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^^En,U8 paisea orüU(moB solo la (mtoridad del 
^^paÍ8 donde él crimen ha sido cometido tiene el dfe- 
^'recJio de represión: el empleo de la fuerza pública 
"ee un acto de soberaaía que no puede ser concedido 
"á loB cónsules, sino por tratados positivos. Elprin- 
"cipio de nuestro código [el francés] sobre que las 
"leyes de policía y seguridad obligan á todos los qjie 
"habitan el territorio, es un principio de derecho 
"común," 

Pof lo demás, no participo de las aprensiones de 
algunos, respecto al menoscabo de la dignidad na- 
cional por la resolución suprema de 28 de Febrero. 
Desde que haya reciprocidad absoluta en las conce- 
sfones, queda salvo el honor de la Kepública. 

Lo que deberemos examinar es, si á pesar de todo, 
reportamos alguna ventaja ó utilidad manifiesta, con 
la resolución supradicha; si es posible hacer efectiva 
la reciprocidad que demandamoá; y si hay unidad 
de principios ó conveniencia entre nuestra legisla- 
ción interna y lo resuelto acerca de la exterritoriali- 
dad de Iqs buques mercantes. 

Es indudable que las naciones que cuentan con 
escuadras poderosas y numerosísimos buques de co- 
mercio como Inglaterra, Estados Unidos ó Francia, 
tendrían posibilidad de hallar oportunamente buques 
de guerra ó mercantes para la conducción de los reos: 
pero si el delito es nerpetrado en países remotos ha- 
bría que tocar con la dificultad del regreso de esos 
buques, sobre todo, cuando es natural que no modifi- 
quen el itinerario del viaje por razón del objeto con 
que salieron de su propio país. La demora solamen-^ 
te del juicio embaraza la pronta represión del delito, 
contrariándose _así el mas obvio principio de filosofía 
penal. 

Por esto es que los Estados que poseen territorios 
en otras regiones distantes, establecen en ellos tribu- 
nales de justicia: y^-si no tienen derecho territorial, 
1)rocuran obtener del soberano el privilegio de crear- 
os, como sucede en la Turquía,' en los rrineipados 
Danubianos etc. 
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Las leyes francesas de 28 de Mayo de 1836 y 8 de 
Julio de 1852, determinan los procedimientos judi- 
ciales de los cónsules en las escalas de Oriente por 
delitos y crímenes que cometan los franceses ó loa 
naPuralea del higa/r. El pónsul forma una especie de 
tribunal de 1.^ instancia con personas notables del 
pueblo, y si el delito merece pena aflictiva 6 infa- 
mante, es enviado el reo al Procurador general de 
la Oórte de apelaciones. Las causas provenientes de 
los consulados de Levante, van á la Corte de Pon- 
dichery, y las de la China, á la Corte de Aix. 

El Gobierno del Perú, si no me engafío, es el pri- 
mero, por no decir el único en América, que cede la 
jurisdicción del pais por delitos cometidos á bordo 
de buques mercantes en su propio territorio. — ¿Y 
cuáles son los Tratados positi/vos que hemos celebra- 
do á-este respecto con las demás naciones? — ^Ningu- 
IM): no tenemos siquiera un cOdfgo consular. 

Supongamos que algún marinero de un bugue pe- 
vruano surto en ios puertos de Francia, Italia 6 la 
China, diese de puñaladas ó matase á cualquiera de 
sus compañeros ó al capitán mismo — ¿^ue harían 
nuestros respectivos cónsules? Se constituirían jueces 
ordinarios del reo para sustanciar el sumario, senten- 
ciarlo y ejecutar la sentencia? — Las leyes del Perú, 
las de Francia, Italia y las inglesas no permiten tal 
cosa. Además, la legislación peruana no autoriza á 
ios cónsules ni aun para seguir súmanos informati- 
vos en casos de delincuencia. 

Habrá, pues, necesidad de someter al reo á nues- 
tros juzgados y tribunales; pero ¿de qué modo se ve- 
rifica la remisión del culpado? Ni los dueños ó capi- 
tanes de buques que vienen por el Cabo, ni las com- 
pañías de vapores postales convendrán en mantener 
á bordo huéspedes criminales, y mucho menos en 
correr con la responsabilidad de los trasbordos en al- 
gunos puertos. Luego hay que esperar que llegue á 
Europa ó 'Afeia algún buque de guerra peruano. — 
lEfi esto admisible? 

Sin parar mientes en que los gobiernos europeos ' 
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no consentirán la prisión indefinida de los reos pe- 
ruanos; 'sin traer á consideración que el preso no 
Euede viajar solo ó sin guardianes, y que habría que 
acer considerables gastos para que viniese al Perú; 
Euede acontecer que la culpabilidad provenga de de- 
tos que no sean tan graves, como heridas, robos sin 
fractura, ú otros actos que por nuestras leyes merez- 
can penas de cárcel, arresto mayor ó menor, cuyo 
término mínimo eff de seis dias. — Y será posible em- 
prender por tales hechos un largo viaje por un tiem- 
po mayor que el de la reclusión ó pena impuesta por 
el delito? — ^Y si el reo resultase absuelto o inocente, 
aun cuando se tratase de un crimen? El viaje y los 
gastos eran inútiles, pero la libertad del ciudadano 
y las garantías individuales quedaban irremediable- 
mente violadas por mucho tiempo. 

Esto quiere decir privar al poder local del derecho 
de represión de asuntos criminales. 

Por otra parte, como la simple captura del reo, ó 
BU presencia en Lima, no bastaría para la prosecución 
del juicio, seria preciso tomar las declaraciones pre- 
ventivas 6 indagatorias al capitán, marinero^ ú otras 
personas que resultasen citadas en el proceso: en este 
caso ó habría necesidad de que dichas personas 
volviesen con el reo, lo que es absurdo, ó esperar 
buenamente el regreso def buque, lo que dilataría el 
juicio y la prisión, falseándola jurisprudencia penal. 

No puede salvar este inconveniente el remedio de 
los despachos exhortatorios, 19 porque estos se libran 
6 someten á jueces y no á cónsules: 2? porque duran- 
te el tiempo que tardaría en ser diligenciado el des- 
pacho, podría suceder que el buque á cuyo bordo ee 
cometió el delito, ó las personas aludidas, estuviesen 
navegando ó en otra parte: y 39 finalmente, porque 
no podemos encomendar á nuestros cónsules diligen- 
cias sumarías que presuponen juicios en comisión. 

^De gué modo, pues, se hace efectiva la reciproci- 
dad? Si el Perú tuviese posesiones territoriales en 
Europa ú otros puntes distantes, tal vez podria refe- 
rirse el conocimiento de los juicios ala autoridad pe- 
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mana rmnA^ inmediata^ pero . cnaiido bt jarisdíocíoB 
nacional no pasa ctejinestras costas ó marea litoralee^' 
laicoüdieion de reciprocidad en ^ne se apocan las 
ooachtsiones supremas, es irrealizable de nuestra 

Todo tratüdo internacional llesráeorisigok posibi^ 
lida'd ide sn* cumplimiento^* j . debe &i'Q(&me en ]>as * 
ventajasjpositivafe'quB seprcmonén Ibe contratantes; i 

Lo&' códigos peruanos conneren á nuestros jueces 
jurisdicción civil y criminal en los límites de sus res- 
pectivas Provincias,— ¿Qué harán los juzgados infe- 
riores cuando tengan noticia de haberse perpretado 
un homicidio á bordo de buques mercantes surtos en 
nuestros puertos? 

Conforme á la ley peruana deben expedir un auto 
cabeza de proceso y proceder al sumario: conforme á 
la resolución suprema de 28 de Febrero deben abste- 
nerse de todo procedimiento. Hé aquí, pues, un con- 
flicto, {Y puede el gobierno modificar y derogar las 
leyes del Estado? 

En todo caso, las resoluciones internacionales tie* 
nen que respetar la lejislacion interna de cada país 
— mas claro: la razón, la justicia y la naturaleza de 
los deberes mutuos exigen la uniaad de principios en 
el derecho positivo. 

De otro lado, el gobierno que declara la incompe- 
tencia de las autoridades del pais respecto al conoci- 
miento de los delitos perpetrados á bordo, no ha di- 
cho nada acerca de la nacionalidad del bucjue por 
bandera, ó por la del capitán ó duefio de dicho bu- 
que. Los publicistas no están acordes en este punto. 

Si el cónsul del pais en que reside el dueño del 
buque, y el cónsul compatriota del capitán ó su re- 

{ Presentante, pretendiesen conocer exclusivamente de 
os desórdenes ó detitoa suscitados á bordo, — ¿Qué 
harían las autoridades locales si ambos cónsules re- 
clamasen á la vez el auxilio do la fuerza?^ Véase á 
Siegfried Weis — Oode du oUroit mariiine internatio- 
noTlib, ^pág. 205. 
Muy adelante nos llevaría el análisis severo de la 
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resolncion enprema ya mencionada; pero como el ob- 
jeto-principal de este escrito ha sido manifestar que 
el artícnlo 17 do nuestra conyencion con Italia no 
priva al poder local del conocimiento de los delitos 
cometidos á bordo de bnqnes mercantes snrtos en 
agnas territoriales, hemos debido limitamos á expo- 
ner el sentido de dicho articnlo, la mente de los ne- 
gociadores, la opinión del gobierno italiano, y la doc- 
trina de los publicistas en tan importante materia. 

Lns MsoNEs. 
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Conducta del Gobierno en este ascinto. Celo del Ministerio fiscal desconocido 1 
ahora. Principios genérale^ sobre jurisdicción territorial. I>octrína incompleta da 
F«dlix sobre la materia. Enmienda de sn comentador, Besolncion del Gonseiio da 
Estado en 1806, Exposición de los principios ane rigen en Francia sobre esta ma' 
teria, por M. Qrtolan, profesor de Derecho Penal. Caso del *'Tempeet," sn aprecia- 
ción. Opiniones del Fiscal General Snpin, del Yocal de la Suprema Corte de nnli- 
dad Foucher y del Fiscal seflor Ureta. Ordenanza de 29 de Octubre de 1833, Decreto 
de 24 de Harzo de 1852 y exposición del Ministro de MarinaCDucos. Ellos no han 
derogado sino modificado la ordenanza do 1833. Verdadero oar&cter de esta Orde* 
nanza. Ella no es una tentativa sino cuando no hay Tratados; y en este caso se co- 
mienza por ofrecer lo que ha declarado el Gobierno del Perú. 

Antes de entrar en el fondo de la cuestión, séanos 
permitido manifestar la seguridad que tenemos de 
que los espíritus imparciales yerán que en ella la 
conducta del Gobierno ha sido guiada por la buena 
fé política y por la lealtad internacional. 

El honorable sefíor Encargado de Negocios de Ita- 
lia dirijió al Ministro de Relaciones Exteriores una 
reclamación; y éste, que no quiso resolverlajigera- 
mente, oyó para ilustrar su juicio', al sefíor Fiscal de 
la Excma. Corte Suprema. No conformándose con 
su dictamen, ni queriendo proporcionar ala Legación 
italiana uno de esos triunfos difíciles y tardíos de 

Sue guarda la República bien tristes recuerdos^ el 
linistro de Relaciones Exteriores expuso su opinión 
al Presidente de la República y al Consejo deMinis- 
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troB. Si no se hubiesen aceptado sns ideas, él habría 
tenido la grata satisfacción de renunciar el Ministe- 
rio: pero tuvo otra, que si no le permitió dejar, con 
mucho placer, en mas hábiles manos, lagartera de 
Belaciones Exteriores, 1^ proporcionó la oportunidad 
de realizar un acto de justicia, de lealtad intemaeio.- 
nal, de verdadero progreso y de conveniencia tras- 
cendental. 

El Ministerio Fiscal que, en otros tiempos, no ha 
reclamado ni las prerogativas del Poder Judicial ni 
el mantenimiento del !roder Ejecutivo en su le^tima 
esfera, teniendo hoyen el señor TJreta un inteligente 
y celoso intérprete, ha pedido la reconsideración del 
supremo decreto que ordena la ejecución de un tra- 
tiíqp. Por ííltim Plen'jipotéhciario que. firmó la 

cpvi^éwxQJ} que sp lí^ man£Ud.o cumplir, ataca tam- 
l>i^ lia^ré6olu.cioA del Qobíemo. 

S. E. el Presidente ha declarado sin lugar la recen- 
Biáetatíoiij^édí^íá por el s^or Fiscal; pero» estiman- 
do sjá; reclamación en lo qij^e ^lla valQ,,parQcenoB con • 
veojóftte darle uiva: contestación» La posición y el 
mérito del se£k)ip Mesones imponen el mismo deber. 

El señor Ureta comienza su exposición enunciando 
principios generales sobre jurisdicjcípn territorial, y 
cita para ello á FoUx, al Presidente Márslíiall y á 
Whea ton. Todos ppioan porque la jurisdicción se 
ek'tíéhde'á todas, las partes del territorio, excepto el 
caéb de estipulación en contrario. Según esto, las 
cuestiones suscitadas por la resolución del Gobierno 
q^ueáan en pió, porque precisamente se trata de síe^- 
b^ si lo que pasa en el interior de un bujiue mer- 
caútio esta sujeto á la jurisdicción del pais y si los 
tratados vijeñtes lo exceptiian de ella. A íin de exa- 
minarlas .detenidamente y, de manifestar nuestras 
ideas sobre ellas, apreciaremos los principales argu- 
mento^ de los sefíóresUretáy Mesonesy luzgarémos 
la cuestión bajo su aspecto positivo, Foelix, á quien - 
cita cliBeñor Fiscal y cuya obra está destinada al es- 
tudio del derecho internacional privado y no públi- 
co, trata ligeramente la cuestión; y su erudito c#- 
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mentador dice: "[p. 2587 1^]. En lo relativo á los 
"buques mercantes q[üe se hallan en puerto estran- 
"gero, M. FcbUx no indica una distinción qno se ha 
"hecho siempre en Francia y que está consagrada 
"por la opinión del Consejo de JSstado de 20 dé No- 
"^'viembre de 1806, cuyo texto copia en seguida. Des- 
"pues, dice el comentador, que este asunto está ad- 
"mirablemente desenvuelto en losEleihentos de Dé- . 
"recho Penal de M. Ortolan." Este eábio profesw de 
la Universidad de París, que empleo 10 afíbs en la 
composición de su obra, fruto de 19 jafíos de ense- 
ñanza y que no podia ser guiado .por ninguna preo- 
cupación diplomática, dice, ocupándose de los bu- 
ques mercantes, que, aunque no forman parte del 
poiier público dé síi pais, están colocados bíyo \^ 
nacionalidad de él y que son como una íiabita9ÍQn 
flotante que lleva en su seno la organizaciou y el 
régimen de las leyes que han recibido. Esta consi- 
deración ha causado en los espíritus perplejidades 
contrarias, suscitado dudas y hecho buscar alg¿íi 
otro temperamento con cuya ayuda se consultase 
mas el derecho dé imperio de la autoridad local. Él 
uso dominante y que debe acabar por prevalecer 
unánimemente en la aplicación del Derecho ¿^ 
Gentes, es el que seguimos en Francia. En segui- 
da el autor fija, como regla el parecer del Consejo de 
JEstado de 1806 [textualmente]. **En cpnsecuenpiá, 
"hallándose un buque mercante extranjero situaij^ 
"en nuestros puertos ó aguas territoriales, dejáiiios 
^^al poder penal y á la jurisdicción del Estado á que 
"pertenece el buque, no solamente los delitos de ser- 
"yicio 6 de áisdfiinB.puraménU interiores^ respecto 
"de los cuales nos hallamos evidentemente dosnndos 
"de todo.in teres, siíio aun* los crímenes ó delitos Sé 
''^Derecho Coirmín cometidos á bordo dé estos búíjfufeé 
"entre gentes de la tripulación solamente, siempre 
"que er socorro de la autoridad no haya sido reclá- 
"niado ó que la tranquilidad del puerto no esté coná- 
"prometida." Por reciprocidad,' dice dicho autor, 
^-íeclaraáínos el misnjo trato y la observancia del 
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'"mismo derecho respecto de los hechos cometidos á 
"bordo de nuestros buques mercantes en los paises 
"extrangeros. En este sentido están concebidas las 
"instrucciones públicas qne reciben nuestros agentes 
"diplomáticos o consulares, y en ese sentido deberán 
"nuestros Tribunales juzgar la cuestión, de saber si 
"los hechos de que se trata serán considerados como 
"delitos cometidos fuera del territorio ó en el terri- 
"torio. En términos técnicos se dirá, por los que ad- 
"miten semejante lenguaje, que el buque mercante 
"goza, para ciertos hechos, del privilegio de la ex- 
^^territoriaUdad y para otros no." En seguida y ocu- 

S ándese del caso del "Tempest," de la requisitoria 
el Procurador General Dupin y de la sentencia de 
la C6rte de Casación, que son el Aquilesdel escrito 
del señor XJreta, dice que todas las circunstancias 
concurrían á mantener la jurisdicción local, que de 
la sentencia de la Corte de Casación no habia nada 
que concluir mas allá de las doctrinas practicadas en 
Francia, las que pueden reasumirse así: — "nuestra ju- 
risdicción territorial no puede desprenderse de lo que 
toca á los intereses del Estado. Si tratados públicos, 
<íomo los hay en efecto, hubiesen arreglado este pun- 
to, sus disposiciones deben ser observadas respecto 
de las partes contratantes. Zas que existen son^ por 
otro lado, confor^nes con la doctrina que acahamos 
de exponer. ^^ (Droit Penal). 

Besulta pues, que la ^resolución en el caso del 
"Tempest" no derogó ni pudo derogar la legislación: 
de Francia. El parecer del Consejo de Estado de 
1806, aprobado por el Gobierno imperial y baso dé 
esa legislación, subsistió, lo mismo que la ordenanza 
de 1833; y, segnn ambas resoluciones, las vías de he- 
cho, delitos ó C7*imenes cometidos á bordo de' un bu- 
que entre gentes de la tripulación, sin que se altere 
la tranquilidad del puerto, solo son justiciables por 
el país á que pertenece el buque. 

En el caso del "Tempest", la tranquilidad del 
puerto habia sido profundamento turbada y, además^ 
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se había solicitado el ejercicio de la aato;ridad terri- 
torial. 

La opinión del Vocal Foucher, del Procarador Ge- 
neral Diipin, y^ del señor TJreta, nopneden modificar 
las leyes ni la jurisprudencia. M. Diipin es iin sabio 
jurisconsulto; pero no está reputado como autoridad 
en materia de Derecho de Gentes. Elsefíor Ureta, 
á pesar de su experiencia adquirida cuando fué Mi- 
nistro de Relaciones Exteriores, ha querido partici- 
par de las exageraciones del sabio Procurador Gene- 
ral, quien; preocupado de la soberanía jurisdiccional 
y territorial, no tuvo, tal vez, en consideración los 
principios del Derecho internacional. Sin descono- 
cer, porque no pueden desconocerse la resolución del 
Consejo de Estado, la ordenanza de 1833, la lejisla- 
cion y la jurisprudencia de lá Francia, se opina porque 
todo crimen altera la tranquilidad pública. Este es 
el principio y el fin de la exposición del señor üreta: 

f>ero, si es así, ¿cuáles son los crímenes ^ue no alteran 
a tranquilidad pública? La contradicción en las ideas 
es tan grande que viene á revelarse de una manera 
notabilísima en las palabras mismas. 

La doctrina del profesor M. Ortolan queda pues 
en pié y ya se sabe cuales son su alcance y su conte- 
nido. Los tratados existentes con la Francia la con- 
sagran; y entre esos tratados se hallan los celebrados 
con Italia, con los Estados Unidos y con el Perú. 
El señor Mesones dice que la resolución del Consejo 
de Estado de 1806 se referia en muchísimos puntos 
á los cónsules de Oriente: pero no es así. Esa resolu- 
ción se dicto á consecuencia de los casos del "Nevr- 
ton" y del "Sally" en Marsella y en Amberes. El 
mismo señor dice que la ordenanza de 1833 está mo- 
dificada por resoluciones del segundo imperio, sin 
decir cual és la modificación,, y pone entre paréntesis 
1852 y 1858. Se dá á entender, sin decirlo, que el 
artículo 22, por el cuál se declara que la autoridad 
local no debe conocer de los delitos ó crímenes come- 
tidos entre gentes de la tripulación, sin que se com- 
prometa la tranquilidad del puerto, ha sido modifi- 
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cado. Esto no es cierto. El decreto de 24 de Marzo 
de 1852 sobre la disciplina y el régimen penal de la 
niiirina mercante, que reviste un carácter dictatorial, 
porqne fué dictado por el PríncipePresidente, no ha 
liedlo tal derogatoria. 

Después de la exposición del Ministro de Marina, 
Th. Ducos, en la cual se trata de fnanifestar la noce- 
fiidad de inétituir tribunales especiales para las fal- 
tas, delitos ó crimines cometidos á bordo en cual- 
^fd^a localidad, en «Ita mar, en los puertos de Ffñ^^ 
ú% b en ios puertos extrangeros; so clasifican en ^ I 
artículo 1? ms faltas, los delitos y los crímenes, y eft 
el segundo se dice que quedan sometidas á las reglas 
de orden, de servicio y de disciplina, establecidas ea 
los buques mercantes, y susceptibles de sufrir las pe- 
nas determinadas^ por el decreto, á causado las faltas 
de disciplina, de los delitos y crímenes enunciado», 
todas las personas embarcadas, desde el dia de su ins- 
xíripcion hasta su desembarque administrativo. Lejos 
de dejarse á Jas autoridades locales el conocimiento 
de los delitos cometidos á bordo, se instituyeron tri- 
bunales especiales para juzgarlos, los qué, sea dicho 
de paso,no han llegado-á establecepse. Así, ese de- 
creto no prueba nada de lo que ha querido decir el 
señor Mesones. Mas aun, en la circular de dicho Mi- 
nistro de 27 de Marzo del mismo aSo sobre el ante- 
rior decreto, se mencionan los artículos de la ^cde- 
nanaa de 1833 que quedan derogados y no se com- 
prende entre eltofe el artículo 22. La modificación de 
que quiso ocuparse el sefíor Mesones fué, tal vez, k 
traslación que se hizo á los comandantes de buques 
del Estado, de las facultades qu^ tenían los cónsules, 
' respecto de los buques mer cantes éri puertos y raídas 
e:ítrangeros. En 1858 tatopdcO ha sido derogado^ ei 
artículo 22, como lo dá é entender el sefí'orMésioneff. 
Esta dispc si cion lejos de ser, como crete el sefíor 
TJreta, una mera tentativa oficial, es la ba&e de la le- 
gislación francesa en laí materia, y si se dice en ella 
que los cónsuleg reclamarán contra* cu alc^tiiera tenta- 
tiva que píieda hacerse éñ contrario, y si se les pre- 
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viene que invoquen la reprocidad de los principios 
de 1806, lo que se prescribe es que, aun cuando no 
existan tratados, se esté á lo prevenido en ellos, se- 
gún el artículo 19. En el primer caso se pide á los 
demasío que se les dá expontáneamente: en el segun- 
do se exije el cumplimiento do los tratados. jOuáles 
son éstos? Los que ha celebrado y celebra la Francia, 
es decir, los que existen con los Estados Unidos, con 
Italia, con el Perú y con muchos otros paises de la 
crisitiandad. ¿Ouál es esa prescripción? LadequelaB 
autoridades locales no deben intervenir cuando no sé 
altérela tranquilidad del puerto ó tengan parte.en 
los desórdenes las personas sujetas á la jurisdicción 
deHugar. 

II. 

Ex&men de la Convención Consular con Francia. En ella se consagra la indepen- 
dencia en que se halla el buque de la jurisdicción territorial para todo lo relativo 
al interior del buque, excepción que hace el señor Ureta de los crímenes. Bsta pa- 
labra no se halla en nuestro Código Penal. Necesidad que habría de aplicar el Od 
digo Penal de Francia en el Perú, para seguir las doctrinas del sefior üreta: 

La Convención de ttalia con el Brasil no dcga á la autoridad terrlt(^al el conoci- 
iniento de loe delitos cometidos á bordo, como lo cree el sefior Mesones. Los respec- 
tivos Gobiernos son los que pueden fijar el sentido de las Convenciones para poder- 
las cumplir. 

El Ministro no copió todo lo relativo á los Cónsu- 
les por limitarse á citar lo que le pareció indispensa- 
ble. Ni tuvo el ánimo de ocultar lo que es publico, 
ni teme el recuerdo que se le quiere hacer. Lo agra- 
dece porque tiende á completar su pensamiento. 
Examinando el tratado con Francia, la convención 
con Italia, Jas convenciones do Francia con este úl- 
timo país, con el Brasil y con España, se vé que 
siempre se comienza por establecer 'que^ en lordlatiyo 
á la policía de los puertos, carga y descarga, es decir, 
á, toáo lo que es exterior del bSque, se encuentra éste 
sujeto alas le;fe8 lócales: en segundo lugar, se dice 
que la policía interna y el conocimiento de los desór- 
denes quedan sujetos á los Censales, lo misino que el 
de las diferencias que puedan sobrevenir: en tercer 
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lugar se determinan los casos en que deben interve- 
nir las autoridades locales; y, por último, se declara 
que, en los demás casos, las autoridades locales se li- 
mitarán á auxiliar á los Cónsules &. &. Así, en la 
primera disposición, se establecen los casos generales 
en que un buque extrangero se encuentra sujeto á la 
autoridad local: en el segundo, se dice cual es la au- 
toridad encargada de su policía, que e» la del país á 
que pertenece el buque: en el tercero, se determinan 
los casos en que tiene derecho de intervenir la auto- 
ridad local; y en el cuarto, aquellos en que puede y 
debe hacerlo en el interés del buque. Esto es claro: 

Í)ero el señor Ureta cree que los crímenes no se ha- 
lan fuera del alcance de la jurisdicción local. Los 
C7*ímenes, dice el señor Fiscal, no son desórdenes^ no 
son diferencias; los Cónsules no pueden conocer de 
los crímenes,' y estos no se hallan además menciona- 
dos en la' Con vención. Es cierto que ni la Convención 
vijente entre el Perú é Italia, ni ninguna Conven- 
ción Consular, se ocupa de hacer la distinción entre 
faltas, delitos y crímenes. Todas ellas' se limitan á 
hablar de orden, de policía y de desórdenes. Estas 
distinciones no se han hecho ni se deben hacer en las 
Convenciones Consulares. La policía, el orden del 
puerto, todo lo que se refiere á las relaciones del bu- 
que con el exterior corresponde á la autoridad local: 
pero, aun en lo que es exterior, si se trata de meras 
diferencias, de cuestiones sobre salarios, engancfies 
&., no es competente dicha autoridad. Las Conven- 
ciones no usan las palabras técnicas de faltas, delitos 
y crímenes, sino únicamente de orden y de policía; y 
es evidente que todo gestos hechos, en lo que se refie- 
ren al interior del buque, no caen bajóla jurisdicción 
de la autoridad del lugar á que pertenece el buque. 
Así, si se turba el orden ^oYjaltdSj delitos ó críme- 
nes sin que se altere la tranquilidad del puerto y sin 
que se comprometa un interés estrafio, el conoci- 
miento de esos hechos, cualquiera que sea su natura- 
leza, no corresponde á la autoridad local. Las leyes 
de policía obligan en todo el territorio y á todos los 
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que lo habitan: pero la policía interior del buque no 
corresponde á la autoridad territorial. Hé aquí, pues, 
limitado el principio de la soberanía íurisdiccional y 
territorial, que, si tuviese el significado absoluto que 
le atribuye el señor Ureta, suprimiría en el Pera 
todo el Derecho Internacional y nos pondría en el 
caso de no tener relaciones con ningún país de la 
tierra. Trastornado el orden en el interior de un bu- 
que, corresponde al Cónsul el conocimiento de los 
hechos, no para sentenciar todos los delitos que ocur- 
ran, ni, mucho menos, para ejecutar sus resoluciones, 
sino para obrar como lo previenen el Derecho de 
Gentes y las leyes de su país. Con razón ha hecho 
notar el señor Ureta que^ si en Francia los hechos 

? unibles se llamcm faltas^ delitos y crímeneSj en el 
^eru, según nuestro Código Penal, se comprenden 
todos esos hechos Jbajo los nombres de/altas y deli- 
tos. El señor Fiscal parece creer que según la legis- 
lación y la jurisprudencia de Francia, lo mismo que 
seficun las convenciones vigentes, si l^s faltan y los 
delitos se hallan bajo la jurisdicción' del país á que 
pertenece el buque, el conocimiento de los crímenes 
no puede menos que corresponder á las autoridades 
del país en cuyas aguas se encuentra. Y bien, ¿cuáles 
son los hechos que nuestra legislación califica de orí- 
menes y que, según la doctrina del señor Fiscal, de- 
ben caer bajo el conocimiento de las autoridades 
locales? En la palabra genérica delitos se compren- 
den los hechos que la legislación francesa llama deli- 
tos y crímenes: pero ¿cuáles son los crímenes^ serán 
los hechos calificados de tales por la legislación fran- 
cesa. De manera que seria preciso que, nuestras au- 
toridades aplicasen el Código Penal de Francia y no 
el Código Penal del Perú. Así, tratándose deexaje- 
rar el alcance de las leyes peruanas, se comienza por 
exijir el cumplimiento de una lejislacion extrangera 
y la aplicación de ella por las autoridades del país. 
, La imposibilidad de aplicar las doctrinas del señor 
Fiscal es una nueva prueba de que ellas no están 
conformes con la verdad. 
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El eefíor Mesones copia el texto completo de nues- 
tra estipulación con Francia sobre la materia. Jío lo 
analiza, y continúa diciendo que se epcontraba en 
Italia cuando se celebró otra convención entre el Go- 
bierno de Turin y el Imperio del Brasil. La circuns- 
tancia de hallarse el seílor Mesones en Italia ocupaa- 
do una alta posición, y de recordarla para robustecer 
sus opiniones, nos hizo creer que el sefíor Mesones 
tenia la seguridad de haberse declarado algo en dicha 
Convención, que debiese destruir la resolución del 
Gobierno. Sin embargo, el señor Mesones duda de 
que en ese acto internacional se hubiesen exceptuado 
los delitos de la jurisdicción del país á que pertenece 
el buque é interpela al H. señor Garrón: pero, des- 
pués, el sefior Mesones debió adquirir la seguridad 
de que el Tratado de Italia con el Brasil encerraba 
esa «estipulación, porque, sin aguardar la respuesta 
del H. señor Encargado de Negocios de Italia, que, 
como lo cree el señor Mesones, debe conocer las leyes 
de su patria, dicie, que tales son las estipulaciones de 
dicho Tratado; y de su . aseveración, que antes no lo 
era, deduce muchos de sus principales argumentos. 
Bien habria hecho el señor Mesones en atenerse á la 
duda que enunció al principio sobre la infalibilidad 
de su memoria, porque la estipulación de que él ha- 
bla no existe: tenemos á la vista dicha Convención y 
podemos asegurado asi. Después, el señor Mesones 
copia una parte del reglamento del Brasil, según la 
cual, en caso áe delito cometido abordo en un puerto 
extrangero, los Cónsules no deben ingerirse, dejando 
á las partes que se entiendan ante los Tribunales del 
país: pero el reglamento consular del Brasil no es la 
regla para resolver nuestras cuestiones con jrancií^ 
y rcon Italia. Ademas, el Brasil, en su Convención 
^on Francia y en aquella cOn Italia que el señor Me- 
sones no conoce5< ha consignado eétipulaciones idén* 
ticas á las ajustadas ton el Perú- .Verdad es que lo# 
señores Uréta y Mesones creen que la resóludon d^^ 
Gobierno peruano e^ contraria á laá convenciones 
vigentes, y opuesta á las leyes, ala jurisprudencia dó 
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Francia y Se Italia y á las opiniones áe los priDcip^i- 
los tratadistas; pero si los Gobiernos de Francia y Áp 
Italia piensan de distinta manera, no seria posiMé 
jíréferir las opiniones del seflor Fiscal y de nuestro 
antiguó Plenipotenciario á las opiniones de los Go- 
biernos contratantes. 

III. 

C«M del ba^ue sueca "Forsatniog*'. Crimen d» enTenenftmiento cometido á bor- 
do en ftgmus fraacesM. Si gobiórao ftancéB declaró inoompetentoi A-sot anto^ 
ridade». Principio d» Hanteffeaille. OMo del buque Al^aadro efe Bárdeos ign 
lo cpaOrmii. Aplicación de la regla por el mismo autor, .siendo Fiscal. eu Aj^ffiU 
l^lBlwíiQi^ 7 Aolitica de los ;f:stadps Uoidps. Wb^ton se.enpoentra ^n contr**. 
dicción, con ell|t. ^^^¡lamentoe de los Estados Unidos. Ellos estañen conformi- 
dad con la rei^Iupion del Qob iemo del^Perú. Caso de la Creóla JBI Gobiornf> 
Horte-^mcricano mantUTO su jurisdicc];on en un buqjao surto en aguas inglesas. 
Wfaeaton fué de la misma opinión. Indecisiones de aquel pubUcista y modláca^ 
cl0B^e.8us doctrinan FoUtic» del Oobiema ameidoano; expresada lor la termit- 
n^nnt^ declf^ftoion dal. Socretvk» de Estado I)aaiel Webster. Apreciación 4^ laa 
p(|l|il)ra9 de Mr. Masop> Ministro americano en Parle. Juicio sobre la. respuesta 
del ,Mln^l70 de Belacioncs.Exteriores de Francia» sobre la inteligencia de la Con- 
▼enclon de 1653 en un eonfllcto^ de jurisdicción; Obserntcíon sobre la consulta '<iue 
saiíace al Ministra de Bélaciones Efcteriores de.Fruioia,. siempre aue se trf^ . d^ i 
aBunto9quetson6ypued«n.ser internacionales, homicidio caqie^do á prtnoÍpi/oe^ d*^ 
este. aOa.en, aguas al^nanas, abordo de un buaue amerípano. La jurisdicción 
americana ha sido reconocida sin contradicción. Cosos peruanos. Resolución ter- 
minante dada en el caso del buque americano *'Defiance**, sin existir tratado qob - 
laexigiese jr sin estipular la reciprocidad^ Exásnen del caso de^'^Jobn^Cuaniíis.'* 
No fué- igual al presente. Opiniones exageradas' de los sefiqres Vne/tf^ y C¡Uf> ^^ 
jurisdicción peruana, no triunfo. Impunidad del delincuente. Ejndettansa pr&ctíca 
En los Eetado87Ünido8 el Ctobíerno ordena el Juicio y lo suspende cuando hay re' 
clamaciones internacionales. Los fiscales obedecen al Gobierno, y ni piden recon- 
sideración ni promueven competencia. La independencia del Poder Judicial no se 
considera comprometida. Caso del **Audí8." No lUé idéntica al actual. El seflor, 
Mesones no lo ha presentado comoful, ni| ha dicho el modo como terminó. Fué. 
un caso de verdadero asilo. Apesar delesto.'triunfo el principio de la inviolabilidad 
de la bandera. 

En el caso del crimen de envenenamiento cometi- 
do á bordo del buque sueco "Forsatning," en aguas 
francesas, el Gobierno, francés dijo que convenia en- 
tregar los delincuentes, á la policía de á bordo. £U 
sefior TJreta cree que la palabra con/venia no ímpov^ 
taba una decisión^' eikio la ejcistencia de motivos paír* 
ticulares para obrar así en un caso especial: pero 
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¿por qué ooiwmo adoptar la resolución? porque era 
conforme con el Derecho de Gentes, con las leyes y 
con la práctica de la Francia. Se comprende mas 
bien que se hizo uso de la palabra eonveniaj por que, 
no teniendo la Suecia con la Francia un tratado que 
le diese al Gobierno sueco el derecho de reclamar los 
delincuentes, el Gobierno francés no quiso usar otra 
palabra que espresase el reconocimiento de una obli- 
gación perfecta. La jurisprudencia francesa es cons- 
tante en esta materia. HauteffeuiUe^ á quien el sefior 
Mesones llama el mas distinguido escritor de derecho 
marítimo moderno, después de decir que— ^ todos loa 
derechos del Príncipe territorial se refieren al puerto 
y que no Jiay v/no sólo que concierna al buque ex- 
tranjero, y que este queaa sujeto á IsLJurisdiceion es- 
chiBiva del soberano cuya bandera enarbola, cita el 
caso del buque "Alejandro" de Burdeos, que fué ro- 
bado á su capitán por uno de los oficiales de á bordo 
y conducido á la rada de Ehodhe Island. £1 coman- 
dante del buque de guerra francés "Hercule" M. 
Casy, hoy vice-almirante y senador, instruido del 
hecho, se apoderó del buque, puso presa á la tripula- 
ción 7 la envió á Francia. El crimen de los acusados 
es calificado de piratería y tiene pena de muerte por 
las leyes francesas. Los culpables fueron juzgados en 
Brest, condenados y ejecutados. Sin embargQ, uno 
de los cómplices y él jefe de la rebelión descendieron 
á tierra, llevándose algunos diamantes que hacían 
parte de la carga; pero habían dejado el suelo fran- 
cés. Aunque se hallasen perfectamente al alcance 
del comandante, y aun cuando este tenia fuerzas mas 
que suficientes para apoderarse de ellos, no pudo 
hacerlo y, reclamados, en virtud de los tratados, como 
marinos desertores, fueron entregados y enviados á 
Brest. Así, pues, el buque, la carga y todos los hom- 
bres que quedaron á bordo, es decir, en territorio 
francés, fueron tomados por la justicia francesa en 
aguas de los Estados Unidos; y, al contrario, los que 
habían dejado ese territorio se encontraron fuera de 
la jurisdicción. El mismo escritor, que ha sido tam- 
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bien alto magistrado, agrega — "la aplicación de este 
principio no encuentra oposición en ningún país: yo 
mismo tuve ocasión de realizarla cuando fui Procu- 
rador del Rey en Argel. La tripulación de un brick 
inglés que se hallaba en el puerto, se sublevó contra 
el capitán; la tranquilidad pública se turbó á conse- 
cuencia de la riña, y tuve que hacer aprehender á los 
culpables; pero como no se causó ningún perjuicio 
fuera del buque, los entregué al cónsul inglés, quien, 
mas tarde, los envió á Malta (posesión inglesa) j^ara 
ser juzgados alU, (Des Droitsetdes Devoirs des Na- 
tions Neutres en temps de Guerre Maritime pág, 
298, 299.") Ni la Francia ni los Estados Unidos 
menguaron ni abdicaron su soberanía jurisdiccional 
y territor^il; cumplieron con el Derecho de Gentes, 
respetando sus tratados y observarojí, ademas, su 
propia lejislacion; pero el señor Mesones dice lo si- 
guiente: "Hemos dicho que se ha equivocado el señor 
" Barrenechea al creer que la legislación de Estados 
" Unidos es igual á la francesa respecto á los buques 
" mercantes, y hé aquí la prueba." Esta prueba es 
una cita de Wheaton; pero Wheaton no es la legisla- 
ción de los Estados Unidos, y es sabido que se halla 
en contradicción con ella: por eso Ortolan [Regles 
internationales et Diplomatic de la Mer pag. 272,] 
después de ocuparse de las reglas-establecidas en 1806 
por la Francia, dice: "estos dos asuntos [Newton y 
" Sally] son interesantes bajo otro punto de vista, 
" el de que nos manifiestan que los amerricanos, en 
" coní/radtccion con la opimon emitida por imo de 
" sus publicistas, JU, wheaton, reclaman la juris- 
" dicción nacional páralos delitos cometidos á bordo 
" de sus buques mercantes en un puerto extrangero, 
" cuando estos delitos tienen lugar únicamente entre 
" personas de la tripulación y que la tranquilidad 
" del puerto no se ha comprometido, es decir, que este 
" poder marítimo se adhiere á los mismos principios 
" que nosotros." La lejislacion de los Estados Uni- 
dos se compone de sus leyes y de sus reglamentos, y 
hé a^ui lo que ella dispone art. 36 sección 5.* capítulo 
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49 del reglamento k inátnicoioBeB á los cánenlesr de 
lo8 Estados Unidos. [Pnede verse en Cuesy Regle- 
ments consulaires, pag. 880.] "Si á bordo de un bu-» 
*' qne dé los Estados Unidos qnie llega á «n diatritot 
^^ consular se ha cometido algún robo, sublevación & 
*^ cualquiera otro exceso contara las leyes de loa Es- 
^^ tadbs* Unidos^ el cónsul, después de nal^éF tx>mado 
^^ ks.disposicioneB necesarias para aciraclitav la exis-. 
^^ teucia de los hechos, se dirijirá á las autoridades 
" locales á fin de obtener los medios de apoder^irse 
" d^ loe culpables durante el tiempo quo permanea- 
" can en el puerto y tomará las medidas con venieur 
*' tes^para enviarlo» sin demora á loaEstados Unido% 
^^ á fin de que sean allí juzgados. En el c%^o de que 
" el buque á cuy© bordo se hubiese cometido- el de- 
" lito no esté cargado para loa Estedos Unidos^ el 
*^ cónsul hará lo posible para enviar allí dos; de los^ 
" prineipalcB testigos y el individuo acosada, «tras- 
'^ mitíendo al mi^mo tiempo bis deposiciones que 
^^ hubiese recibido rielativamentjB al de|ito, la relación 
" exaeta de todas las. circunstaucias y los informes 
" que crea necesarios para acreditar la convicción dé 
" culpabilidad de los acusadosv" Una lijera duda/ 
deja en nuestro espíritu la redacción del principio de 
este artículo, que en- inglés, es á8Í:-^"Uliawever pi- 
racy, muting, or any otner grave offence against tíie. 
laws of the United otates shall have beencommitted 
on board of any vessel pf the United States coming 
into the consular district efe." La palabra coming^ He- 
lando, ó que llega, ^ee refiere á los crímenes cometi- 
dos antes ó después de llegar al distrito consular? 
Aun suponiendo lo priniero^ existe otra disposición 
que, reasume, por decirlo así, el pensamiento de la 
gran Eepública sobre la materia. En el manual del 
cónsul de los Estados Unidos (deberes de los emplea- 
dos couBulares con respecto á los ciudadanos de Es- 
tados Unidos cap. 24 pag. 197) se dice: "Si d. erímen 
ha sido cometido á bordo de ün buque americano, <M^ 
wn, puerto cfstrcmgeroi^ empleado consular no puede*' 
ejercer jurisdicción en el asunto, á no ser en virtud 
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de la estipulación espresa de nn tratado, del nso es- 
tablecido, ó gracias á la cortesía dé las autoridades 
del país que, por motivos de amistad internaeional^ 
puedan reierir el caso, á petición del empleado con- 
sular, para que lo juzguen las auto^ridades judiciales 
de los Estados Unidos." — Después de muchas otras 
disposiciones se concluye por decir lo siguiente:— 
"Las anteriores observaciones sobre los deberes de los 
cónsules, respecto de criminales, se aplican mas espe- 
cialmente á los cónsules en países crisUcmos que tie- 
nen tratados con los Estados Unidos. Los cónsules en 
China, Turquía y Japón, tienen sn carácter peculiar." 
No dice allí el gobierno de los Estados Unidos, si no 
lo que ha dicho el gobierno peruano. No impone sil 
doctrina sino que busca su cuñi^limiento; y cuand^y 
pide para sí su ejecución tiene que ofrecerla á las dé^ 
mas naciones, porque la reciprocidad es entre los 
pueblos la i^ialdad, la justicia y la libertad. Pide 
que se sustraiga de la jtirisdiccion territorial en países 
cristianos el conocimiento de los crímenes cometidos 
á bordo de los buques mercantes, en virtud de trata- 
dos existentes, de usos recibidos y de la simple cor* 
tesía, nacida de la amistad. Hay, pues, tratados qué 
estspulan lo que el gobierno ha mandado cumplir con 
motivo del caso de la "Emilio Eondanini", y esos son 
los Queha celebrado el Perú con Italia y con Fran- 
cia: hay usos que aplican el mismo principio; y, sin 
tratados vigentes, y sin nsos constantes, se sigue la 
política internacional que ha mandado cumplir el go- 
bierno, cuando hay amistad, la cual entre las nacio- 
nes, como entre los individuos, crea deberes de corte- 
sía á las que nunca se debe faltar. Esta es la legisla- 
ción, y esta es la doctrina de los Estados Unidos. Es 
duro decirle á nna persona de nna manera terminante 
que se ha equivocado, y vale mas por consiguiente, 
dejar á la decisión de cualquiera que lea estas líneas, 
si tiene razón el Ministro, ó si'la tiene el señor Me- 
sones. 

No fué vana la cita "ael caso de la *'Oreole," La 
Gran Bretafia quiso entonces mantener la soberanía 
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jurisdiccional y territorial, por que en sus aguas se 
perpetraba un hecho calificado de delito por sus le- 

t es, la privación de la libertad agena, y los Estados 
[nidos reclamaron al mismo tiempo su jurisdicción 
sobre el buque. Hé aquí llegado el caso de hacer 
notar las indecisiones porque ha pagado uno de los 
pocos autores que opina como el señor Fiscal. Es 
conocida la modificación que el ilustre publicista 
Wheaton hizo de sus opiniones cuando declaró que 
su principio era susceptible de excepciones j que la 
legislación y la jurispcudencia francesas habían esta- 
blecido las verdaderas distinciones que debian reco- 
nocerse por todas las naciones como las mas conformes 
al principio del Derecho de gentes universal. Des- 
pués, en las palabras citadas por el señor Fiscal, dijo 
que la jurisprudencia francesa era poqo conforme con 
los principios del derecho internacional . La contra- 
dicción es palpable aunque el sefíor Fiscal no lo piense 
así. Mas aun, el mismo Wheaton, ocupándose del 
caso de la "Creóle" en su historia de los progresos 
del Derecho^de gentes, emite un nuevo principio que 
modifica su primera opinión y que restriqge la sobe- 
ranía jurisdiccional y territorial respecto de los buques 
mercantes. Hé aquí sus palabras (pág. 343 tonao 2^) 
*'E1 único caso en que los buques mercantes, asi como 
"sus tripulaciones, quedan bajo la jurisdicción de un 
"Estado extrangero, es cuando entran voluntariamen- 
"te en los puertos de este último. En el caso actual, 
"tanto el buque americano, como la tripulación, los 
"pasageros y su cargamento* no han cesado de estar 
"sometidos á la esclusiva jurisdicción de la nación 
"cuyo pabellón lleva la "Oreóle." Entrando en el 
"puerto de un pais en relaciones de amistad con el 
"suyo, contra la voluntad de su -propietario y del ca- 
"pitah encargado de la navegación y á consecuencia 
"de un crimen cometido en plena mar y justiciable 
"solamente por los tribunales de los Estados Unidos, 
"la "Creóle debía continuar gozando de los derechos 
"de su pabellón nacional: suxjapitan tenia el derecho 
"de dirijirse á los Tribunales y funcionarios públicos 
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"ingleses, con el fin de obtener auxilio para recobrar 
"su libertad y la de su tripulación, para contener á 
"lo9 negros sublevados y para que se le auxiliase des- 
"pues para continuar su viaje. Esas autoridades, no 
"solamente no tenian derecho de intervenir para po- 
"ner en libertad á los esclavos á para favorecer- su 
"fuga, sino que estaban obligados á cooperar para 
"someterlos á la autoridad del capitán. Son servicios 
"que las naciones amigas se hacen reciprocamente: 
'^ Ha/no veniam damus petiomisque vicissim. Es inú- 
"til que se invoque la ley de 1834, que declara libre 
"á todo esclavo que llegue á las posesiones de la 
"Gran Bretaña. Los negros de la "Oreóle" no deben 
"considerarse como llegados al territorio inglés; no 
"puede considerárseles tampoco mezclados con los 
"habitantes de la colonia, y participando los privile- 
"gios de los subditos ingleses." Aun cuando se diga 
qu e en este caso habia una arribada forzosa, se ve que 
"Wheaton exceptúa al buque de la jurisdicción terri- 
torial. Así, según la opinión del ilustre publicista, 
puede un buque mercante estar en aguas de un pais 
sin hallarse bajo el imperio de la soberanía jurisdic- 
cional y territorial. Un hecho idéntico no habría pa- 
sado en tierra. Wheaton tuvo que reconocer, aunque 
indirectamente, que el mar no es como la tierra, y 
que la sociedad que existe organizada á bordo de un 
buque no es igual á los demás hombres que entran al 
territorio de un pais. Con motivo de esta cuestión, 
Mr. Daniel Webster Ministro de Relaciones Exterio- 
res de los Estados Unidos dijo estas terminantes pa- 
labras que expresan la opinión del Gobierno de la 
Gran República, emitida de acuerdo con sus leyes. 
"Si se comete un homicidio á bordo de un buque 
"americano por un individuo sobre otro de la misma 
"tripulación, sobre un pasagero ó por un pasagero 
*'sobre otro de la tripulación ú otro pasagero, mien 
"tras está fondeado ese buque en un puerto, dentro 
"efe la jurisdicción de una nación extrangera ó sobe- 
"ranía tal, la falta os de la competencia y ese delito 
"será castigado por el propio juzgado de los Estados 
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"Unidos, del mismo modo que si se hubiese cometido 
"el delito en alta mar." 

Ningún órgano mas autorizado que el grande hom- 
bre de Estado que dirijia entonces las Kelaciopes 
Exteriores de los Estados Unidos. Esta fué la opinión 
del Gobierno de aquel pais, que, al enunciarla, tenia 
que ofrecer la reciprocidad. Lord Ashburton, Minis- 
tro de la Gran Bretafía (dice Mr. Olay) confesó que 
esa era la ley de Inglaterra. 

Por todo esto dijo el Ministro do Kelaciones Exte- 
riores del Perú, que esta era la doctrina de los Esta- 
dos Unidos. No lo dedujo de las palabras de Mr. 
Masón, á pesar de la íntima relación que hay entre 
aquella doctrina y estas palabras, porque efectiva- 
mente, sino se puede visitar un buque mercante sin 
el consentimiento del Cónsul, es claro que no se 
puede ejercer en él la plenitud de jurisdicción que 
se pretende. 

Para manifestar lo corriente que es en Francia la 
aplicación del principio que el Gobierno peruano ha 
mandado cumplir, se citó la repuesta del Ministro de 
Belaciones Exteriores de Francia dada en ^856 con 
motivo del caso de un piloto francés víctima de al- 

f unos actos de brutalidad cometidps por el segundo 
e un buque americano. Aunque el herido no perte- 
necía á la tripulación del buque americano, el Pro- 
curador imperial declinó la competencia, lo cual era 
evidentemente contrario á los tratados y á las leyes; 
el conde li^alewsky, Ministro de Relaciones Exterio- 
res de Francia, consultado por el Gnardasellos dijo 
que la Convención de 1863, no habia tenido en mira 
extender la jurisdicción consular á los delitos ó dife- 
rencias en los que &e encontrasen interesadas perso- 
nas no inscriptas en el rol de la tripulación. Mucho 
cuidado tuvo el Ministro de Belaciones Exteriores de 
no fundarse en el principio absoluto de la soberanía 
jurisdiccional y territorial: no dijo que debia ser juz- 
gado el segundo del buque americano por las auto- 
ridades de Francia, sin agregar que el delito era 
justiciable en Francia por liaflarse complicada una 
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peF80|ia extriifift á la tripulación: mei^cipnó uoa ex- 
cepción, 7 es sabido que la existenomfde una excep- 
ción supone la existencia de la regla. 

De paso debemos hacer una observación que se 
desprende de este hecho j de otros que hemos apun- 
tado yá. Las autoridades en Francia se diríjen al Mi- 
nisterio de Justicia j éste al de Relaciones Exterio- 
res siempre que se trata de personal 6 de intereses 
extranjeros y que puede sur] ir una cuestión interna- 
cional; y el Gobierno que, como ha dicho muy bi^n 
el señor TJreta, es, en el Perú, (como en todas partes) 
el Poder permanente encargado del cumplimiento de 
las leyes y que, además, tiene que responder ante los 

otros paises del sincero y leal cumplimiento de los 
tratados, resuelve lo conveniente; y los Tribuiiales 
respetan las" resoluciones del Gobierno. Verdad es 
que de otra manera no seria posible dirijir las rela- 
ciones exteriores ni mantener entre los poderes pú- 
blicos la debida armonía. Acaba de tener lugar en el 
presenté año un hecho que confirma la doctrina ^uo 
se profesa en este escrito. [Traducción del ''Weser 
Zeitung" de 22 de Enero de 1869 número 7,883.] 

"Según la Gaceta Provincial, ha tenido lugar un ho- 
''micidio á bordo de un buque americanoque salió 
"en los últimos dias del rio Gustemunde. Un ameri- 
"cano exijió á uno de sus compañeros que le prestase 
"un par de botas, lo que esté rehusó. En conseonen- 
"cia, se trabó una disputa en la cual el que vio re- 
"chazada su exijencia, le hizo al otro la amenaza de 
"cortarle el pescuezo. Efectivamente, por la noche 
"la tripulación despertó asustada por las voces de 
"auxilio dadas en el buque qne e^i^ihB, fondeado cerca 
^'del/aro y se encontró al dueño de las botas que 
"yacia en su camarote. EÍ herido fué llevado por el 
'•vapor "Nordsee". en un estado muy lamentable al 
"hospital de inmigrantes para ser curado, mientras 
"que el reo ha sido asegurado con grillos para ser 
^^jpuesto á disposición de la justicia en el mas próxí- 
^^mo puerto americanq.^^ El crimen tuvo lugar en 
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aguas alemanas, en la patria de Federico II y del 
conde de Bismark. 

Tjíimbion tenemos, nuestros casos prácticos, dos de^ 
los diales se han publicado lealmente, cualesquiera 
que ¿ean las apreciaciones que se hagan y las conse- 
cueiicias qne se pudieran deducir de ellos. En el caso 
de la."Deffiance" el Gobierno peruano declaró ex- 
pon táneamente lo que sigue: — "Atendiendo á qne el 
delito de que se dá cuenta en este oficio, ha sido co- 
metido en un buque americano y entre americanos y 
sin que el orden público haya sido turbado, á conse- 
cuencia de él en el puerto del Callao: póngase á los 
marineros detenidos á disposición del Plenipoten- 
ciario de Estados Unidos y permanezcan en la de- 
tención hasta que éste determine de- ellos, siendo de 
su cargo los gastos que hicieren. — Comuniqúese al 
Gobernador del Callao, previniéndole que mande so- 
breseer al juez en el conocimiento de la causa, si es 
que la ha iniciado. — Kúbrica de S. E. — Tirado. 

La resolución fué terminante y nadie protestó ni 
reclamó contra ella. No existia un Tratado, y sin 
embargo, se dictó ese decreto siguiendo los prin- 
cipios profesados por el Gobierno de los Estados Uni- 
dos. El señor Tirado Ministro de Eelaciones Exte- 
riores que autorizó la resolución, era un hombre ilus- 
trado en el Derecho de Gentes positivo y había sido 
Ministro en Washington. En lugar de haber hecho 
poner en libertad á los presos [sin enunciar princi- 
pio alguno, declaró terminantemente que los delitos 
cometidos en un buque americano. y entre america- 
nos no eran justiciables por las autoridades del pais. 

En el caso de la "Jhon Cuming," mientras que el 
sefíor Ureta Ministro de Kelaciones Exteriores pare- 
cía sostener doctrinas contrarias, el señor Clay Mi- 
nistro de los Estados Unidos, dio á los principios que 
se profesan en su pais un alcance mucho mayor del 
que realmente tienen. Como lo dijo muy bien el se- 
fíor Ureta, el homicidio no se cometió dentro del bu- 
que; entre el matador y la víctima habia aguas pe- 
auanas y la tranquilidad del puerto se habia escan- 
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dalosamente turbado. Sin embargo, el reo ftié sus- 
traído á la jurisdicción nacional, nuestra seguridad 
Ír nuestro honor fueron amenazados, y en el protoco- 
o de 20 de Julio de 1855, se hizo de la cuestión un 
arreglo que, según se declaró, no afectaba á la cues- 
tión diplomática pendiente sobre la jurisdicción en la 
causa de la muerte de Jhon Smíth, Así, la cuestión 
de hecho quedó terminada contra la jurisdicción del 
país y la cuestión de principios quedó sin. resolverse. 
A nuestro juicio, el señor Ureta y el señor Clay se 
colocaron en dos puntos opuestos equidistantes am- 
bos de la verdad y de la justicia. Ellas no triunfaron; 
y si alguien venció no fué ciertamente ni la ju- 
risdicción ni el Gobierno del Perú. Mas tarde 
nuestro Ministro enj Washington reclamaba en 
términos generales en favor de la jurisdicción del 
Perú y contra la coTiducta del señor fcClay; y M. 
Marcy secretario de Estado de los Estados Unidos, 
sin rechazar esos principios, ordenaba al fiscal del 
distrito de Virginia que procediese contra el ca- 
pitán Adams: pero el señor Osma reclamó contra 
esta resolución; y M. Marcy, sin negar- el derecho 
de jurisdicción del Perú en casos iguales^ dijo que, 
tal vez, habria sido mas conveniente para el Gobier- 
na del Perú abandonar su derecho, y que hubiera 
Sodido dar^este paso sin desdoro de su honor. Por 
n, y á pesar de haberse empezado los procedimien- 
tos contra el capitán Adams dio el Gobierno de Es- 
tados Unidos orden al Fiscal del Estado de Virginia 
Jara que los suspendiese. El reo no fué entregado al 
'erxi y el resultado práctico de la cuestión fué la 
impunidad del delincuente. Se sostuvieron princi- 
pios demasiado absolutos y ninguno quedó rigorosa- 
mente difinido. Solo si resulta délo expuesto una gran 
enseñanza práctica y oportuna, que en la Gran Re- 
pública, cuyas instituciones y usos debemos imitar, el 
Poder Ejecutivo ordena á los Fiscales que hagan en- 
juiciar á un criminal y que, á pesar, de hallarse el. 
asunto sub-judicoe^ el Gobierno ordena que se sobre- 
sea en el juicio; y nótese que en el caso de Adams, 
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.^e tratobu, no ,de, nn extraniero, sino do un A?la4,^dA- 
^0 4q £ata4o8 unidos. tX Fisoal ni pidió reconsi^e- 

Íiypipn ni.prQmoyió.K^ii^pQt^qcia. N^die düo (jpeel 
"f^áf^r ISjfiQTitiyo habia Ata^o la independenoia 4el 
J^oder JjacUcial, y eato^sin duda^^ porcino la reaolj^cion 
.^e^il. J^farcy era dada á consecuencia de las recia- 
,xiii^Qne9 de im Gobierno es^tranjero^ del Gobierno 
4¿1 Perú. iíETo sería posible dejarle á este un poco si- 
quiera de las facultades que tienen todos los vxobíer- 
nos en materia de Relaciones Exteriores? 

El paso del "Aunis" ni ha sido presentado por el 
aefior Mesones tal como aconteció, ni prueba lo que 
él haquerido probar. Los bandidos italianos esteban 
como pasajeros en ese buque, y este no tenía fueros 
militares sino un carácter idéntico á los vapores de 
Ja Compafiia inglesa en el Pacífico. Los bandidos 
fueron extraidos con el consentimiento del Cónsul 
General en Genova, M. Huet. Aunque podia decir- 
le en todo rigor que los bandidos italianos habían 
tomado asilo á bordo del buque francés, y aun cuan- 
do el Cónsul dio su consentimiento, el Ghobierno 
francés reclamó la devolución de los detenidos,, desa- 

Srobó la conducta de M. Huet y lo destituyó, apegar 
e ser un funcionario digno, de antiguos y buenos 
servicios. Las bases del arreglo acordado entre M. 
Xfrouyn de Lhuys y el cabalfero Ncgri fueron, ante 
todo, d reconocimiento dd principio de la inmolavi- 
Udadde la bandera^ la devolución de los detenidos 
&.* El Gobierno italiano tuvo que entregar á los 
presos; y el mismo consejo de lo contencioso-diplo- 
mático de Italia opinó en favor de la. exigencia^el 
Gobierno francés. 



IV. 

Boglameiito de Snecia y Noruega. Leyes y Reglamentos de Béljica. Beglamento 
italiano. M Beglamento del Períi ni tiene existencia legal ni recibe aplicación. 

El reglamento consular de Suecia y Noruega de- 
termina en BU art. 17 lo que debe hacerse en los ca- 
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• 
ísoB de diferancias y de qoercfllasfy después d^ e^t^- 
))leicer, qiae.loB ¡c^Dsules llamarán 4 laBí pai^t^ .piu^a ^ 
tratar de cpájQil^rlaa ó qae; expelerán dea .bordo ,fil 
qne hayft oíiuwuio el daaord^p, figrjega: — si ae ta cp-. 
metido nnmmidn. de joatnrale^a qiae di^bajíer 
perseguido en ju&ti cía, el Cónsul hará la instrnccion 

Í?^ enyiará al acubado áSuocia 6 Nprnega bajo yyi- 
ancia ó corno preso &. &. 

El art. 9 del reglamento de 11 de Marzo de 1857 
de Bélgica, dice lo siguiente: — "Fuera del c^o en 
^'<^ue la tranquilidad ael puerto se halle coínprome- 
*!tida por el hecho, el Cónsul, reclamará contra cual- 
"quiera tentativa que haga la autoridad local para 
"conocer de los crímenes ó delitos cometidos á bordo 
"de un buque belga, por un hombre de la tripulación 
"sobre otro hombre de la misma ó de la tripulación 
"de otro buque belga." En la circular que para el 
cumplimiento de este decreto diriiía á los cónsules 
belgas el Ministro de Belaciones Exteriores Yilain 
Xllll deciatr— "El acuerdo del consejo -de Estado de 
*'28 de Octubre de 1806 aprobado por el Emperador 
**el 20 de Noviembre siguiente, determina las reglas 
"que se siguen en Bélgica'á este respecto. El Cónsul, 
^flWado el caso, los invocará para obtener la recipro- 
"cioad." En la ley que forma el código diciplinario 
penal, se declara, por el art. 39 sujetas á las reglas 
_.e óredn y de disciplina para las faltas, delitos y crí 
menesá todas las personas inscriptas en el rol de la 
tripulación, empleadas ó recibidas á bordo por cual* 
quier título que sean, á partir del dia de la entrada 
en el armamento hasta el último dia del desarme. 
En el capítulo 2^ del título' 3^ se trata del modo de 

Eroceder, y en el art. 49, después de ocuparse de los 
echos que hayan pasado en Bélgica se determina 
lo que debe hacerse por los que hayan tenido lugar 
en el extrangero, previniéndose los casos de que na- 
ya ó nó cónsul en el lugar. 

El art. 79 de las instrucciones dadas á los cónsules 
italianos, dice: un uso que tiende cada dia á gene- 
ralizarse entre las naciones y que ha sido admitido 
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en muchos casos por nuestros tribunales, deja igual- 
mente á la jurisdicción del país á que. pertenece ,el 
buque mercante, las infracciones comunes cometidas 
á bordo de este buque en puertos extranjeros, con 
tal que estas infracciones se hayan producido exclu- 
sivamente entre personas de la tripulación j que no 
hayan turbado la tranquilidad del puerto. Por el 
art. 82 consagra la conocida división de las infrac- 
ciones en contravenciones^ delitos y crimenes. 

Nuestra ordenanza consular, en rigor no existe. 
Simple decreto del Gobierno, para cuyo exacto cum- 
plimiento se necesitaba que el Congreso aprobase 
otros proyectos que le fueron presentados, él no se 
ha cumplido nunca y es hoy una letra muerta. 



El articulo sobre entrega de desertores confirma la justicia y la, necesidad de la reso- 
lución del Gobierno, Besümen déla cuestión por el seSor Ureta. La verdadera 
cuestión. Tratado explícito y terminante'entre Francia y Prusia. Adopción de 
los mismos principios por Snecia y Bélgica. Ex&men de estos principios. Ellos son 
los mismos estipulados por el Perü aunque bajo diferente forma. Examen de la 

^ convención Perü-italiana. Su sentido es claro y terminante. Apreciación de loe 
Gobiernos contratantes. Manera de apreciar y de cumplir los tratados. 

Así, segnu los reglamentos y convenciones princi- 

Eales, todo lo que pasa en el interior de un buque se 
aya sujeto á las leyes y autoridades del país á que 
pertenezca dicho buque, no solamente porque esto 
se desprende de las estipulaciones especiales que ri- 
jen sobre lamateria, sino porque así es indispensable 
para cumplir otros artículos de las mismas conven- 
ciones y observar usos qixe se hayan en práctica en 
el Perú como en todos los demás pueblos civilizados. 
La entrega de los marinos desertores se haya estipu- 
lada por los tratados y admitida por el uso ffeneral. 
Ella no se rehusa sino en el caso de que el desertor 
haya cometido algún delito ó crivaQu fuera del buque. 
Según las doctrinas del seflor fiscal y del señor Me- 
sones, el desertor no debería entregarse si hubiese cp- 
metido un crimen á hordo: pero como este caso no 
está previsto como una excepción para la entrega, 
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eegun las mismas convenciones, resultaría tina in- 
fracción manifiesta de los tratados y de los usos re- 
cibidos. Generalmente la frase que se emplea en to- 
das la8 convenciones es la de delito cometido en tier- 
ra. En las que tenemos con Italia y con Francia se 
usa de la palabra territorio. Así, parece que lambas 
palabras se emplean como sinónimas; pero lo que 
hay de cierto es que un buque extranjero no es ter- 
ritorio peruano y que el desertor no puede rehusar- 
se aunque haya cometido jm crimen á bordo. Estas 
aparentes diferencias resultan de la poca propiedad 
de las palabras generalmente admitidas de territo- 
rialidad y exterritorialidad. De todos modos, la ra- 
zón que dejamos apuntada confirma el principio de 
que las autoridades locales no tienen jurisdicción so- 
bre los hechos que pasan en el interior de un buque 
extrangero, se admite esté principio, pero no se ha- 
bla de delitos^ dice el sefíor Mesones: pero no se ha- 
bla de crmienes dice el señor Ureta. "Solo una cosa, 
dice el sefíor fiscal, falta en la esmorada exposición 
del señor Ministro de Eelaciones Exteriores: no se 
dice que exista tratado alguno entre las potencias ci- 
vilizadas en que se hubiese estipulado precisamente 
que los "cónsules tendrían jurisdicción penal en los 
"casos de crímenes cometidos á bordo de buques 
"mercantes extrangeros. Pero no se citaron, porque 
"no los hay, sino para los Estados berberiscos y otroa 
"semejantes." Efectivamente eso falta, porque el Mi- 
nistro de Eelaciones Exteriores no ha dicho que los 
cónsules tienen jurisdicción en materia penal. Cree- 
mos que ha habido en estas palabras una distracción. 
Como en esta discusión debemos devolverle al señor 
Ureta la lealtad con que estamos persuadidos de que 

{)rocede nuestro distinguido adversario, creemos que 
o que él ha querido decir es que no se citará ni un 
Tratado, ni un país en que se haya estipulado que 
los países á cuya nacionalidad pertenece un buque 
mercante ejerzan jurisdicion penal en los casos de crí- 
menes cometidos á bordo de dichos buques, aunque 
estos se hallen en radas ó en puertos extranjeros. 
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Ko da<]amos qne el sefíor IJreta nos hará la jasti- 
da de creer qne esto fué lo que dijo el Minieliro en 
f^n exposición, lo que resolvió el gobierno, y que esto 
jes por consiguiente lo que él ha debido deciifios. 

Además en otros pasajes de su escrito se enuncia 
la misma Idea. Ésta es pues la cuestión. El artículo 
13 del tratado de navegación de 2 de Agosto de 1862 
que forma parte del gran tratado de Comercio cele- 
brado ^ntre Francia por una parte, y Prusia y el 
Zollverein, dice textualmente lo siguiente: "Les dits 
"consuls generaux, consuls, vice-consuls et agents 
"consnlaires de chacune des hautes partíes contratan- 
"tes residant dans les Etats de l'autre, récevront des 
"autorites locales toute aide et assistance pour la re- 
^^cherche, saisie et arrestation des marins et autres 
"individus faisant partie de l'équipage desnavires de 
"commerce de leurs pays respectifs, qn'ils soient ou 
*'non inculpes de crimes, delits ou contraventions 
"commises á bord des dits bátimens." 

"A cet effet, ils s'adresseront par écrit aux tribu- 
"naux, juges ou fonctíonnaires compétents, et jus- 
"tifieront, par l'exliibitipn des registres du bátiment, 
"role d'éouipage ou autres documents officiels, ou 
"bien, si le navire était partí, par la copie ou un ex- 
"trait des dites piéces, dument certifí^es par eux, 
"que les hommes qu'ils réclament ont réellemént fait 
"partíedudit équipage." 

"Sur cette demande ainsi justifiée, la remiso ne 
*'pourra.Íeur étre refusée." 

"Les dits deserteurs lorsque ils auront été arretés, 
"repteront á la disposition des dits consuls generaux 
"consuls, vice-consuls et agents consulaires, etpour- 
"ront méme étre détenus et gardos dans les prisons 
"du pays, á la réqusition et aux frais des affcnts pré- 
"cites, jusqu'a ce qu' une occasion se presente de 
"les renvoyer dans les pays des dits agents, sur un 
"navire de la raéme ou de toute autre nation." 

"Si pourtant .cette occasion ne se presen tait point 
"dans le délai de trois mois á compter du jour de 1' 
"arrestation, ou si les frais de leur emprisonnement 
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*^n' étaient pas reguliérement acquittés par la partíe 
"á la requéte de laquelle V arrestation, a été opérée, 
"les dits déserteurs seront remis en liberté, sane qu' 
"ils puissent étre arrétes de noüvean pour la mémé 
"cause." 

"Néanmoins, si le déserteiir avait commis en ontre 
"quelque crime ou délit aterre, son extradition pour- 
"ra étre differée par les autorités locales, jiisqu' 
"a ce que le tribunal compétent ait dúment statué 
"sur ce fait et qufe le jugement intevenu ait requ son 
"entiére exécution." 

"II est égaleuient entendu que les maríns ou au- 
"tres individua faisant partie de 1' equipage, sujeta 
"du pays ou la desertion a eulieu, sont exceptes des 
"stipulations de present articlc." 

Creemos que este artículo se puede traducir así: 
"Los dichos cónsules generales, cónsules, vice-cón- 
"sulea y agentes consulares, de cada una de las par- 
"tes contratantes, que residan en los estados de la otra 
"recibirán de las autoridades locales toda clase de 
"ayuda y asistencia para buscar, tomar y arrestar 
"á los marinos y demás individuos que hagan par- 
"te díf la tripulacivm de los buques de guerra ó de co- 
"mercio de sus respectivos paises, ya sea que estén 
"inculpados ó no de crimenes^ dditos ó contra/ven- 
^'cienes cometidos á' bordo de dichos buques." 

"A este efecto se dirijirán por escrito á los tribu- 
"nales, jueces ó funcionarios competentes, y justifi- 
"carán, por la exhibición de los registros del buque, 
"rol de la tripulación ú otros documentos oficiales, ó 
"bien, si el buque hubiese partido, por la copia 6 por 
" un extracto de dichas piezas, debidamente certifi- 
"cado pos ellos, que los hombres que reclaman han 
"hecho parte realmente de dicha tripulación." 

"A consecuencia de esta demanda, justificada así, 
"no podrá rehusarse la entrega. " 

"Los dichos desertores, una vez detenidos, queda- 
"ráii á disposición de los dichos cónsules generales, 
"cónsules, vice-cónsules y agentes consulares, y aun 
"podrán ser detenidos y guardados en las prisiones 
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"del país, á la orden y por cuenta de los menciona- 
"dos agentes, hasta el momento en que sean reinte- 
"grados á bordo del buque á que pertenecen ó hasta 
"aue se presente una ocasión de devolverlos al país 
"ac dichos agentes, en un buque de la misma nación 
"ó de otra." 

"Si esta ocasión no se presentase en el trascurso 
"de tres meses contados desde el dia del arresto, ó si 
"los gastos de su prisión no fuesen legalmente paga- 
"dospor la parte á cuja petición se veriíicó el arresto, 
"los dichos desertores serán puestos en libertad, sin 
"que puedan ser detenidos de nuevo por la misma 
"causa." 

"Sin embargo, si el desertor hubiese cometido «á!¿- 
"ma« algunos crímenes ó delitos entierra^lsíS autori- 
"dades locales podrán diferir su estradicion hasta que 
"el tribunal competente haya resuelto lo conveniente 
"sobre este particular, y que la resolución expedida 
"haya recibido entera ejecución." 

"Queda igualmente entendido que los marinos ú 
"otros individuos de la tripulación, subditos del país 
"en que ha tenido lugar la deserción, quedan excep- 
"tuados de las estipulaciones del presente artículo." 
(Archives Diplomátiques 1862 T. Qnatrieme.) Idén- 
tica estipulación existe entre Prusia y Bélgica, (Tra- 
tado de 28 de Marzo de 1863. Ver la misma obra 
1866, número 8 y 9) así como entre este país y Fran- 
cia (Convención de navegación de 1.° de Mayo de 
1861) y entre Francia y Siiecia, [La misma obra ci- 
tada 1861 T. 3 y 1865 T. 3.^ 

He aquí pues sancionado elprincimo de qxxelós deli- 
tos y crtmenes cometidos á bordo de un buque mer- 
cante extrangero, son justiciables por las autorida- 
des del país á que pertenece el buque; y esto aun 
cuando-los delincuentes lo abandonen y aun cuando 
se hallen en tierra: he aquí estipulado que las auto- 
ridades locales no podrán rehusar la entrega de los 
delincuentes, y limitado, por consiguiente, el princi- 
pio de la soberanía jurisdiccional y territorial. Aun- 
que esto es claro y terminante, debemos anticiparnos 
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á las observacioneB que se nos hagan, porque ya el 
señor Mesones ha apuntado la idea de que en el caso 
de deserción debe distinguirse la acción administra- 
tiva ó de policía correccional, de la jurisdicción del 
país sobre delitos y crímenes. Se dirá que el mencio- 
nado artículo se refiere á los que abandonan el bu- 
que, y qao el pedirlos á la autoridad local con documen- 
tos justifica ti vos importa el reconocimiento de la ju- 
risdicción del país: pero es muy fácil responder á es- 
tas observaciones. La circunstancia de quedar el de- 
lincuente en el buque después del crimen no puede 
dar jurisdicción á la autorijjad local; mas bien, el 
abandonarlo, el mezclarse con los habitantes del ter- 
ritorio y quedar bajo la inmediata jurisdicción délas 
autoridades, podría darles derecho á éstas para cono- 
cer de los crímenes peipetrados á bordo, teniendo ya 
á la vista y en sus manos al criminal: pero, lejos de 
eso, á pesar de que el país ve al criminal y lo tiene 
en sus manos, no lo puede rehusar y lo entrega para 
quesea juzgado por las autoridades del país á que 
pertenece el buque. Lo que tiene que saber la auto- 
ridad local es si realmente el inculpado pertenece á 
la tripulación, y defiere^ no solo á los papeles que se 
le presentan, sino al simple extracto que ilev^ la fir- 
ma del agente consular. Solo en el caso de que co- 
meta un delito en tierra, se aplaza su extradición 
hasta puese haya resuelto y 'ejecutado lo convenien- 
te. Este es el derecho público de las grandes nacio- 
nes: esto es lo que se practica en los pueblos mas 
adelantados. ¿Y se podrá concebir que abdiquen su 
soberanía y que se pongan lal nivel de los paises ber- ' 
beriscos, la Francia que consagró el principio en 
tiempo de Napoleón primero y la Prusia que, hoy 
mas que nunca, tiene la profunda conciencia de su 
verdadera grandeza? ¿Se cometerán debilidades en 
la Francia? Se cometerán debilidades bajo el impe- 
rio de Napoleón ¿Será débil y abyecta la nación de 
Federico segundo y del conde de Sismark? 

Pero se dirá: esta estipulación no existe con el 
Perú; y nosotros contestaremos: si no existiera .seria 
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preciso inventarla; pero ella existe. Los términos no 
son los mismos, porque los pactos no son los mismos. 
£u las Convenciones consulares se establecen las Inn- 
ciones de los cónsules, dándose ya por fijados los 
principios fundamentales en los tratados de comercio 
. y navegación. Verdad es que en nuestro Tratado con 
Francia se ha incluido todo lo relativo á amistad, co- 
mercio, navegación y cónsules; y tal vez por no ha- 
berse hecho la debida separación de materias, se han 
cometido en aquel acto internacional, cuyo mérito es, 

f>or oti*o lado, indisputable, algunas omisiones; pero 
as Convenciones consular#s se redactan suponiéndose 
y íeconociéndose la existencia de ciertos principios 
fundamentales: Esto sucede en nuestra Convención 
con Italia. Si el sefior Mesones hubiese pactado 
en ella pura y simplemente que los buques italianos 
estarían sujetos en el Perú de una manera absoluta á 
la jurisdicción del pais, sin mas excepción que la de 
dar á los cónsules el conocimiento de las meras dife- 
rencias de á bordo y el de las cuestiones de salarios, 
dejando al conocimiento de las autoridades del pais 
los delitos que tuviesen luear á bordo, habría hecho 
una mala convención y habría escrito un justo artí- 
culo de periódico: pero creemos lo contrario, y el 
autor del escrito que se ha publicado para probar que 
el Ministro se equivocó á cada momento, le permitirá 
decir al que escribe estas líneas que no está de acuer- 
do con él, y esto para tener la satisfacción de hallar- 
se en conformidad con el distinguido Plenipotencia- 
rio que discutió y firmó con el caballero Ne^ri la 
convención Perú-Itálica. El art. 17 de esta comienza 
, por decir lo siguiente: "En todo lo que concierne á 
"la policía de los puertos, á la carga de los buques, y 
"á la condición y seguridad de las mercaderías ó 
^'efectos, se observarán las leyes, estatutos ó reglamen- 
"tos territoriales." Así, el sefíor Mesones comenzó 
por determinar los casos en que los buques mercan- 
te^ italianos están sujetos á las leyes del Perú, es de- 
cir empezó por limitar la soberanía jurisdiccional y 
tefritorial. En seguida dijo: — "Los cónsules generales, 
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^^cónsnles, vico-cónsules y delegados ó agentes con- 
"snlares conocerán exclusivcmiente del orden ó poli- 
^*cía interior de los buques mercantes de sus respec- 
tivas naciones." Es decir, le prohibió á las autorida- 
des del Perú conocer del orden y de la policía inte- 
rior de los buques; de manera que si el orden se turba 
' de cualquiera manera, bien sea por faltas ó por deli; 
tos, las autoridades del país no pueden conocer de 
ellos; y tampoco pueden conocer de la policía, lo cual 
es indispensable para descubrir y castigar los delitos. 
No les dio el señor Mesones á los cónsules la facultad 
de resoVoei^ todas las infracciones del orden como no 
lo ha hecho el Gobierno;— así, el señor Mesones agre- 
gó — "y resolverán las controversias ó diferencias exis- 
"tentes entre los capitanes, oficiales ó marineros, es- 
"pecialmente cuando se refieren á sus contratos recí- 
"procos ó pago dé salarios," Aun cuando'ya esto era 
bastante para impedir que las autoridades locales co* 
nociesen de esas infracciones del orden que se dividen 
en faltas y en delitos, el señor Mesones agregó: — 
*'Las autoridades locales no podrán intervenir, a me- 
nos que ocurran á bordo de los mencionados buques, 
desórdenes qne perturben la tranquilidad ó el orden 
público, en tierra ó en el puerto: intervendrán tam- 
bién cuando se haya ingerido en aquellas disenciones 
alguna persona del lugar ó que no pertenezca á la 
tripulación." Aun cuando por esta estipulación se 
habian determinado los casos en que las autoridades 
locales no podían intervenir, y aun aquellos en que 
podian hacerlo, podia quedar alguna duda porque el 
prifcier período, bajo una forma negativa, encierra una 
afirmación y también es afirmativo el segundo perío-' 
ds. Podian, pues, quedar otros casos, es decir, todos 
los que no estaban previstos, las faltas^ los delitos y 
aun los que por otras legislaciones se llaman críme- 
nes: para todos estos casos estipuló el señor Mesones lo 
siguiente: — En los demás casos, las autoridades ter- 
ritoriales se limitarán á auxiliar eficazmente á los 
agentes consulares, si estos las requieren, para hacer 
arrestar 6 detener en la cárcel á cualquier individuo 
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perteneciente á la trípuljaoion." Kada npis pueil?^. 
ní^cer las autoridades territoriales. En el articulo 18s 
pactó el señor Mesones la entrega de los desertores,. 
es decir, de los individuos déla tripulación que abal- 
donasen al buque; pero, con mucha previsión, agregQ 
lo siguiente: — ''Ño obstante, si el desertor hubiese 
cometido algún otro delito en el mismo territorio^ I^ 
autoridad local podrá diferir la soltura, hasta el pro- 
nunciamiento y ejecución déla sentencia." Solo pues- 
en el caso dq que se haya Q,om^úáo otro delito se pue- 
de rehusar al individuo de la tripulación que ha aban- 
donado el buque; y debe ser en el mismo territorio. 
gPensó el señor Mesones, al á^Q\x ehmismo territorio^ 
referirse al buque? No nos creemo3 con el derecha- 
de interpelar á nadie,'y no le diriQTnps que.si^.equivo- 
cap sipo únicaniente á Jas personas que nos Qupongai)* 
un mal procedimiento, y esto cuandp sea ín^íspensar 
ble hacerlo. Así, nofi| limitaremos á decir qiii^, ,á nues- 
tro juicio, no se puede rehusar al delínpuíjnte sínO; 
cuando taya cometido otro d^liip^ no en et bu^i^^ue á, 
que pertenece sino ep lo que se llama territoviOy, ea. 
loquees propiedad del Estado, en lo que se halla, 
bajo de su jurisdicción, absoluta y completa, en ío 
que se encuentra bajo el dominio eminepte de la B^ 
pública. 

El señor Me8one8,_cuando firmó la Oopvencion con 
Italia, fué invitado á dar cuenta de la negociación y 
á exponer los principios que lo habiaa guiado para^ 
celebrarla. Se propuso entonces el señor Eibeyro,, 
Ministro de Relaciones Exteriores, contribuir á la 
formación de una verdadera jurisprudencia interna- 
cional que explicase el sentido jenuino de las estipu- 
laciones internacionales; pero el señor Mesones no 
acompañó los protocolos de sus conferencias con el 
caballero ííegri', que arrojarían hoy mucha íuz sobre 
la cuestión, ni dijo otra cosa, en resumen, sino que 
habia seguido lo estipulado en la Convención consular 
que el gobierno de Turin ajustó con el imperio fran- 
cés, en la celebrada con España y en la que terminó 
con el Brasil. Ellas son, si se quiere, mas terminan- 
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tes. En cuanto á la última^ qne tenemos á la vista, y 
qne no copiamos, por no hacer mas largo este escrito, 
no manifiesta sino .qii,e el sefíor Mesones tuvo tantq^ 
r^zpn ¡^l (JpsQonfiw* ^e ^^ in,(?n3Loria re^peptp d^ (?,llá^, 
como fué mviy poca If^ que tyvo paria asegurar (ks- 
paes c[ne en aqu¿l acto se hfioian juotíciablJDS por la 
autoridad del pfiis los delitos comunes perpetrados á 
bordo. I^a Convención con el Brasil no dice eso. %p 
quf5 h^y de cí^irto es. qu»e el sofiior ííi^sQnea ¿ceptó l.o^ 
prineipios que en esta materia el gobierno francés va 
propagando y estipulando por todo el mundo civili- 
zado. El gobierno tiene que cumplir lealmente los 
tratados, actos de buena fé que obligan, no solamente 
á lo que se halla espresamente estipulado, sino tam- 
bién á' todo lo que puede convenir mejor & la materia 
del contrato y & la. oomun intención de las part0S 
contratantes. Es,te es un principio admitido general- 
mente, conforme con la razón y exijido por la lealtad, 
internacional. 

M gobierno d;el Perú y el autorizado, intérprete del 
gobierno de Italia han fijado el sentido de la Conven- 
ción. El señor Mesones rechaza la opinión de ambos 
é interpela al gobierno itajiano. Sí este desaprobase 
la conducta del H. señor Qarrou, la resohicion del 
gobierno peruano desaparecerla sin haber producida 
mal alguno. Si el gobierno italiano aprueba la con- 
ducta de su representante, no creemos que el sefíor 
Mesones rechace la opinión del gabinete de Floren- 
cia con la misma facilidad con que ha impugnado la 
del gobierno de su patria. Si el gobierno francés 
acepta, como no puede dejar de aceptar sus doctrinas 
y lo que está estipulado con muchos paises y con el 
!Perá, uQ creemos qiíe el señor Ureta pueda decir que 
la Francia piensa como él. 
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VI 

Exposición ano hace el mismo Wheaton de la legislación y de la jurisprudencia 
Aranoesas. Ellas están conformes con la resolución del Gobierno. Exposición de 1« 
doctrina Que encierra los mismos principios por Hauteffenille. Doctrina de Tbeo- 
dore Ortolan. Opinión de Oanchy. De Olere. Moreuil, Ousy. Solo se trata en laa 
leyes, casos y opiniones expuestas de países cristianos. Falsa idea emitida por el 
seflor Mesones y aooáidapor algunos de la opinión que el Gobierno francés tiene 
del Perú. Prueba de amistad y de consideración dada al Perú por el Gobierno im- 
perial. Alcance de la resolución en cuanto al caso del ''Emilio Rondanini.** Abs- 
tención expresa que se kace en este escrito de la cuestión de competencia. Necesi- 
dad de'la resolución que se ha expedido. Bes6men. 

Lo6 mas distinguidas tratadistas de derecho marí- 
timo profesan la doctrina pactada y mandada cum- 
plir por el Gobierno peruano» Ya hemos tenido oca- 
sión de hacer notar las varias opiniones de Wheaton 
sobre la materia: pero el ilustre diplomático, aunque 
emitiendo opiniones distintas á la política de su pais, 
ha expresado lealmente las ajenas doctrinae. Hé aquí 
sus palabras. (Droit international Troisiemme edi- 
tion 1858 T. 19p. 129)' **La jurisprudencia marítima 
reconocida en FranQia respecto de los buques mer- 
cantes extranjeros, que entran á los puertos franceses, 
no parece conformarse con los principios establecidos 

Íor la sentencia de la Corte Suprema de los Estados 
Tnidos que acabamos de citar, ó, para hablar mas 
correctamente, la legislacionfrancesa^ exceptuando á 
estos buques del ejercicio de la jurisdicción delpaisy 
les acuerda mayores inmunidades de las que exíjen 
los principios generales del derecho internacional." 
Ya se sabe como los entiende Wheaton: pero luego 
agrega: — **La jurisprudencia francesa establece, en 
cnanto á los hechos que pasan á bordo de los buques 
mercantes en un puerto ó en una rada, en pais ex- 
tranjero, una distinción: 19 por una parte, los actos 
de pura disciplina del interior del buque,y aun los crí- 
menes 6 delitos cometidos por un hombre de la tri- 
pulación contra otro hombre de la misma, cuando la 
tranquilidad del puerto no se ha comprometido; y 29 
por otra parte, los crímenes ó delitos cometidos aun 
á bordo contra personas estrafías á la tripulación, ó 
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por cualquiera otro que no sea de ella, ó aun por los 
que se hayan comprometido entre jentes de la tripu- 
lación, sí la tranquilidad del puerto se ha comprome-r 
tido. Respecto de los hechos de la primera clase la 
jurisprudencia francesa declara que los derechos del 
poder á que pertenece el buque, deben ger respetados; 
que la autoridad local, por consiguiente, no debe in- 
jerirse en estos hechos^ á ménosque se reclame su au- 
xilio. Estos hechos quedan bajo lá policía y jurisdic- 
ción local del Estado á que pertenece el buque 

Según estos principios se conducen las autoridades y 
las jurisdicciones de Francia, respecto de los buques 
mercantes extranjeros que se hallen en sus aguas." 
En seguida Wheaton, después de referir los casos del 
"Newton" y "Sally" copia la resolución imperial de 
1806, base <3e la lejislacion y de la jurisprudencia in- 
ternacional de Francia y de la doctrina de los princi- 
pales tratadistas del imperio. 

Hauteffduille; á quien el señor Mesones llama el 
mas distinguido escritor moderno de derecho maríti- 
mo internacional, en la misma obra citacj^ (Histoire 
des origines, des progres et des variations du Droit 
maritime international) dice pág. 59. — "El derecho 
de hacer justicia es un atributo esencial de la sobe- 
ranía; él no puede sor arrebatado al jefe territorial 
sin herir gravemente sus derechos y su autoridad. 
Considerados bajo este punto de vista, el único ver- 
dadero, según las prescripciones de la ley primitiva 
los cónsules, establecidos en pais extranjero, no pue- 
den tener ninguna especie de jurisdicción sobre los 
subditos de sus soberanos fijados en tierra^ ó aun en- 
contrándose allí accidentalmente, porque estos hom- 
bres son naturalmente reputados como subditos del 
soberano del Ingar en que se hallan, y sometidos á 
sus leyes: pero no sucede lo mismo respecto de los 
hombres que habitan un htoque^ aunque esté * en 
puerto extranjero: cualesquiera que sean su fuer- 
za y su magnitud, es una colonia de su pais, una par- 
te flotante de su territorio; los hombres que lo habi- 
tan no han dejado el suelo de la patria; han quedado 
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sometidos á su propio soberano y no pueden recono- 
cer otra jurisdicción qjié la suya, á lo nién<»s por to- 
dos los liechos que, csclusivaniente relativos al buque 
y á los que lo tripulan, no tienen relación directa ni 
indirecta con el territorio, extranjero en el cual flota 
el buque. Laíacion á que pertenece un buque, pue- 
de, pues, delegar el derecho de hacer justicia á las 
tripulaciones y aun á los pasajeros de sus buques, á 
los cónsules establecidos por ella en países extranje- 
ros, pero solo por los hecnos que acabo de especifi- 
car." 

l)espues agrega, página 6i. — "El buque, sea que 
se encuentre en plena mar ó en un puerto extranjeroi, 
Xio cesa de hacer parte del territorio de su soberano; 
él es, por consiguiente, inviolable. Kadie puede, ein 
bacerse culpable de atentado contra el territorio, e^ 
decir, de la mas grave ofensa que puede hacerse á 
una nación, atentar contra la independencia del bu- 
qpe. En plena mar, esta consecuencia del principio 
es absoluta. El buque es tan sagrado como el territo- 
rio continental. En los puertos extranjeros, ella es 
modificada por las condicianes que el soberano local 
ha creido que debia establecer para recibir el buque 
en su territorio marítimo. Estas condiciones spn de 
derecho secundario; en general, consisten en colocar 
al buque bajo la jurisdicción del pais á que pertene- 
ce el puerto, para todas las relaciones con el pais; 
mismo ó los que*lo habitan, indígenas ó extranjeros. 
Para todos los hechos que son exclusivamente relati- 
vos al buque y á los que él conduce, ó á otros buques 
de la misma nación, se conserva la jurisdicción de la 
madre patria; el buque queda territorial. En la pági- 
na, 293 agrega — "Hay un género especial de juris- 
dicción que la Francia ha reclamado siempre para sus 
cónsules en el extranjero (y esto en paises cristianos 
como se colije por lo anterior) y que ha ofrecido-siem- 
pre por reciprocidad á las otras naciones. Ella preten- 
de y con razón, á mi juicio, que todo hecho, todo deli- 
to^ mas aun , todo crimen, cometido á bordo de un buque 
francés, por individuo embarcado hacia el capitán ó 
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<3iíalqiiiera otra persona embarcada, queda sometido á 
]a jurisdicción francesa, y que solamente el cónsul 
tietie el. derecho de practicar los primeros actos de 
instrucción y de enviar al presunto reo ante los tri- 
bunales francesfifl competen tes. Esta es una conse- 
cuencia del principio de la territorialidad del buque. 
El hecho cometido á bordo por un francés ú otra per- 
sona embarcada, fuera de toda relación con el país 
extranjero, y los que ló habitan, se considera cometi- 
Ao Sobre uiiá porción del territorio francés, es decir en 
í'ranciá: los tribunales franceses son los únicos com- 

Ífetentfes para juzgar al culpable. IJñ áciierdo del 
'ónsejo de Estado de Í806 ha definido perfectamen- 
te esta Jurisdiíícion especial, qtié ha sido adoptada por 
la ordenanza de 1833; pero solo en él caso de que la 
Nación Soberana del territorio lo permita. La orde- 
nanza íécómienda, en efecto^ al cónsul que haga to- 
«dbsjlos eéfuerzos posibles, para obtener él reconocí- * 
miento de este derecho, bajo la promesa die recipró- 
<iiilad. Hoy la mfeyor parte de lósbueblps han admi- 
tido é^te principio, respecto de la Francia." Después 
áé disertar soWe la materia, el autor agreiga — "Todo 
16 que acabo de decir sé aplica á los consulados en 
j)aises cristianos." 

El mismo autor, en otra obra profunda y trascenden- ' 
tal (Des Droitset des devoirs des nations neutres en 
temps de guerre marítimo) examina detenidamente 
la cuestión pendiente, la de saber si lo que pasa en el 
interior de un buque mercante extranjero, se halla 
sujeto á la jurisdicción del pais á que pertenece el 
buque 6 á la del pais en cuyas aguas se encuentra el 
mismo buque. Recomendamos á las personas que. 
hayan tenido la paciencia de llegar nasta aquí, la 
instructiva y agradable lectura, del mencionado es- 
critor [página 287, tomo primero]. Después de tratar 
el asunto con una pro/iindidad y una lójica iguales á 
la magnificencia del esíilo y á la elocuencia del len- 
guaje, dice — "El buque, sea de guerra ó mercante, 
aun en puerto extranjero es, pues, 'administrado, go- 
bernado, protejido por las mismas leyes, por los mis- 
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mQS medios que el territorio continental, leyes y. me- 
dios que no son aplicables sino al territorio; él mis- 
mo es pues, una parte de este territorio." Manifes- 
tando JO absurdo de que el buíjue, en cuanto á su 
personalidad, se halle sujeto á la jurisdicción del pais, 
en cuyas aguas se encuentra, dice: — Todos estos he- 
chos son incontestables, y puedo decir aun incontes- 
tados; todos los pueblos, en todos los tiempos, los han 
reconocido, á lo menos, tácitamente; ellos forman una 
de esas tradiciones internacionales que hacen parto 
del derecho secundario y conducen a esta conclusión 
escensaria, forzosa: — El buque de guerra ó mercante^ 
en alta mar ó en aguas extranjeras, es una parte del 

territorio de la Nación, cuyo pabellón enarbola 

Acabamos de probar que el buque, aunpue sea mer- 
cante, en un puerto extranjero, queda sometido al 
poder civil, administrativo y judicial, es decir, á la 
jurisdicción del pais." Todos los escritos de este dis- 
tinjguido autor encierran las mismas ideas. • 

Theodore Ortólan, que, según la opinión de un 
distinguido escritor, reúne á la ciengia del publicista, 
la espericncia del marino, ha expuesto esta cuestión, 
como otras muchas de derecho marítimo, con una ad- 
mirable lucidez, y con datos abundantes justamente 
apreciados. [Regles internationales etDiplomátie de. 
lamer]. Después de analizar los diferentes casos que 
puedan ocurrir en los buques de guerra y mercantes, 
[véase el capítulo 13 libro segundo, tomo primero] 
dice: página 270. "He aquí como en Francia, á falta 
de Convención especial, se entiende y practica la re- 
gla do , Derecho internacional sobre esta materia. 
ÍTuesti a legislación establece, en cuanto á los hechos 
que pasan á bordo de los buques mercantes en un 
puerto ó en una rada, en pais extranjero una distin- 
ción entre: 1*® por una parte, los actos de pura disci- 
plina interior del buque: o aun los crímenes ó delitos 
comunes^ cometidos por un hombre déla tripulación, 
contra otro de la misma, cuando la tranquilidad del 
puerto no ha sido comprometida: — y 2.** por otra par- 
te, loB crímenes ó delitos cometidos, aun á bordo 
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contra personas estrañas ala tripulación 6 por cual- 
quiera que no sea de ella; ó aun loe cometidos por 
gente de la tripulación entre sí, si la tranquilidad del 
puerto se ha comprometido. Respecto de los hechos 
de laprimera clase, nuestra legislación declara que 
los derechos del poder á que pertenece el buque deben 
ser respetados; que la autoridad local, por consiguien- 
te, no debe ingerirse en estos hechos, a menos que se 
haya reclamado su auxilio. Ebtos hechos^ quedan pues, 
bajo la policía, y bajo la jurisdicción del Estado a qué 
pertenece el buque. 

Oauchy, en su obra de Derecho Marítimo Interna- 
cional, coronada por la Academia de Ciencias mora- 
les y políticas de Paris, después de desenvolver ad- 
mirablemente esta materia, dice: [página 153, tomo 
segundo], ocupándose de los buques mercantes. — "Si 
se ha cometido en ellos un crimen^ el juicio de él 
quedará reservado á los tribunales de la tierra na- 
-tal." 

De Clercq en su Guia de consulados, exponiendo 
en la sección tercera capítulo quinto, libro séptimo 
del tomo segundo, la materia de que se trata, con- 
cluye por decir terminantemente que los delitos ó 
crimines cometidos á bordo de un buque mercante 
entre gentes de la tripulación, sin que se altere la 
tranquilidad del puerto, caen exclusivamente bajo la 
jurisdicción del pais á que pertenece el buque (pá- 
gina 136). Moreuil dice lo mismo. [Manual des 
Agents Consulaires página 81.] Lo mismo dice Cusy 
y todos los autores de guias y manuales. 

Casi nos parece inútil agregar que todas las doc- 
trinas que hemos expuesto, que todos los tratados, 
leyes y reglanientos que hemos citado se refieren úni- 
ca y OAulusivameiite á los países cristianos. Las per- 
sonas que conocen la materia y las que quieran re- 
correr los libros que hemos mencionado, verán, como 
nosotros, que la organización de los consulados en 
los paises del Levante, y que el ejercicio de la juris- 
dicción extranjera en esos lugares, dependen de le- 
yes y de reglamentosddistintos. Allí las grandes po- 
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tencias cristianas administaan justicia por completo 
en el mar como en tierra; y no solamente sobre sus 
nacionales, sino aun sobre los naturales del pais en 
ciertos y determinados casos. Si se ha querido hacer 
un llamamiento á las pasíoTíAR dol pais, dándole á 
etítender que se le quiere colocar al nivel de los pue- 
blos que no pertenecen á la gran comunidad cristia- 
na, nada tenemos que contestar. Las aseveracioiíés 
del aeflor Mesones sobre el modo como el gabinete de 
las Tullérias trata al Perú, son ofensivas j^arálos doB 
países, infundadas y perfectamente inoporttinas. Éí 
(robfemo del JÉmperador acaba de decláraf ^ué, al 
nombrar un Ministro Plenipotenciario en Litíia, no 
solo habia tenido en mira los iñtetéses dé slis nació- 
hutes, fifiño que había querido rendir u¿ homenaje A 
espíritu de progreso que domínabi» á ééta Républiéá. 
Este progreso no pttédé tener lu^ar siú séguíí» los 
principio'8 que en materia de í)é?recho Iritémácíóñaí 
se profesan en todo el mundo civilizado. Por o|'fó 
ládó, lá reciprocidad; y en esto el éeflor Mefeótiés ha 
hecho justicia al Gobierno, deja á salvo el hono^ áé 
la República, Si aquel se htibiese eqtiivocado, sus 
esfuerzos no habrían sido sino una tentativa genéi^o- 
&a para contribuir al establecimiento de un ^tali 
principio liberal en materia de derecho marítimo: 
pero no es así; y nos parece haberlo demostrado. Sin 
embargo, se dice que la reciprocidad será ilusoria, 
que no tenemos buques mercantes en el extranjero 
que aprovechen del privilegio que concedemos. ífo- 
sotros contestaremos que el Gobierno no ha xíoncedi- 
do ningún favor sino q^ue, al mismo tiempo que ha 
reconocido un principio y cumplido un tratado, se 
ha libertado de la pesada carga de perseguir y de 
castigar delitos que no afectan en nada su seguridad 
ni manchan su decoro. Si no podemos aprovechar de 
todo lo que concedemos á países extranjeros, poco ó 
nada podríamos entonces otorgar. La facultad de 
comerciar, la de adquirir bienes, la de navegar; to- 
dos los derechos, en fin, que los extrangeros gozan eñ 
el Pera no tienen una reciprocidad material para no- 
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sotros, porque poco ó nada comerciamos, compramos 
ó navegamos en los paises estrangeros. Así, en buena 
lógica, y para no aceptar lo que se llama reciproci- 
dad ilusoria, deberíamos aislarnos del mundo civili- 
zado: pero entonces vendríamos á caer al nivel de 
esos pueblos dé Oriente á los que tanto temor tene- 
mos de asemejarnos. Verdad es que hay otra reci- 
procidad mas elevada y naas provechosa. Precisa- 
mente, cuando el señor Mesones presentó su conven- 
ción con Italia^ el señor Kibeyro, Ministro de Rela- 
ciones Exteriores, al remitirla al Congreso, suplía 
el silencio del negociador y decia: "Aunque es ver-, 
"d^d que nuestras socíeáades, en la infancia de Bua 
"adelantos sociales y de sus especulaciones mercan* 
*^tiles, no pueden encontrar en los pactos las mismas 
"ventajad materiales qne los pueblos con quienes tra- 
'*ta, encainhio reciben Trutos morales de civilización 
"y de bienestar que reforman totalmente su manera 
"de existir, y los lan¿a«n una vía ancha de prpgre- 
"so, con l,a» importación de hombres, de capitales y 
"de luces." 

^ Los inconvenientes que se apuntan para la aplica- 
ción de lo resuelto por el Gobierno, no podrían ser 
Í'amás un embarazo para el sincero cumplimiento de 
os tratados y délos usos recibidos: pero es indudable 
que el Gobierno peruano adoptará las medidas con- 
venientes, lo mismo que los demás Gobiernos, para 
realizar lo estipulado. 

No hemos querido ocuparnos del alcance.que para 
el caso especial de la "Emijio Kondanini" pudiera 
tener la reconsideración que pide el señor Fiscal, A 
pesar de las cinco puñaladas poa la espalda, que con ' 
tan vivos colores se describen á cada momento, los 
trihunales habían sobreseído por no haberse podido 
descubrir á los culpables: de manera que el Gobier- 
no ni ha consagrado la impunidad de éstos, ni, en to- 
do rigor, ha impedido de hecho que se administre 
justicia. Ha acatado sí un principio y mandado cum- 
plir un tratado, cuyo verdadero sentido se quiere 
desconocer. Hoy mismo si se descubriese que el ase- 
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Binato de Matcarens se habia cometido, no á bordo 
Bino en agnas peruanas, el Gobierno reclamaría á los 
asesinos para juzgarlos; y estamos seguros de que el H. 
seflor Encargado de Negocios de Italia, no los rehu- 
saría. Tampoco creemos conveniente ocuparnos de 
la demanda de competencia entablada por los sefío- 
tes Fiscales ante la Excma. Corte Suprema, desde 
que no sabemos que haya resuelto nada ese alto tri- 
bunal: pero podemos sí decir que no acertamos á con- 
ciliar la demanda de competencia con la demanda de 
reconsideración. En cuanto á la declaración general, 
ella no importa sinola declaratoria de que obraremos 
respecto de los demás pueblos del mismo modo que 
ellos obren con nosotros. ¿Pretenden acaso los señores 
Uretá y Mesones que el Perú establezca un trato de- 
sigual ó Que se empeñe en mantener principios con* 
trarios á los que admiten casi todos los pueblos y 
t)rofesan los mejores tratadistas? No es posible. 

Creemos haber probado: 1^ que el verdadero sen- 
tido de la convención Perú-Italiana, es el que cons- 
ta de la resolución del Gobierno, deducido de su 
tenor y de su conformidad con las leyes y reglamen- 
tos vigentes en Francia y en Italia: 2^ que los re- 
cientes tratados de* las mas grandes potencias encier- 
ran el mismo principio: 39 que la jurisdicción fran- 
cesa es constante en la materia y que el caso del 
"Tempest" no se puede considerar tampoco como 
una excepción: 49 que en otros paises y en el Perú 
mismo se ha aplicado la doctrina que envuelve la re- 
solución del Gobierno: 59 que los reglamentos consu- 
lares de muchas grandes naciones se hallan confor- 
mes con esos trata'dos y con esta jurisprudencia: ^69 
que esta es también la opinión de* los mas modernos 
y mas acreditados tratadistas sobre la materia, y 79 
que esta es la doctrina mas aplicable y mas conve- 
niente. También la creemos conforme con los prin- 
cipios y con la marcha progresiva del Derecho inter- 
nacional. 
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Principio 7 desenvolvimiento de la cuestión. De la propiedad. Del mar. Diferencia, 
profunda entre el modo como se ^erce el d ominio en la tierra y en el mar. Origen 
alcance y denominación del derecho que s e tiene en el mar. Limitación de la ja- 
risdiccion en tierra. Ella eetá mas limitada en el mAr. ¿Qué es un buque? Der® 
chofl que él tiene y fenúmenoe que pasan en él. Alcance de la jurisdicción territ 
rial. Belacion de la presente cuestión con las demás que se refieren á la inviolabl' 
lidad de la bandera en la guerra como en la paz. Liberalismo de Napoleón I. en 
laa cuestiones de derecho marítimo por oposición á la Gran Bretafia. La inconse. 
cuencia de Napoleón en esos principios íüé la verdadera causa de su caida. Una 
de las manifestaciones del liberalismo firancés en materia de derecho marítimo fué 
la reflolucion de 1806. ])f archa de este principio. La Inglaterra entrando en la via 
del liberalismo marítimo en eL€k>ngreso de FariB y con motivo del "Trent." Invio- 
labilidad de la bandera. Lentitud de los progresos del derecho de gentes. 

La cuestión qne se del^até es una de las consecuen- 
cias de otras cuestiones de orden mas elevado. Todos 
los principios de propiedad nacional,de soberanía y de 
jurisdicción tienen que ser invocados. La marcha de 
la humanidad, acorde á veces con ellos, infrinjiéndo- 
los á menudo, pero caminando siempre á su cumpli* 
miento, se recuerda involuntariamente. El interés 
que ellos iilspiran parece ser mas grande cuando se 
refieren al vasto Océano. Casi todos los pueblos que 
han llegado á alcanzar un alto poderío han aspirado 
á dominar en el mar: pero si la libertad absoluta del 
Océano es hoy un principio reconocido universal- 
mente, es preciso confesar que la inflexible lógica vé 
todavía infracciones de ese principio que, por leja- 
nas que sean, sirven de obstáculo á la perfecta reali- 
zación del derecho. Las tentativas para ejercer, sino 
en la vasta extensión de los mares, á lo menos en li- 
mitados espacios, un derecho absoluto, renacen sin 
cesar: pero el miir es libre y todos los mares son li- 
bres: asi lo ha dispuesto la Providencia misma, por 
que ni todo el mar ni una parte de él son susceptibles 
de una verdadera apropiación. La propiedad impri- 
me, por decirlo así, el sello de la personalidad huma- 
na. El hombre ó una sociedad de hombres se apode- 
ra de un terreno, lo modifica, lo transforma y, domi- 
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Dándolo casi por completo,lo convierte en una verda- 
dera propiedad, sea privadí^ sea publica, ejerciendo 
dominio particular, ó dominio eminente: pero con un- 
trozo de mar, esto es imposible; ¿cnál es la huella que 
el hombre deja en él? ÍTí la navegación, ni lape^ca 
producen esa viva^ iijnpjpe^ion dé la aciivíA^ y de la 
personalidad humanae, esa especie de ideotifi^^^i^p 
entre la cosa y el hombre,en la cual é&te domina y ae 
convierte en propietario. — Ntmo neseit navem per 
marem transeuntem non plm Jmis qfidvi vestíbil reli- 
qwrey ha dicho Grocio, pensa«iiento.qu0 un escritor 
moderno ha expiresado elocuentemente asi: ^'Si loe 
buques surcan un momento las hondas, la ola viene 
á borrar al,momer;ito esta liger.a se^al de serviduñi- 
y el mar reaparece tal como fue el dia de la crea- 
ción." La necesidad de procur^^r la seguridad debi- 
da á los paisas marí tifiaos, ha podido unicamejute juar 
tifiear la existencia, de ci^FtQ& d;^jr,echj9^ ?Qbr*e¡ ijiria. 
porción reducidA del Q,(^eano. !^^ta se Uains^ mqr 
ternl/>rÍQ,L La impropiedad, nii^mf^ de los t^r^t^rji^a 
acredita la limitaron del poder. La iipperfeccíon del 
l^Wg«8iJe revela la impierfecoion del derecho, %\ do- 
minio y porconsiguiente la jurisdicción se» debilita 
desde que salvan el úlitimo grano de aren^ para con- 
veártirse en un simple j'uS'UttQrüy que> por no hab^r 
nacido de un dominio perfecto y absoluto, no euciería, 
tampoco una jurisdicción tan extensa como la que 
se tiene en tierra. Limitados se epcaentran pues, la 
extensión de mar que se puede llamar propia y 
los derechos que sobre esa pequeña porción se ejer- 
cen. 

La jurisdicción misma que se ejerce en tierra re- 
cibe sus limitaciones porque todos los derechos de 
los naciones como de los individuos, se limitan en 
su ejercicio para realizar así el derecho absoluto. De 
aquí resultan esos conflictos entre las leyes, de cuya, 
resolución se ocupa el Derecho internacional priva- 
do. Por eso en todos los pajses del mundQS^e realizan 
verdadieros actos de jurisdicción de. países e:^trapje- 
roa; y solo de la armonía entre las distintas jurísdic- 
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ciones dq los países que se comunican $ntrQ sí puedQ 
í(E}8ultar la verdadera realización del dercicho, asi CQ- 
mq ésta no tiene lugar entré los mismos inaivíd,uo^. 
sino mediante la limitación recíproca y constante de| 
síis respectivos derechos particijilí^res. 

Éstas consideraciones, que no entra en nueatro 
propósito desenvolver, sq aplican con mas razón al 
mar. Allí é. que parece posper está mas limitado 
que en tierra por los demás pueblos del mundo. Allí, 
sobre todo, se realiza un fenómeno que no tiene lu- 
gar en tierra. Un edificio, llevando en su seno una, 
sociedad organizada conforme á las leyes de su pais, 
se lanza al Océano y se aproxima al territorio de otro 

Sais: allí va la patria con sus leyes-, con sus autori- 
ades, y allí va la bandera, símbolo de la nacionali- 
dad y enselia del honor. Esa, sociedad, sea que vaya, 
por cuenta del E^tadp, sea que vay^. por su pro- 
pia cuenta, y aun c]iando se halle dentro de lo 
que se llama mar terrzfqrial, contiqúa regida poi? 
las leyes de su país. Si ^^ realiza ^n ellos un üie- 
cho punible por las leyes de su patria, pero inocentq 
por las de la tierra que estáá la vista él siBrá castiga- 
do: sí, al contra:CÍo, sq perpetra lo que en tierra se po- 
día llamar un delito y por las leyes del pais al que 
Sertenece el buque un hecho inocente, nadie lo pue- 
e castigar. Los testamentos y todos los actofi del 
estado civil tienen lugar allí, independientemente de 
la tierra que se vé, del soberano que se tiene al fren- 
te: el niño que nace en el buque es un extrangero 
para el pais que se contempla desde abordo. La ex- 
tradiccion, que difícilmente se otorga en tierra y que 
siempre se limita á ciertos hechos, se conceae fá- 
cilmente en los puertos. Si el buque es de guerra 
los fenómenos que se realizan son todavía mas sin- 
gulares, y para justificarlos no hay necesidad de 
recurrir á lo que se llama la ficción de la terri- 
torialidad ó de la exterritorialidad^ porque de me- 
ras palabras de dudoso significado no se pueden 
deducir principios de derecho. Lo cierto es que 
aun cuando un buque de guerra no vale cierta- 
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mente mas que la casa do un agente diplomático, 
y aun cuando sin duda alguna el oficial que manda 
un buque no tiene ni para su pais ni para el pais ex- 
tranjero la alta representación y las grandes funcio- 
nes ae un agente diplomático, pasa en el buque y se 
realiza por el capitán lo que no puede tener lugar en 
la casa de un agente diplomático y lo que éste mis- 
mo no puede realizar. Ante todo, un cuerpo de ejér- 
cito extragero no entra armado al territorio sino en 
casos muy excencionales y con un permiso especial: 
pero un buque de guerra se sitúa erizado de cationes 
en el mar territorial. Esa fortaleza no se podria si- 
tuar en tierra. Si dos ejércitos se baten en el extran- 
gero, ninguno de los dos puede entrar armado al 
territorio neutral para Tolver á emprender sus ope- 
raciones: pero dos escuadras se baten; <;ualquiera de 
ollas entra armada al mar territorial del Estado neu- 
tral, y sale después para continuar la guerra. Por 
último, en un buque se administra justicia y en pre- 
sencia del soberano territorial, so juzga, se sentencia 
y se ejecuta. La pena misma de muerte pued)3 ser 
aplicada allí y esto no podria tener lugar ciertamen- 
te en casa de un agente diplomático. Si, por cortesía, 
los comandantes do buques salen del puerto para 
aplicar la pena de muerto, es únicamente para no 
llamar la atención pública: jjero pueden aplicarla 
bajo el alcance del cañón territorial. 

Estas diferencias esenciales entre el mar y la tierra, 
los buques 7 las casas; las exijencias del comercio y 
de la navegación; las justas influencias de la paz co-" 
mo las legitimas influencias de la guerra, han consa- 

{rrado la independencia del buque y la inviolabi- 
idad de la bandera. Estos principios no son ilimita- 
dos ni para el buque de guerra ni para el buque mer- 
cante; al contrario, ellos reciben la limitación res- 
pectiva déla seguridad y de los intereses del sobera- 
no territorial. La situación que resulta no es de difí- 
cil definición. El buoue de guerra es perfectamente 
independiente con tal de que no atentcá la seguri- 
dad ni álos intereses del soberano territorial;y aunen 
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este caso/considerándosele cotdo la emanación dtt up. 
poder público extrangero, no se le podría repiimir 
sino conforme con las leyes déla guerra. Un b'.que 
mercante no es así. Dedicado al comercio, no i •;^;ie- 
sentando al poder público d^ su pais, aun cuando 
pueda decirse que representa una parte de su Loni- 
torio, es independiente en sí; pero en sus relaciones 
con el territorio extrangero, queda sujeto á las leyes 
y á la jurisdicción dejas autoridades de éste. 

Si en tiempo de paz estos principios no son reco- 
nocidos y aplicados sin dificultades ni controversias, 
en tiempo de guerra son á menudo desconocidos, ó 
falsamente interpretados: pero en la guerra como en 
la paz, los principios fundamentales son siempre los 
mismos. 

En un tiempo la Gran Bretaña, llamada por su 
poder, por las magníficas cualidades de su raza y por 
su situación geográfica, á llevar á otros pueblos su 
actividad y sus grandes^ instituciones, dominó los 
martís. El hecho pretendió ser transformado en un 
derecho; y el gran principio de la inviolabilidad dé 
la bandera fué completamente desconocido. Nadie 
tenia mas buques y nadie los tenia mas poderosos que 
la Gran Bretaña. En teoría y adiiitiendo tus princi- 
pios, el pabellón británico no sería inviolable; los bu- 
ques británicos podrian sufrir el derecho de visita; 
los delitos ó crímenes cometidos en ellos podrian §er 
justiciables por las autoridades de los puertos: pero 
¿quién podia ejercer estos derechos respecto de los 
buques de la tíran Bretaña? eran para ella, eran para 
sus puertos j^sos derechos, esos privilegios. Vino la 
revolución francesa y su prodijiosi^ influencia no po- 
día menos que hacerse sentir en el derqcho maríti- 
mo intern^icional: luego yino Napoleón I y se colocó 
al ftente de la Gran J^retjafía} y entre e,^os dos cplo- 
sbp hubo grandps fepómenps y hubo grandes resulta- 
dos/ Entre los primeros figui"a el blqqueo continen- 
tal: pero si Napoleón I, que se progoñia llevar íias.ta 
STÍs áltínc|as cpíis^cuencií^s el principio c^e la libejrtad 
de los miares, como medida, psjfíi combatir á la G^ráiji 
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Bretaña, no hubiera incurrido en el gran error de 
decretar él mismo el bloqueo universal, haciendo uso 
de armas idénticas alas de su eneniigo, no habría le- 
vantado contra sí todos los intereses europeos, todos 
los gabinetes; no habría declarado la guerra á la Ru- 
sia, ni preparado, con el gran desastre de Moscow, la 
abdicación de Fontainebleau y la catástrofe de Wa- 
terloo. En todo rigor, Napoleón I cayó por no haber 
sido consecuente con los principios de libertad co- 
mercial, de libertad de los mares y de independen- 
cia de los buques mercantes: pero, al fin, una de las 
emanaciones de la política liberal del gobferno fran- 
cés observada en los mares, siquiera para combatir 
las pretensiones de la Gran Bretaña, fué la resolu- 
ción del Consejo de Estado de 1806 que declaró, en 
resumen, al buque mercante, independíente de la ju- 
risdicción del país en cuyas aguas se encuentra, res- 
pecto de lo que pasa en su tripulación. Era un paso 
que se daba para aproximarse al gran principio de 
la inviolabilidad de la bandera. 

Desaparecido el imperio, caída la rama primogé- 
nita en Francia y levantado el trono de Luis Felipe, 
todo el mundo sabe^ue uno de los motivos que pre- 
pararon el desprestijio de este Monarca fué su con- 
descendencia en cuanto al derecho de visita impuesto 
por Inglaterra. El derecho de visita es una parte del 
sistema que consiste en no respetar la inviolavilidad 
del buque extrangero, asi como otra parte de ese sis- 
tjema es la persecución y castigo de los delitos que 
86 cometen exclusivamente entre la tripulación. 

No pretendemos hacerla historia del Derecho ma- 
rítimo internacional: pero si haremos notar que en 
el Congreso Internacional de Paris de mil ochocien- 
tos cincuenta y seis, de los laureles recojidos en co- 
mún por la Francia y por la Inglaterra resultaban 
las cuatro declaraciones aceptadas después por la 
mayor parte de los pueblos civilizados, y que tj^nden 
todas á asegurar la independencia del buque y Ifi in- 
violabilidad de la bandera. El resultado no fué com- 
pleto; y á pesar de las insinuaciones de M. Marcy, no 
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se llevó mas lejos el respeto debido al pabellón ex- 
trangero. Mas tarde,'8Ín embargo, cuando la célebre 
cuestión del Trent llamaba la atención del mundo 
civilizado y fortificaba la imponente neutralidad de 
la Gran Bretaña, rasgaba esta uno de los girones de 
su antigua política y devolviaá los Estados Unidos 
un gran principio liberal que estos hablan sostenido 
contra ella. Es admirable, sea dicho de paso, ese cam- 
bio mutuo de concesiones liberales, hechas aun en el 
seno de las controversias entre esos dos grandes pue- 
blos, cuyas lecciones debemos aprovechar los que ha- 
blamos español. • 

La inviolabilidad de la bandera y la independen- 
cia de los buques mercantes, principios que no se 
combaten sino por los partidarios de una política re- 
trógrada, no están todavía asegurados: pero, á cada 
Siaso, bien sea de la guerra y sobre todo de la paz, 
e los tratados, de la comunicación frecuente entre 
las naciones, ayer de una lucha, hoy de un arreglo, á 
veces de una buena voluntad, otras de la oposición 
misma, se camina, en grande ó en pequeña escala, al 
establecimiento de un principio. De cualquier modo 
que sea, como dice Cauchy, "no se consuman repen- 
tinamente las grandes revoluciones morales en el seno 
de las sociedades huipanas: no se avanza sino lenta- - 
mente y poco á poco hacia el bien. Donde el error ó 
la preocupación dominan tiránicamente los espíritus, 
la verdad no se deja entreveer al principio sino á 
medias; después se la descubre mejor, y luego com- 
pletamente. El cristianismo, á pesar de su virtud 
divina, no ha convertido al mundo ni en un dia ni 
en un siglo. Un hombre tocado por la gracia ó con- 
vencido por la fuerza de la verdad, confiesa su error. 
San Pablo derribado por un rayo en el camino de 
Damasco se levanta cristiano; pero un pueblo cuyas 
preocupaciones é intereses se ligan entre sí contra la 
justicia 6 la verdad no se desengaña por una rápida 
iluminación. La reforma del Derecho de Gentes será 
mas difícil y mas lenta aun, que la de las leyes ó de 
los usos particulares de un solo pueblo. Ella será la 
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obra paciente y común del tiempo, de la disensión y, 
de los hechos. La justicia obtiene un progresó: el in- 
terés aconseja otro y la lógica arranca el tercero. Os 
encontráis estrechados entre inconsecuencias que os 
conducen á ensanchar el principio que antes era^ in- 
suficiente y estrecho. Las h'gaduras de la servidum- 
bre, una vez aflojadas, acaban por desatarse ó por 
romperse. 

Lima, Abril 9 de 1869. 

Este escrito no tenia mi firma: pero habiéndose publi- 
cado con ella, no tengo embarazo en colocarla aquí. 

J. A. Barreneohea, 
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APÉNDICE. 

Caso del Paqnete francés "Aunis.'' 



Uno de los deberes raas importantes del soberano 
es la elección de los hombres á quienes confía fun- 
ciones que por su naturaleza pueden interesar las re- 
laciones internacionales. Estas relaciones son siem- 
pre muy delicadas y muy difíciles de mantener. Ca- 
da pueblo aspira firmemente y con razón á que span 
.respetados todos sus derechos. Las cuestiones de inde- 
pendencia recíproca, de nacionalidad y sobre todo de 
respeto á los agenten diplomáticos y al pabellón, com- 
prometen siempre el amor propio nacional, apasionan 
á los pueblos y pueden, si no son tratadas con suma 
delicadeza y un perfecto conocimiento del derecho, 
comprometer la paz del mundo. Las funciones de 
este género deben, pues, confiarse á hombres que co- 
nozcan muy bien las leyes internacionales generales 
y las obligaciones especiales contraidas por su patria 
para con las demás nacionalidades, Aaemás, es ne- 
cesario separar de estas difíciles misiones á los ciu- 
dadanos muy débiles para resistir á las influencias de 
los partidos políticos 6 bastante ambiciosos para bns- 
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car, en los excesos de nn celo peligroso, los medios 
de procurarse un adelantamiento mas rápido. Cuán- 
tas complicaciones políticas y aun guerras no han te-, 
nido otras causas que la ignorancia ó la ambición de 
funcionarios de un orden inferior ó secundario! Sin 
duda que en nuestros días hay menos que temer estas 
graves consecuencias. La rapidez de las comunica- 
ciones, el espíritu mucho mas conciliador de los Go- 
biernos, permiten remediar prontamente actos in- 
consultos que, un siglo antes, habrían podido amena- 
zar la seguridad de los pueblos. Sin embargo, hace 
apenas algunos años, el celo demasiad® fogoso de un 
comodoro americano estuvo á punto de hacer estallar 
la guerra entre la Gran Bretafia y los Estados-Uni- 
dos. Mas recientemente, la indolencia de un Minis- 
tro inglés en el Brasil ha hecho romper las relacio- 
nes diplomáticas entre ambos países. El 10 de Julio 
de 1863, un conflicto, cuyo origen es, simultánea- 
mente, el celo y la ignorancia de agentes secunda- 
rios, se ha levantado entre dos Naciones que, por su 
inmediación y, sobre todo, por los deberes de recono- 
cimiento que unen á una de ellas con su poderosa 
aliada, parecen destinadas á vivir no solamente en 

})az, sino en las mas íntimas relaciones, entre la íta- 
la y la Francia. 

Antes de examinar la cuestión suscitada por la 
conducta de las autoridades italianas, expongamos 
los hechos. Para evitar todo error los tomaremos del 
Moniteur. El vapor-correo francés "Aunis," perte- 
neciente á la compafíía de las Messageries imperia- 
les, hacia su viaje de regreso á Marsella. El servicio 
postal de que está encargada la compañía exije mu- 
chas escalas, particularmente en Civita-Vecchia,, en 
Livurniay en Genova. Entre los pasajeros tomados 
por el '"Aunis" en Oivita-Yecchia, se encontraban 
cinco hombres que se presentaron provistos de pasa- 
portes en regla, visados por los embajadores de Fran- 
cia y de España, para pasar á Marsella y de allí á Bar- 
celona. — El 10 de Julio el buque entró en el puerto de 
Genova. Apenas atracado ai muelle, un comisario 
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de policía genoves, acompMado de 25 carabineros 
armados, sube á bordo y pide que le sean entregados 
los cinco pasajeros embarcados en Civita-Vecchia. 
El capitán había bajado á tierra para hacer visar sub 
papeles de mar. El segundo rehusa obedecer esta or- 
den; pero la fuerza armada se apodera, sobre el bu- 
que francés, cuyo pabellón flotaba en el asta, de los 
individuos designados por el comisario de policía, y 
los conduce á las cárceles de la ciudad, apesar de las 

Srotestas del capitán, que, advertido del incidente, 
eclaraba no consentir en entregar esos hombres sino 
por orden del cónsul de Francia. La invasión del 
"Aunis" tuvo lugar á las 10 de la mañana; y solo á ' 
las 11 el prefecto de Genova hizo conocer al cónsul 
general de Francia su intención de apoderarse de 
esos pasajeros. La resistencia del segundo y la del 
capitán liabian ocasionado alguna demora en la eje- 
cución de esas órdenes. El cónsul general habia. pro- 
testado contra el aviso tardío que se le habia dado, 
pero cometió la falta de autorizar á uno de los em- 
pleados de su consulado para recibir los pasajeros de 
manos de los oficiales del buque y la de no mantener 
su protesta contra la estraccion de á bordo. Tales son 
los hechos, que han excitado vivamente el espíritu 
público en Francia: ellos presentan una inmensa gra- 
vedad y deben ser examinados á la vez bajo el punto 
de vista de la ley internacional general y en sus rela- 
ciones con los tratados solemnes vijentes entré la 
Francia y la Italia. En cuanto á la conduclta obser- 
vada por el cónsul general de Francia en esta ocasión, 
no tenemos que ocuparnos de ella, pues parece haber 
merecido la censura de nuestro Ministro de Negocios 
Extranjeros. En todo easo, su intervención no quita 
nada á la resfionsabilidad del Gobierno italiano y de 
sus agentes; él pudo inclinarse ante un mal consu- 
mado por no dar ocasión ó otro mayor. 

Por mucho que desagrade á algunos periodistas, 
cuya ignorancia nunca se muestra mayor que en las 
cuestiones de derecho internacional, el principio ge- 
neral que rije esta materia está reconocido y a^opta- 
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do p^r todas las naciones del mundo. Es costumbre 
form liarlo de este modo: "El buque es una parte del 
territorio de la Nación cuyo pabellón lleva legítima- 
ment í." El buque, es, pues, inviolable como el terri- 
torio de que forma parte; ninguna Nación extran- 
jera puede mezclarse en los negocios interiores de es- 
ta colonia flotante; nadie puede penetrar en ella sin 
el consentimiento de aquel que representa la autori- 
dad soberana de su pais. Este principio es la salva- 
guardia mas positiva de la libertad de los mares y 
Sor consiguiente de la independencia de los puebles. 
II privilegio, ó mas bien, el derecho del buque, su 
territorialidad^ como lo hemos llamado en otra parte, 
€8 absoluto en alta mar, pero no deja de existir 
cuando la embarcación entra en los mares, radas ó 
puertos sometidos á un soberano extranjero, cuando 
este soberano es amigo del país á que él pertenece. 
Sin embargo, está modificado por el mismo contacto 
establecido en la potencia extranjera. Así, la juris- 
dicción territorial no se estiende ni al buque ni álos 
hombres que se encuentran á bordo, marineros ó pa- 
sajeros, en todos los actos que no tienen ninguna re- 
lación con el territorio del puerto, sea marítimo ó 
bien terrestre; pero en todos los actos que, por el con- 
trario, tienen una relación real con las cosas ó las 
personas exteriore^^ la jurisdicción local es la única 
competente, porque, para consumarlos, ha sido pre- 
ciso dejar la fracción territorial de la patria, y enirar 
en el territorio extranjero. [1] 

Este principio de derecho primitivo ha sido san- 
cionado por un grannu-naro do tratados concluidos 
entre casi todos Tos pueblos de navegantes, y recibe 
cada dia su aplicación en todos los puertos del mun- 
do. En efecto, que una falta de disciplina, un delito, 
á un Gríme?i, se cometa á bordo de un buque en una 
rada ó en un puerto extranjero, por urt hombre em- 
barcado en el mismo buque, contra otro hombre áfi 



- "^Í-W • ^^^^ ^ desenTplvimiento del príndpip y de sos cooflecadncias, véas^ nue»- 
trd^'TratadodeltJS derechos y de los deberes délas naciones neutrales, etc; tomo 
primero— segunda edición. 
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quUidad pública no sean turbados, la autoridad local 
no tiene el derecho de apropiarse el conocimiento de 
la misma tripulación, con tal que el orden y la tran- 
esós hechos; los cónsules, los oficiales de la marina 
de guerra del pueblo propietario del buque, ó el ca- 
pitán mismo, son los únicos competentes para ocu- 
parse de ellos. El derecho de jurisdicción, derecho 
esencialmente de regalía nacional, prueba por com- 
pleto la territorialidad de la embarcación aun cuando 
flote en aguas extranjeras. Aunque la extracción de 
los cinco pasajeros hubiese, pues, tenido lugar á bor- 
do de otro buque que no fuera un buque-postal, no 
por eso habria sido menos ilegal, ni liabria dado me- 
nor motivo á una reclamación de parte del Gobierno 
francés; y los pretendidos publicistas que se han en- 
tregado, con este motivo, á distinciones pueriles, tie- 
nen gran necesidad de ir á la escuela. Pero, cómo ad- 
mirarse de esto, cuando vemos á todo un Ministro de 
Negocios Extranjeros, Mr. Visconti- Yenosta, caer en 
el mismo error y en su despacho de 19 de Julio, fun- 
dar toda su discusión en las inmunidades obtenidas 
por las embarcaciones de los Messageries imperiales? 
Desde hace algunos años, muchas Naciones, lai 
Francia particularmente, han ajustado convenciones 
especiales para arreglar los derechos y los deberes de 
sus cónsules. En todos esos actos, el principio de la 
territorialidad, sin ser nombrado, está aplicado en 
toda su estension. Nos limitaremos á citar el que hst 
sido firmado, hace algunos años, entre la Francia y 
la Italia, porque él debe servir para resolver la mis- 
ma cuestión que nos ocupa. [1] El artículo 12 dice: 
*^LoB funcionarios del orden judicial y los oficiales y 
agentes de la aduana no podrán en ningún caso prac- 
ticar visitas ni informaciones á bordo de los buqueri 
sin ser acompañados por el cónsul 6 vice-cónsul de lá 
Nación á qué ésos buques-pertenecen . . . '* Después 
dé ponerá cár^o de los cónsules la policía y la justi- 
cia á bordo de los buques de 8u respectiva Nación', el 

fi] Véaáe la convención consular entre Francia é Italia, de 26 de Julio dé 
1862. 
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artícnlo 13 agrega: "Las autoridades locales no po- 
drán intervenir sino cuando los desórdenes ocurríaos 
á bordo de los buques turben la tranquilidad ó el or- 
den publico en tierra ó en el puerto . . . . " Esta re- 
serva es conforme con el mismo principio; pues, des- 
de que la tranquilidad del puerto está comprometida 
por el hecho ocurrido á bordo, ese hecho deja de 'ser 
puramente interior y se convierte en exterior, pues 
crea una relación con el territorio extrangero. 

Las leyes interiores de muchos paises, y en partí- 
cular las de Francia han adoptado igualmente este 

{)rÍQCipio tntelar. [1], Así, pues, la ley generaly la 
ey especial, que arreglan las relaciones entre la Fran- 
cia y la Italia están acordes; el buque mercante, aun 
cuando se halle en un puerto extranjero, queda some- 
tido esclusivamente á la ley y á la jurisdicción de su 
Í)ais; continúa gozando de su territorialidad en todos 
os hechos que no tienen ninguna relación con el ter- 
ritorio en que se encuentra. Apliquemos esta ley in- 
ternacional al hecho ocurrido en el. puerto de Genova 
el 10 de Julio de 1863. 

El buque francés *'Aunis," haciendo su travesía de 
costumbre de Ñapóles á Marsella con las distintas 
escalas que le están impuestas, tomó pasajeros en 
Civita- Y ecchia, puerto de los Estados romanos, y por 
consiguiente extranjero para la Francia y para la 
Italia, pero en paz con ambos paises; esos pasajeros 
provistos de pasaportes reconocidos en regla por las 
autoridades francesas y espafíolas y visados por ellas, 
se trasladaban á Marsella, puerto francés, y á Barce- 
lona, puerto espanpl, y por consiguiente extranjeros 
para la Italia. La embarcación entró conforme á su 
itinerario, al piierto de Genova. Los pasajeros de 
que se trata permanecieron á bordo, y no hicieron 
ninguna tentativa para saltar á tierra: su presencia 
no podia, pues, comprometer de ningún modo el or- 
den ó la tranquilidad pública de Genova: se hallaban 



[1] Véase; 1^ el acuerdo dei Consejo de Estado de 1S06:* 2P la ordenansa 
relativa á los Cónsules franceses en sus relaciones con la marina mercante d» 
1633: 
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bajo la protección del pabellón francés, sobre el ter- 
ritorio de la Francia. En este sagrado asilo es donde 
la policía genovesa ha venido a tomarlos: el suelo 
francés ha sido violado por la fuerza armada italiana. 
El tratado expreso de 26 de Julio de 1862, las esti- 
pulaciones formales de la convención postal de 4 de 
Setiembre de 1860, especialmente ajustada para ar- 
reglar el servicio de los buquea-correos y por consi- 
Suiente del mismo buque "Aunis," han^sido pisotea- 
os^ en fin, el pabellón francés ha recibido un ultraje. 
Sin embargo, es imposible creer que los funcionarios 
italianos, el prefecto de Genova, el comisario de po- 
licía y sobre todo el Ministro del interior del Gobier- 
no italiano, ó eu remplazante si se hallaba ausente, 
hayan podido ignorar la existencia y el tenor de actos 
tan importantes y de los que el mas antiguo apenas 
contaba tres afíos. En cualquier caso, ellos no debían 
desconocer los principios generales de derecho inter- 
nacional que hemos citado mas arriba. 

Pero, dicese, que los cinco pasajeros de que se tra- 
ta, son subditos italianos sindicados de salteadores en 
el territorio napolitano. Este hecho puede ser cierto, 
y lo admitiremos como probado; pero aun en este ca- 
so, íio podían ser tomados en territorio extranjero. 
En efecto, ellos se hallaban en el suelo romano, don- 
de la justicia del reino de Italia no tenia derecho ni 
poder para capturarlos; dejaron ese pais para entrar 
a un buque francés, territorio igualmente inviolable 
y completamente ajeno á la jurisdicción italiana; el 
pabellón imperial debia protegerlos tan eficazmente 
como lo hacia antes el Gobierno romano. Si esos 
hombres son grandes delincuentes, si se han hecho 
culpables de crímenes enormes, estr afíos á lapoliti' 
cay se encuentran sin duda alguna, en uno de los ca- 
sos previstos por los tratados de extradición existen- 
tes entre la Francia y la Italia: pueden, pues, ser re- 
clamados por su soberano y puestos en su poder. Pe- 
ro, en este caso, el cónsul general de Francia no te- 
nia el derecho de entregarlos á las autoridades geno- 
vesas, y estas últimas mucho menos tenían facultad 



Digiti 



zedby Google 



— 156 — 

para apoderarse ddellos á viva fuerza. Para conse- 
guir la extradición era preciso emplear la vía diplo- 
mática y llenar todas las formalidades con qae los re- 
§ lamen tos han rodeado, y con rancha razón, los actofi 
e extradiccion, esa derogación tan grave hecha en 
el derecho primitivo de las naciones, puesto que 9e 
trata de entregar á una jurisdicción estraña el hom- 
bre qne so ha refugiado en un Estado independiente. 
No es ni un prefecto, ni un comisario de policía, ni 
carabineros los que pueden, sable en mano, invadir 
el suelo libre extranjero y arrebatar á los individuos 
que en 61 se encuentran. La demanda de extradic- 
cion debe hacerse por el mismo Gobierno al Gobier- 
no extranjero, que tiene el derecho de examinarla y 
discutirla y no debe concederla sino en el caso de que 
ella sea realmente conforme con las estipulaciones 
de los tratados. 

La conducta observada por las autoridades y la 
fuerza armada italianas, la invasión del buque fran- 
cés "Aunis," constituyen, pues, una infracción de la 
ley internacional y de los tratados vigentes entre las 
dos Naciones, un grave atentado contra el pabellón 
francés. En vano algunos periodistas franceses se han 
esforzado por paliar la falta y por demostrar que no 
ha habido en ella un ultraje; con esto han mostrado 
cuidarse poco de los principios y de las susceptibili- 
dades nacionales; en vano los diarios italianos han 
tratado de descartar al Gabinete de Turin y de echar 
la culpa al sefior Marques de Gualterio, prefecto de 
, Genova, exponiendo que éste no habia esperado las 
instrucciones que habia pedido á Turin para proce- 
der á la invasión del buque francés; no han echado 
de ver que aeí agravaban la responsabilidad del Mi- 
nÜBtro, que, hallándose prevenido, debió dar inmedia- 
tamente la orden para restituir los prisioneros á bor- 
do. No habiendo tenido lugar esta expontánea repa- 
ración, el Gobierno del Emperador no podiá dispen- 
sarse de pedir una satisfacción que el Gabierno ita- 
liano sé ha encontrado en la imposibilidad de re: 
huBar. Para ser completa esta . satisfacción, debió 
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abracar do» p^xmtos principales; debió ser rnaterial y 
moral, ¿a reparación material estaba fuera de toda 
discusión, y si el Ministro de Negocios \Extranjero& 
de íurin creyó que debia reunir su Consejo de asun- 
tos contenciosos para ilustrarse sobre el particular, 
por su parte ha sido esa una formalidad de lujo. I^os 
cinco pasajeros ilegalmente arrancados del territorio 
francés debían ser restituidospor las autoridades ita- 
lianas, sobre Igual territorio, sea a bordo de un bu- 
que ó bien en el suelo mismo del imperio. Además, 
fmdose reclamar indemnizaciones para compensar á 
as víctimas de este atentado por la interrupción de 
BU víage, por su detención y por todas las consecuen- 
cias de los hechos que los han herido, cuando debían 
creerse en seguridad bajo el pabellón de una Nación 
soberana. Si no se han reclamado tales indemniza- 
ciones, es porque el Gobierno francés ha querido 
guardar consideraciones al amor propio de una Na- 
ción amiga. En fin, el Gobierno francés podía exijir 
una reparación moral por el insulto hecho á su pabe- 
llón; podía exijir la desaprobación y aun el castigo 
del prefecto de Genova y de todos los funcionarios 
que han cooperado al insulto; parece que se ha con- 
tentado con simples esplicacioncs. En esto, también, 
ha-testificado su magnanimidad y su benevolencia. 
Sus exigencias han sido tanto mas moderadas, cuan- 
to que se dirigía á una Nación recientemente eman- 
cipada bajo nuestro patrocinio, y ha manifestado por 
ella una indulgencia verdaderamente paternal. Ke- 
mitidos á la frontera del Monte Genis, los cinco pa- 
sageros fueron retenidos en Francia á causa de una 
demanda de extradiccion formulada por el Gobierno 
italiano. La instructiva que se levantó ha debido de- 
cidir si los cinco prisioneros debían ser considerados 
como criminales ordinarios, y, en este caso, entrega- 
dos á las autoridades italianas, ó bien, si los cargos 
suscitados contra ellos, tenían un carácter esclusiva- 
raente político, y entóneos serian puestos en libertad 
sin que el Gobierno del Emperador se detuviera ante 
las recriminaciones que esté acto de justicia pudiese 
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hacerle arrostrar, pues el primer deber del Gobierno 
es hacer reconocer á todos esta verdad, que donde 

Íuiera que flote el pabellón nacional, allí está la 
'rancia. 

Se conoce claramente que la Francia se ha condu- 
cido en este asunto con todo^ los miramientos posibles 
á fin de ayudar al Ministro italiano á salir de la mala 

Sosicion en que se Jiabia colocado, y que aun ha ce- 
ido en sus derechos ante las simpatías que el nuevo 
reino le inspiraba; pero conVenia, en medio déla con- 
fusión de ideas que ha habido con este motivo, recor- 
dar aquí los principios y restablecerlos en su base. 
(Cuestión de Derecho Marítimo Internacional por 
Hautefifeuille. p. 303. edición de 1868.) 



Digiti 



zedby Google 



(tbaduooion.) 

Beal I<eiraeton de Italia en el Perü. 



Lima, Junio 4 de 1869. 
Excmo. Señor: 

£n notas de 2 y 3 de Marzo último y con relación á 
otras mi^ de fecha anterior, V.E. me hizo el honor de 
participarme que por resolución suprema del 28 de Febre- 
ro, S. E. el Presidente de la República habia dispuesto 
que los marineros que se encontraban en la cárcel, á con- 
secuencia de los delitos perpetrados á bordo de los bu- 
ques mercantes italianos «'Emilio Rondanini'' y <<Em- 
man," permanecieran arrestados á disposición del Vice 
cónsul italiano en el Callao. 

El Gobierno del Rey mi Augusto Soberano^ á quien ya 
habia comunicado los pormenores del caso, ha quedado 
sumamente complacido de esta nueva prueba de lealtad 
con que el Gobierno del Perú observa los pactos interna- 
cionales y los hact respetar. A mi, pues,que no hago 
mas que trasmitir sus apreciaciones, me es altamente sa- 
tisfactorio poder corroborar, que su modo de entender 
el sentido del artículo 17 d« la Convención Consular y 
las instrucciones que para su aplicación ya se habian da- 
do con anterioridad á la publicación de la resolución su- 
prema del 28 de Febrero, se hallan en perfecta consonan- 
cia con la decisión del gabinete peruano. 
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Aunque de un modo indirecto, pero siempre oficial, es- 
ta uniformidad confirma, que en el espíritu como en la 
letra, con la estipulación de aquel articulo, los dos gobier- 
nos se propusieron establecer el principio que: — en los 
desórdenes que ocurriesen á bordo de los buques mer- 
cantes, sin esclusion de los crímenes j delitos, la juris- 
dicción queda reservada á. la bandera, siempre que no re- 
sulte comprometido el orden público de la otra nación y 
que no se halle implicada persona estraña á la tripula- 
ción. 

Es grato esperar que la publicación de de esta con- 
clusión definitiva de los conñictos sucitados á propósito 
del "Rondanini" y de la "Emma," removiendo toda 
duda, servirá para hacer mas segura y expedita la acción 
de los que tienen ingerencia en materia de policía marí- 
tima. 

Si V. E, lo juzga oportuno, le suplico me permita una 
observación retrospectiva, que hago con dolor, pero juzgo 
indispensable. 

En documentos oficiales, oficialmente publicados, y á 
los que las firmas que llevan, dan crédito y autoridad, 
ampliándose mas de lo que permiten la reserva y el respe- 
to debidos á la posición de quien es solamente acusa<^o, 
se ha dado á los delitos en examen un carácter de vil í^tro- 
cidad que vá mas allá dé la reprobación de los hechos in-' 
dividuales. 

La decisión que ya habia tomado el juez del crimen, 
que habiendo tenido en su poder los presuntos reos del 
**Rondanini" procedió con arreglo á laaf leyes peruanas, 
hubiera debido evitar quizás esas duras imputaciones, X 
mí, que he examinado cuidadosamente los procedimientos 
informativos que después se sustanciaron en el Consulado 
italiano en el Callao, de conformidad con la legislación 
nacional, me toca declarar que nacía absoluta^i^ei\te S(p 
encuentra en ellos que pueda justificarlas ni muy rem.Q- 
tamente. 

Fácilmente se convencer?l cualquiera ^f ^llo, 09^ s<pj(j. 
considerar que el hóniicidio con|eti()o 1^ bordo ^^l ",^Q- 
danini,*' ocurrid en el moment() en que a(^uel que fifg 1^^ 
víctima, agarrado á los cables exteriores dpi l)U(jvie, tra- 
taba de escapar á la furia de los Tfiarjner,<)s que le víj^rcjfj, 
herir rnortalmente al oficíf^l (le mayor ¿rácluac ion <][V|g ^fi 
hallaba' presente á bordo y que eij tumvjítp le per^eg^iag^. 
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Para el que eonoce á la gente de mar bastarían estas cir- 
cunstancias, para esplicarle una exasperación que no para 
hasta el delito: cualquiera lo comprenderá con solo cono- 
cer lo que es el hombre, sabiendo que el muerto era no 
solo el subalterno de aquel contra cuya vida atentó, sino 
además de nacionalidad, de raza y de color distintos al 
resto de la tripulación. 

Tocante al marinero de la "Emma" fiíUecido en el hos- 
pital del Callao y cuyo estado conmovió tanto á la perso- 
na que lo tomó á su cargo, á espensas del buque, no ten- 
"go mas que una circunstancia que hacer presente, y es 
que el procedimiento de instrucción que hoy es publico, 
contiene la prueba legal y absoluta de que el marinero 
murió de un» afección pulmonar preexistente y que el 
tínico golpe que recibió á bordo fué dado en circunstan- 
cias en que el Código marítimo no solo no lo castiga, sino 
que formalmente lo excusa. 

Tengo el honor de ofrecerme, nuevamente con la mas 
alta estima y distinguida consideración, de V. E. atento 
y obsecuente servidor. « 

(Firmado.) — Hipólito Garrou. 
Al Excmo. Sr. Ministro de Relaciones Exteriores del 

Perú. 



Limoj Junio 6 de 1869. 

He tenido el honor de recibir la nota que me ha dirijido 
US. H. con fecha 4 del presente, para manifestarme que 
su Gobierno, á quien US. H. habia comunicado los por- 
menores relativos á los delito^ cometidos a bordo de los 
buques italianos "Emma" y ''Emilio Rondanini," ha que- 
dada sumamente complacido de la nueva prueba de leal- 
tad que ha dado el Gobierno del Perú, observando su 
pacto internacional y haciéndolo respetar, US. H. agrega, 
que no hace mas que trasmitirme las apreciaciones de su 
Gobierno y que le es altamente satisfactorio poder corro- 
borar que el modo como él entiende el artículo 17 de la 
Convención Consular vigente y las instrucciones que 
habia dado a US. H. se halla en perfecta conformidad 
con la decisión del gobierno peruano. 

S. E. el Presidente de la República, á quien he teni- 
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do el honor de leer la nota de US. H., ha experimentado 
una verdadera satisfacción al ver que su resolución de 28 
de Febrero último, acorde con las conclusiones que tuve 
el honor de proponerle, se halla en conformidad con la 
manera de apreciar el articulo 17. de la Convención 
Consular, expresada por el Gobierno de Su Magestad el 
Rey. Este acuerdo, como US; H. lo dice muy bien, ma- 
niñesta que los dos Gobiernos quisieron establecer el' 
principio de que, en los desórdenes ocurridos á bordo de 
los buques mercantes, sin exclusión de los delitos y de 
los crímenes, la jurisdicción está reservada a la bandera, 
siemifre que no resulte comprometido el orden público 
de la otra Nación y que no se halle implicada persona es- 
traña á la tripulación. 

US. H. ha querido examinar algunos hecho y algunas 
publicaciones oficiales que sobre ellos han tenido lugar. 
Comprendo muy bien que US. H., en honor de sus na- 
cionales, se^ sensible á ciertas apreciaciones que se- ha- 
yan hecho de algunos pormenores de los referidos hechos; 
pero creo que esas apreciaciones no pueden haber tenido 
lugar, si no porque tales hayan sido los informes que se 
han tenido presentes para formarlas. Ninguna otra supo- 
sición puede admitirse, porque en el conjunto y en el re- 
sultado de este asunto se han revelado la justicia y la leal- 
tad de las autoridades peruanas. Y no podia ser de otra 
manera, porque los sentimientos del pais y la conducta de 
las autoridades se hallan en conformidad con la política del 
Gobierno, cuya protección constante á los estrangeros no 
podría desmayar respecto de los subditos de Su Magestad 
el Rey de Italia, que, debo decirlo en justicia, se han he- 
cho siempre diüjnos de la estimación de la República y 
de la consideración del Gobierno. 

Volviendo al objeto principal de la nota de US. H. no 
puedo menos que felicitarme de la perfecta conformidad 
que existe entre el Grobierno del Perú y el de Su Mages- 
tad el Rey, respecto del modo como debe entenderse el 
articulo 17 de la Convención Consular vigente. 

Tengo el honor de repetirme, con mi mas distinguida 
consideración, de US. H. muy atento y muy obediente 
servidor ^ 

/. A. Barrenechea, 
Honorable Caballero Hipólito Garrou, Encargado de 

Negocios y Cónsul General de Italia. 



('I': ñ 



Itizedby Google 



NJ 



Digiti 



zedby Google 



Digiti 



zedby Google 



Digiti 



zedby Google 



Digiti 



zedby Google 



Digiti 



zedby Google 



Digiti 



zedby Google 



